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MEMORIA- 



Paréceme innecesario encarecer la dificultad de mi si- 
tuación al cumplir el deber que me impone el art. 15 de 
la Ley adicional & la orgánica del Poder judicial. Tan re- 
ciente está la fecha en que he tomado posesión del elevado 
cargo que debo á la bondad de S. M. la Reina, que á esa 
circunstancia recurro, en primer término, para disculpar, 
hasta donde esto sea posible, las imperfecciones del trabajo 
que, no por mi voluntad, sino por mandato expreso del 
.referido texto legal, me veo obligado á presentar & la alta 
.consideración de V. E. 

Otros Fiscales, adornados de grandes dotes de ilustra- 
ción y talento, desempeñaron tan honroso cometido con 
aplauso de todos los hombres de ciencia y con gran prove- 
cho de cuantos ejercen en Espaiia funciones fiscales, y aun 
de arluellos otros que, sin ejercerlas, participan de las que 
se relacionan con la administración de justicia. A1 estu- 
diar yo ahora, con más detenimiento que antes lo había 
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hecho, el fruto de esa labor religiosamente continuada 
siempre con esmero y elevación de miras durante trece 
años que lleva rigiendo el precepto legal que la establece, 
reconozco que á esto es debido el que exista en el Centro 
ministerial tan dignamente regido por V. E. un precioso 
cuerpo de doctrina jurídica altamente beneficiosa, en 
cuanto traza líneas de conducta segnras á los funcionarios 
fiscales del Reino, siendo en tal concepto el elemento más 
poderoso y eficaz para fprtalecer la unidad de criterio y de 
acción, y no menos util por las dudas que disipa sobre 
puntos no resueltos por la jurisprudencia, contribuyendo 
á crear prácticas uniformes y á difundir un espíritu amplio, 
expansivo y sanamente liberal en la interpretación de las 
leyes. 

He procurado recoger datos, estudiarlos en cuanto la 
brewdad del tiempo me lo ha permitido; y ,  aunque con 
aspiraciones muy limitadas y modestas, tengo el honor de 
ofrecer á V. E. el resultado de ese estudio, en el que habré. 
de seguir el orden impuesto por una práctica para mí muy 
respetable. 

Estadistica. Dificultades, puramente de orden económico, obligan á 
suspender la pnblicaeión por esta Fiscalía de los dos cua- 
dernos cuatrimestrales correspondientes á los meses de No- 
viembre á l." de Julio últimos, pero los datos remitidos 
por los Fiscales de las Audiencias, escrupulosamente cla- 
sifica.dos, se han utilizado para formalizar los estados qize 
terminan esta IVIemoria, y permiten apreciar, siquiera sea 
m conjunto, el resultaclo de la gestión del Ministerio pú. 



blico y los trabajos realizados por el personal que le cons- 
tituye. 

Las 77.483 causas incoadas desde l ."  de Julio de 1894 
5, 30 de Junio últiino, en la proporción de 439 por cada 
mil habitantes y de 1535 por cada cien Iíil6metros cna- 
drados, fueron terminadas por los Juzgados de instrucción 
en número aproximaclo, acusando, en cambio, el clespaclio 
en las Audiencias provinciales un notable retraso, que 
debe explicarse por motivos que se exponen en otro lugar 
de esta Memoria. En efecto, mientras el total do 11.691 
causas pendientes en los Juzgados en l." de Julio de 1594 
desciende en 1 . 9  de Julio último á 11.591, el (le las Au- 
cliencias asciende cle 20.167 Q 23.721, con que figura res- 
pectivamente en tales fechas. Del total de causas despa- 
cliaclas terminaron por sobreseimiento libre 17.408, por. 
sobreseimiento provisional 24.121, por inhibición 7.983, 
y se arcliivaron 1 .740 por la rebeldía de los procesados. 

En los 14.017 juicios orales celebrados ante el Tribunal 
de derecho durante el año que terminú en 1 ." de Julio 61- 
tiino, recayeron 11.331 sentencias absolutan~ente confor- 
ines con la últiula petición fiscal, y 2.71 6 disconformes; 
de estas iiltimas fueron 1.930 condenatorias y 786 absolii- 
torias, de las que G4 se fundaron en la estimación de cir- 
cunstancias eximentes, 324 en no constituir delito el 
hecho, 97 en no probarse éste, 123 en no serresponsable el 
acusado y 178 en no demostrarse su culpabilidacl á juicio 
de1 Tribunal sentenciador. El Ministerio fiscal retiró la 
acusación en 1.867 causas. 

Se celebraron en el mismo año 3.447 juicios ante el 
Tribunal del Jurado, terminando, ademzs, 50 por la con- 
formidad de los procesados con la acusación fiscal, 66 ante 
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el Tribunal de dereclio por modificación de conclusiones 
y 532 por falta de acusacihn. Se dictaron 1.461 veredictos 
de culpabilidad total, 123 de culpabilidad parcial y 1.115 
de inculpabilidad, ' no obteniéndose en las revisiones más 
que tres veredictos contrarios al anteriormente proniincia- 
do. Las seritencias absolutamente conformes con la petición 
fiscal frreiaon 1.575, resnltando disconfornies 291 por cali- 
ficación, 180 por circunstancias modificativas, 25 por 
grado de qjeciición 20'3 por responsabilidad. El total de 
testigos citados por la acusación fiié de 18.379, y de 13.346 
el de los llamados por la defensa. 

Los 150 funcionarios del Ministerio fiscal que constitu- 
yen el personal de las Audiencias provinciales, auxiliados 
por los sustitutos en la medirla que permiten su interven- 
ciór, las instrucciones circuladas, han emitido 135.909 dic. 
támenes escritos, han asistido á 67.429 vistas previas, 
á 14.047 juicios ante el Tribunal de derecho, á 3.447 jui- 
cios por Jurados, y han despachado otros varios asnntos, 
en número de 5.591, quedando únicamente pendientes en 
las 49 Fiscalías, en 1 ." de Julio último, 4.708 causas. 

~uspccel611 de 
los sumarios 

Si fuese potestativo trazar el plan de estas Memorias y 
elegir con entera y absoluta libertad las materias que en 
ellas se hubiesen de tratar, acaso omitiera por mi parte la 
referente al deber de inspección que el art. 306 de la Ley 
de Enjuiciamiento criniinal impone á los Fiscales en la 
formación de los sumarios; y no porqiie desconozca la im- 
portancia verdaderamente excepcional de esa función, sino 
porqtie el punto se ha tratado con tanta lucidez en los tra- 
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bajos de esta índole, que bien se puede decir que estri ago- 
tado; y, en tal concepto: por grande que fuera mi esfuer- 
zo, no habría de lograr, si por acaso lo intentara, dar más 
relieve á las atinadas observaciones que en aqiiéllos se con- 
tienen, ni  llegar & demostraciones más concluyentes 7 
autorizadas. 

El texto del art. 15 de la citada Ley adicioiial &.la or- 
gánica proscribe el arbitrio acerca del particular, y, aun i 
trueque de incurrir en inevitables repeticiones, me es forzo- 
so llamar de nuevo la atención de V. E. hacia una materia 
que tantas esperanzas hizo concebir al eminente juriscon- 
sulto que refrendó como Ministro la Ley procesal que hoy 
rige, y que tantas desilusiones y desencantos produce en la 
prrictica, por causas que, siendo en sí secundarias, se con- 
vierten en principales por las circunstancias en que se 
halla la Nación. 

Seguramente el legislador estaría muy distante de 
imaginar que esa facultad y correlativo deber de inspec- 
ción, que otorgaba .d los Fiscales sobre los Jueces instruc- 
tores, habría de ser sólo un generoso intento que jamás 
alcanzara los favores de la realidad; y que los Jueces, por 
la condición misma de la nueva organización que se estn- 
blecería y la ley de economías que no permitía antes, ni 
permite ahora, dotar los ser~icios como su peculiar natiira- 
leza requiere, fueran duerios del sumario en la casi totali- 
dad de los casos, sin mis estímulo que el de su celo ni 
mis limitación que la de su propia honradez. Y causa 
pma y hasta infunde desaliento en el ánimo que, hecha 
una reforma para dar mayores garantías A la sociedad y al 
ciudadano contra toda clase de posibles abusos, haya un 
período del proceso, el más critico y decisivo, en que las 



garantías no existen, y en que el Juez, á solas con el Es- 
cribano, instruye las diligencias como juzga conveniente 
y decide de lo qiie 1n6s se ama y estima con antoridarl 
incontrastable, y sin más temor que el que nazca del 
examen que el superior pueda hacer en su día de sus reso- 
luciones, las ciiales piieclen, A muy poca costa, ser ence- 
rradas en molcles que alejen toda rontingencia cle respon- 
sabilidad. 

Es verclad que la conducta de nuestros Jueces no cons- 
tituye inotivo de alarrna ni de perentorias inquietudes. 
Tracliciones gloriosas int>iinamente ligaclas con las funcio- 
nes judiciales, la aureola de prestigio de que éstas, por 
fortuna, siguen rodeadas, el sentimiento cle la propia dig- 
nidad, el culto clel deber, el espíritu de clase que infiincle 
veneración al honor del Cuerpo B que se pertenece, asegii- 
ran el respeto todos los derechos por la Ley consagr:iclos 
en la esfera del proceclimiento sumario. No negar6 que 
haya extralimitaciones, no porque nie sean conociclas, 
sino porque son inherentes 6 la condición Iiumana; no he 
de negar tampoco que lamentables olviclos, ó abandonos en 
algún caso, piieclan ocasionar algún perj~iicio grave y lias- 
ta  irreparable; pero ine importa señalar el Iiecho, porque 
la ocasión se brinda á ello, de cliie la judicüt~ira, colocada 
desrle hace afios en una situación anornial, entregada U si 
misma durante todo el período de la instrucción siimarial, 
sin inspección directa n i  inmediata, no sólo no ha suscitado 
infundados recelos, sino que, por el contrario, cuenta con 
elrespeto general, como merecido tributo á las virtudes de 
que da constantes pruebas. 

Pero no basta cliie los Jueces tengan la presunción 
merecida de virtuosos, íntegros y justos. La Ley qnierc 
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más. La Ley establece garantías que pongan, así tí los 
inocentes como A los jiisticiables, A cubierto del exceso, 
tanto miis terrible cuanto más poder y más medios tenga 
á cu rlisposición el que pueda cometerlo ; y ya en este 
terreno, yo clebo expocer la verdad tal cual la expiisieron 
iiiis dignos antecesores. La inspección fiscal en los suma- 
rios, i'eciirso icleado por el 1egisIaclor para evitar los incon- 
venientes que acabo de apuntar, estB en la Ley nada más. 
Ihto se consignó en anteriores exposiciones; esto dicen 
aliora, como antes, los Fiscales de las Audiencías; y esto 
resulta clelnostrado hasta la evidencia con sólo fijar la 
atención en la actual manera de ser de Juzgados y Fis- 
cal ía~.  

El art. 306 de la Ley de ~njui'ciamiento criminal dis- 
pone que los Jueces de instrucción formdrán los sumarios 
de los clelitos píiblicos bajo la inspección directa del Fiscal 
del Tribunal competente, cuya inspección será ejercida, 
bien constituyéndose el Fiscal, por sí ó por medio cle sus 
:iusiliares, al lado del Juez instructor, bien por medio cle 
testinlonios en relación, suficientemente expresivos, que 
le remitirá el Juez instrnctor periódicamente y cuantas 
veces se los reclame, pudiendo en este caso el lTiscal liacer 
presentes sus observaciones en atenta comunicación y for- 
mular sus pretensiones por reclueriinientos igualinentc 
titentos. Tambikn poclrá delegar sus fiinciones en los Fis- 
cales rnnnicipales, 

La primera forma de inspección, y sin género de duda Inspeeci6n 
personal. 

la niUs iitil 6 importante, es la personal. Sólo constitnyén- 
close el Fiscal ó uno de sus auxiliares al lado del Juez que 
iristrupe, le es dado coadyuvar con pleno conocimiento y 



- 14 -- 

de modo eficaz a la instrucción. Pues bien, esa manera de 
inspeccionar apenas se ejerce, y e s a  circuiiscrita á los su- 
marios que se forman por delitos atroces ó por otros qae, 
sin serlo, solicitan la presencia del Fiscal por su carhcter 
especial ó por las circunstancias excepcionales que les acom- 
yañan. Fuera cle estos casos, los Fiscales más celosos se li- 
mitan á inspeccionar personalmente los sumarios de mayor 
gravedad que se fordan en e l  Juzgado ó .Juzgaclos de la 
capital de provincia en que reciclen; porqiie el territorio 
de su jurisdicción es extenso, los medios de comunicación 
tí !os diversos Juzgados adscriptos á su Audiencia son por lo 
común difíciles, y el personal que constituye la dotación 
de las Fiscalías mucho menor del que exige el ordenado 
despacho de los asuntos en que se requiere su interveiición 
y dictameii. 

Aparte de esto, si el Fiscal hubiera de salir sieuipre 
que se da principio á un proceso, siquiera sea por delito 
grave, á crralquiera Juzgado de su Audiencia, se le obli- 
garía á estar ausente de la capital la mayor parte del ano, 
sin contar con que mucllas veces e1 sacrificio que 01 viaje 
implica sería estéril, porque, tomanclo en consideración el 
tiempo que tarda en recibir el parte y el que necesita para 
constituirse al lado del Juez de instrucción, podría ocurrir 
que cuando llegara su concurso no aprovecliase ya de nada 
ni su presencia reportase ventaja algrina 5 los fines de la ins- 
trucción, en la cual los primeros momentos son decisivo:: 
para el éxito que se persigiie. De aquí que la inspección 

- personal sea rarísima: y aun en los pocos casos en que se 
ejerce se resienta de que el funcionario fiscal se vea obli- 
gado á interrumpirla para acudir á otras atepciones im- 
prescindibles, 
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hfo es de mayor utilidad la de los testimonios en rela- p~;;e~s;;~~; 

ción que en cada sumario deben remitir periódicamente al en relaci6n. 

Fiscal los Jueces instructores; porque, atendido el trabajo 
que pesa sobre los Fiscales 'y sobre los Juzgados, resulta 
más deficiente todavía que la personal. Un Juez que tra- 
mita h un mismo tiempo cientos de sumarios, no puede 
imponer con inflexible rigor á los actuarios el que remitan 
por cada uno al Fiscal testimonios suficientemente expre- 
sivos de cuanto se vaya actuando. Para sólo eso se necesi- 
taría una oficina con numeroso personal, y otra análoga 
sn cada Fiscalia. Consecuencia de. todo es que los partes 
testimoniados se den tarde y mal, y los Fiscales, á su vez, 
íinicamente los exigen en los sumarios que, por las cir- 
cunstancias que en ellos concurren, demandan especial 
cuidado y atención preferente. Es ocioso hablar de celo y 
de amor á las funciones que se desempefian: el celo más 
fervoroso no alcanza .d conseguir lo imposible. 

La tercera de las formas de inspección es la  delegación ,;y,sp~;;r'd,: 
Fiscales muni- en los Fiscales municipales, con respecto á la cual nada ,i,,le,. 

podría yo decir que no esté ya dicho y que se oculte á la 
penetración de TT. E. Sin agravio para los que obtienen 
esos cargos, se puede afirmar que sólo en último extremo 
convendrá acudir á ellos; y no porque carezcan de condi- 
ciones de moralidad y otras que los hagan muy recomen- 
dables para fines determinados, sino porque su cualidad de 
vecinos del pueblo ó comarca en  que el delito se comete, 
SU falta de experiencia en la niateria, los vínculos de 
familia ó amistad con que están ligados, y hasta el desem- 
peñar un servicio gratuito, hacen en unos casos peligrosa 
la delegación y en otros molesta y poco fructuosa. A estas 
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razones obedece el que la Fiscalía del Tribunal Slipremo 
haya recomendado en diferentes ocasiones que se escatimen 
y aun se omitan las delegaciones en los Fiscales muni- 
cipales. 

Si, pues, la inspección personal es rarísima, la de tes- 
timonios deficiente en sumo grado y la delegada en los 
fiincionarios de que se acaba de hacer merito peligrosa ó 

de resultados dcirlosos, fnerza sera concluir, como en las 
anteriores Memorias, que es letra muerta el precepto de la 
Ley en ese particular, y que los Jueces, sin que haya 
medio de evit.arlo en la actual orgailizaci0n, instruyen los 
sumarios sin la intervención y vigilancia del Fiscal, que 
ignora lo que contienen hasta tanto que, llegados á la 
Audiencia, se le pasan para que eniita dictamen. 

El punto me parece de gran trascendencia; y como 
estos trabajos tienen por principal objeto recoger las lec- 
ciones de la experiencia para ofrecerlas & quien se llalla 
investido de poder y medios de corregir y enmendar lo 
que se estime digno de enmienda y corrección, yo cumplo 
un deber, como lo cumplieron todos mis antecesores, al 
señalar el mal y al sentar que la previsora aspiración del 
legislador en materia tan trascendental y grave esta 
totalmente incumplida, y que es imposible cnmplirla no 
obstante el celo, ilustración y rectitud de propósitos que 
con verdadera satisfacción reconozco en toilos y cada uno 
de mis subordinados. 
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lnspeccidn sobre l a  administracidti de' justicia.' 

Muy someramente habré de tratar del estado de la ad- 
ministración de justicia, porque sólo me incumbe esami- 
nar el tenia bajo iin punto de vista puramente práctico, y 
en ese sentido, la situación es la misma que se consignó 
en la Memoria del año próximo pasado. En otras esferas 
más elevadas no me consienten que éntre las part,iculares 
exigencias del cometido que desempeño, ni osara entrar 
nunca aun cuando pudiera salirme de los moldes obliga- 
toriamente trazados de antemano, con tanto mayor moti- 
vo, cuanto que, habituado V. E. á abarcar de una sola 
mirada grandes y complicados organismos para descubrir 
sus imperfecciones y defectos, conoce ya todas las necesi- 
dades de su Departamento y habrá de dejar en él rastro 
imborrable de sus altas prendas de talento y energía. 

Bien quisiera, después del severo juicio que la .Justicia 
municipal mereció á mis antecesores, indicar algo que 
acusara mejora y perfeccionamiento. Desgraciadamente el 
deseo no encuentra en qué apoyarse. La organización de los 
Juzgados municipales, la independencia en que viven por 
hallarse sustraídos á la inspección directa é inmediata del 
superior, la forma que se viene observando en los nombra- 
mientos y el estado de las pasiones en los mismos pueblos 
donde están establecidos, son causas de desprestigio y fo- 
mentan las inquietudes y los recelos más justificados. El 
grado seguramente más necesitado de urgente reforma en 
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Justi~ia mu- 
nicipal. 
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la administración de justicia es el de los Juzgados munici- 
pales, y cualquier esfiierzo que en este sentido se hiciera, 
aun cuando fuera en inodestas proporciones, sería acogido 
con aplauso por la Nación entera. 

Poco tengo que aiiadir, por lo que toca Q los Jueces de 
instrucción, B lo que se desprende clel resumen estadístico 
que al principio se inserta. Sobre ellos pesa un trabajo 
abrumador, que se ha aumentado considerablemente desde 
la última reducción de Juzgados. Teniendo B su cargo la 
instrucción de los sumarios y la sustariciación y decisión de 
los negocios civiles, sus funciones son tan múltiples como 
lieterogéneas; y,  además, viven sujetos B graves responsa- 
bilidades legales y morales. Sin policía de que echar mano 
para el descubrimiento y persecución de delitos y delin- 
cuentes, sin más auxilio que el muy valioso que les presta 
la Guardia civil cuando se lo consienten los deberes del 
servicio genera1 de su instituto, los Jueces no han dado lu- 
gar ii quejas ni reclamaciones decjue este Centro tenga no- 
L 

ticia; porque no merece figurar en esa categoría lo que al- 
gunos Fiscales de Audiencia insinúan de que es frecuente 
que haya que pedir la revocación de los autos de termina- 
ción del sumario para que se amplíen las diligencias su- 
mariales, pues eso no significa en concreto mAs sino que 
la inspección no se ejerció bien y cuidadosamente, dando 
lugar á que tenga que hacerse despi16s lo que pudo y de- 
bió hacerse antes; sin que haya tampoco nada de sorpren- 
dente en que no concuerden las opiniones de dos funciona- 
rios acerca de la utiliclad de ciertas diligencias, aun 
prescindiendo de que, en lo que ataíie á la omisión, es 
disculpable que en ella, incurran los instructores por esas 
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mismas circiinstancias qiie les rodean y de que al princi- 
cipio se habla. 

Nada reparable ha ocurrido en el airo que termina por Audisneias y 
T r i b u n a l  6u- 

lo que respecta á las Audiencias y Tribunal Supremo. Los premo. 

asuntos que les están encomendados han seguido un curso 
regular y orclenado, en cuanto lo consiente la escasez de 
personal. 

La, supresión de Audiencias aumentó tanto el trabajo 
de las que quedan subsistentes, que con los funcionarios 
que constituyen su dotación no pueden desempeílarlo sin 
imponerse sacrificios que no es racional exigir con ca- 
rácter permanente. El rigor de las economías impuso 
la supresión de funcionarios, sin suprimir los servicios 
á que estaban adecriptos; y eso, á la par que ha trun- 
cado las carreras de muchos y muy beneméritos, obliga á 
los que quedan á una labor extraordinaria, qiie hace xriis 
lenta la marcha de los negocios, tanto por su excesivo nú- 
mero cuanto por la falta de brazos auxiliares. Esa falta se 
hace más sensible en algunas Audiencias, singularmente 
en la de Madrid y Tribunal Supremo, donde cada vez se 
nota más el perjuicio irrogado con la supresión de la Sala 
tercera. 

Por fortuna, es público que V. E. se preocupa en lo 
que í i  estos particulares se refiere, habiendo comenzado por 
la plausible medida de dar inmediata colocación á los ex- 
cedentes; y al elevar á V. E. el testimonio de profunda 
gratitud por ella, creo ser fiel intérprete de los sentimien- 
tos de todos los funcionarios, así del orden judicial coino 
fiscal, expresanclo la esperanza que acarician de que á las 
poderosas iniciativas de V. E. han de deber, en plazo no 



lejano, el mejoramiento, en lo que sea'jtisto, de las oondi- 
ciones de la carrera. 

Para llegar allí, y en combinación con los remedios 
- .  que afectan á la organizacidn y conveniente dotación de 

los servicios, hay que pensar en la reforma del Código pe- 
nal. No tema V. E. que vaya á acometer la empresa de 
demostrar la desarmonía entre dicho Código y la Ley fun- 
damental dcl Estado, ni á enumerar los defectos que la 
atenta observación ha puesto de manifiesto en la Ley que 
á diario aplican los Tribunales de lo criminal. Algo de eso 
se hizo en la Tvlemoria del año anterior, y lo que allí se 
dijo he de darlo por reproducido en la presente, ya que se 
trata de observaciones recogidas en largos años de práctica, 
fiscal. Entonces se formuló una aspiración cle humildes 
proporciones y de fácil realización, que de ser atendida dis- 
minuiría no poco el trabajo cle las Audiencias y quitaría 
pretexto á críticas iuortificantes para los Tribunales, que 
las leen y las oyen sin protesta, por más que en las causas 
que las motivan no tengan la más ligera sombra de res- 
ponsabilidad, 
- El Código penal, en su primitiva redacción, atribuía el 
carácter de simples faltas á ciertos ataques a la propiedad 
que, por SU escasa cuantía y por no rerelar gran nlülicia, 
se castigaban con penas  le^-es '7 mediante el procedimiento 
ripido y sencillo de un jiiicio verbal. Se siipciso que eso deja- 
ba indefensa la propieclad, y que la frecuencia de los ataques 
y el predominio de cierhs ideas exigía una represión más 
fuerte. En consonancia con ese- pensamiento se publicó la 
Ley de 17 de Jalio de 1576, en virtud dela cual hdo aten- 
tado contra'la propiedad, realizado por medio del apodera- 
miento' de cosa ajena, se elerabh á la categoría de delito, 



Paréceme que tal modificación estuvo muy lejos do produ- 
cir los resultados que se buscaban; pero, en cambio, trajo á 
las Audiencias nn buen contingente de procesos que obli- 
gan á los Magistrados entencler en cosas nimias y peque- 
íins, con los mismos tWmites, solemnidades, gastos y 
empleo de tiempo de los negocios graves, en perjuicio de la 
justicia, que no queda muy bien parada con tan excesivo 
rigor, y en menoscabo del propio prestigio del Tribunal 
que aplica la Ley; pues el desconocimiento de los preceptos 
legales por parte de los que critican les lleva B imputar A 
las Audiencias culpas que no son suyas. Mientras la Ley 
citada subsista, las Audiencias tendr5n-que entender en 
sustracciones de escasísimo valor 6 imponer por ellas casa 
tigos que la opinión pública califica de excesivos. Mas 
entre tanto, la conducta que han de seguir los Tribunales y 
los funcionarios del Blinisterio fiscal no ptiede ser otra que 
la que vienen sigliiendo desde Iiace muchos anos: usar la 
facultad que otorga el art. 2." del mísmo Código, exponer 
a1 Gobierno la notoria despi.oporción entre la transgresión 
y la pena impuesta, y consignar en estudios especiales y 
en Memorias la súplica de que se derogue la referida Ley 
cle 17 de Jiilio de 1876, con lo cual se conseguiría un fin 
jiisto, se aliviaría de trabajo á las Audiencias y Juzgados 
de instrucción y se haría desaparecer un motivo de cons- 
tante cenwra de que son blanco los Tribunales de lo cri- 
minal. 



Ley de Enjuiciamiento criminal. 

preiacian en Hechas las indicaciones que he creído debía exponer 
el derecho de 
~regllntal'aios testigos. á V. E. para que forme juicio exacto de la manera cómo 

el Ministerio fiscal ejerce la inspección de los sumarios y 
del estado cle la administración de justicia en Espaiía, exi- 
ge el método propio de estos documentos que trate cie las 
dudas y consultas consignadzs en las Memorias ele~adas á 
este Centro por los Fiscales de las Audiencias. Yo son de 
gran importancia, como era de esperar, las qixe se han so- 
metido á mi conocimiento, por cuanto, de'un lado el Tribu- 
nal Scpremo ha resuelto, en copiosa jurisprudencia, las 
que podrían ofrecer mis gravedad, y cle otro, mis dignos 
6 ilustrados antecesores han acumulado en sus circulares, 
instrucciones y Memorias reglas concretas y precisas en 
materia procesal, que constituyen fuente caudalosa de doc- 
trina para sus subordinados, y que, aun constándoles la so- 
licitud con que siempre son atendidos, alejan cada día más 
la ocasión de que acudan en demanda de consejo al supe- 
rior. R4as si bien las dudas principales están resueltas, las 
que ahora me presentan no carecen bajo cierto aspecto de 
algún interés, porque la solución qiie habré de dar, unifi- 
cando la acción de los funcionarios fiscales, puede contri- 
buir á uniformar tambiénla práctica de los Tribunales, sin 
dar lugar S rozamientos y molestias que, aunque de ín- 
fima categoría, suelen ser precursoras de tirantez de rela- 
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ciones entre funcionarios que se deben cooperación y auxi- 
lio para fines couiunes. 

Exponen algunos Fiscales que en los ,juicios orales, y al 
tiempo de examinar 5 los testigos presentados por la acu- 
sación y las defensas, los Presidentes les interrogan, no 
sólo por su filiación y demás circunstancias á que se refiere 
el art. 436 de la Ley, sino porloshechos objeto del juicio. 

Los Fiscales que eso alegan, no ocultan su impresión 
de que tal procedimiento, erigido en sistema, es un tanto 
mortificante para ellos, se aparta del espíritu yletrade los 
pregeptos legales, y envuelve cierta desconfianza en las 
cualidades de discreción y acierto de que debe estar ador- 
nado el funcionario fiscal para desempeiiar cumplidamen- 
te su misión; y al expresarse en esos terminos ponen á 

salvo la sana intención y recto propósito de los respectivos 
Presidentes. " .  

Haciendo por mi parte idénticas salvedades, no puedo 
menos de estar conforme con la opinión de los aludidos 
Fiscales, que no parece trascender á queja; pero que, si lo 
fuese, sería forzoso convenir en que está enunciada de la 
manera más considerada y respetuosa. 

El art. $08 de nuestro Código de procedimiento pres- 
'cribe que «el Presidente preguntará al testigo acerca de 
-»las circunstancias expresadas en el primer párrafo del ar- 
»tículo 436, des1>ue's de lo cual la psrte que le haya pre- . 
»sentado podrh hacerle las preguntas que tenga por con- 
»veniente. Las demás partes podrán dirigirle también las 
»pregiintas que consideren oport,unas y fueren pertinentes, 
»en vista de sus contestaciones.»=«El Presidente, por sí 
»ó á excitación de cualquiera de los miembros del Tribu- 
)mal, podrá dirigir á los testigos las preguntasque estime 



- 24 - 

>xonducentes para depurar los hechos sobre los que de- 
sclaren. » 

El texto de la Ley, pues, no deja lugar a duda. El 
Presidente recibe juramento al testigo púber; le pregunta 
su nombre y circunstancias personales, y ti continuación le 
examina la parte que le presentó, primero, y las otras 
despu6s. Siguiendo procedimiento distinto el precepto le- 
gal queda incumplido, siquicr:~ el Presidente abrigiie mSs 
confianza en su gestión que en la del Fiscal. Pero es más: 
no sólo se altera el orden que el legislador traza, sino que 
se contraría abiertamente el espíritu de la Ley; la cual, 
según la exposición que la precede, presupone en los Ma- 
gistrados que han de fallar una absoluta pasividad diiran- 
te las pruebas y debates, permaneciendo retraídos y neu- 
trales; alejamiento y neutralidad que desaparecen desde 
que uno de ellos, el más caracterizado, toma .parte activa 
en la contienda sustituyendo por anticipado al que acnsa 
ó al que defiende para evidenciar la culpa ó hallar el ca- 
mino de la exculpación. 

verdaderamente, Excmo. Sr., no se alcanza explica- 
ción satisfactoria á la iniciativa de los Presidentes que 
se hallen en ese easo. Oficiosidad 6 exceso de celo, argii- 
ye prevenciones de que en ese período de lucha debe apa- 
recer exento el ánimo del juzgador. En otro sentido. 
nada tan contrario al sistema acusatorio á que en el pe- 
ríodo de juicio oral obedece la Ley como esa ingerencia 
extemporanea del Presidente. El Fiscal presenta sus testi- 
gos para corroborar la acusación; la defensa para contra- 
rrestar las pretensiones del Fiscal. El examen de los testi- 
gos ha de responder á uno de esos dos fines totalmente 
incompatibles con la situación en que debe estar colocado 



- 25 - 
el Presidente; y,  ó este desempeña mal la comisión que se 
atribuye contrariando los planes cle la acusación 6 (le la 
defensa, 6 tiene que colocarse en una actitud de prejuicio 
y parcialidad que desnaturaliza la única función que de 
derecho le corresponde, llevando la inquietud al ánimo de 
las partes, que encuentran un contencliente donde sólo cle- 
bían encontrar un Juez exento de todo interés y de toda 
sospecha de inclinación. La Ley le autoriza, si, para diri- 
gir preguntas á los testigos, después que les Iiayan pre- 
guntado las partes, para la mejor depuración de los hechos 
sobre que declaren; pero, adelantarse á ese momento, es 
introducir en el juicio los procedimientos inquisitivos y 
destruir, sin razón plausible, las garantías del moderno 
enjuiciamiento. 

Antes se ha indicado, y no huelga recoger la idea, que 
el sistema que combato puede significar, de seguro sin 
quererlo, para el público y para los encargados de mante- 
ner la discusión algo que deprime y mortifica á éstos, 
aun prescindiendo de que nadie \-e con gusto que se le des- 
poje de un derecho y que se trunque el plan de ataque ó 

de defensa que pensaba desarrollar al amparo de los pre- 
ceptos de la Ley procesal y de la misma autoridad del Pre- 
sidente que abandona, en daño de todos, 'su papel propio 
para representar el ajeno. El acusador público, el privado 
y los defemores han estudiado el asunto, 7 es natural que 
lleven al juicio ideas concretas acerca del modo como han 
de examinar á sus testigos y repreguntar á los contrarios,' 
fiando tal Tez el ésito al método con que se proponen inte- 
rrogar para dejar patente, á despecho de la ficción ó de los 
recursos que el interés opuesto pueda poner en juego, el 
Iiecho 6 hechos en que unos fundan la acusación y otros la 

4 
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defensa; y esas ideas, perfectamente lícitas y armónicas 
con lo que podríamos llamar estrategia de los clebntes, no 
tienen realización posible si el examen lo hace descle luego 
el Presidente. 

~o'coloco la cuestión fuera de sn terreno ni pretendo 
que los Fiscales disfruten ningún privilegio. Rle limito 
pura y simplemente á lo que la Ley dispone. Los Presiclen- 
tes éstin facult,arlos para preguntar, pero A su debido tiem- 
po; Fuanclo las preguntas no perjuclican ningún dereclio y 
cuando la discreción lo aconseje para aclarar conceptos 
obscuros ó conlpletar antecedentes y detalles en que las 
partes no hubieran quericlo fijarse ó iiivoluntariamente 
hubieran omitido. Erigido en sistema el interrogatorio 
previo de la Presidencia sobre los hechos materia de las 
calificacionés, haré constar que lo considero contrario á la 
Ley, á la naturaleza de las funciones presidenciales y á 
los fines del juicio. 

si al='n- El Fiscal de una Aucliencia reproduce en su Memoria bles loeautosde 
pioecsamieiito. una cuestión varias veces tratada en instriicciones y circu- 

lares de esta Fiscalía; y la reproduce porque ha visto 
recientemente alteracla en su Tribunal la juri~p~iiden- 
cia que se conformaba con la opinión que en aquellas 
circulares é instrucciones se sostenía. 

Hubo una época en que se discutió mucho en el foro, y 
aun en la prensa profesional, si los autos de procesamiento 
que acordaban los Jueces instructores eran ó no apelables. 
Los que se pronunciaron por la negativa fueron pocos, y 
sus argumentos no de tanta fuerza que lograran conven- 



- 27 - 

cei* S los Tribunales, pues la mayor parte de éstos, inspi- 
rjndose en razones, á ini entender, irrefutables, aceptaron 
y cleciclieron tales apelaciones en términos de que poclía 
decirse que, por una especie cle ticito acuerdo, se había 
establecido acerca de este punto una jurisprudencia uni- 
forme. Era de esperar que, no autorizaclas por el precepto 
de la T,ey esas restricciones contra las cuales ha protestaclo 
siempre la opinión cle los hombres consagrados al cultiro 
de la ciencia jurídica, se abrieran torlos los espíritus una 
interpretación expansiva que permitiera al superior corre- 
gir.el,error en que pudieran haber incnrrido sus inferio- 
res, -- , , ~ ' e i p e  tratándose de materia grave, como lo es 

s f i i s ~ i p r ~  ,aquella que afect,a tí la libertad de las personas, - 

Ttefiere aquel Fiscal que habían sido varias las apela- 
ciones en que tuvo intervención, interpuestas por los pro- 
cesados contra los autos del .Juez cle instrucción en que se 
acordaba el procesamiento, y siempre se habían admitido 
p res~ielto en el fondo. Mas, en la actualidad, si bien la 
Audiencia sustancia dichas apelaciones por toclos sus tiá- 
mites, en lugar cle resoIver confirmando 6 revocando el 
auto apelado, declara que los autos de procesainiento nn 
son apelables y que no h.;l lugar ti resolver sobre el objeto 
de la apelación. 

No tiene la pretensión esta Fiscalía de que los Tribu- 
nales acepten sus opiniones corno norma de conducta, an- 
tes por el contrario, respeta como debe su independencia 
y la libertacl de su criterio; pero le parece la ocasión pro- 
picia para esplicar a V. E. los fundamentos de la actitud 
que clesde antiguo tiene impuesta k sus subordinados, 
cuya esplicación servirá, ademis, para que estos persistan 
en sostener una doctrina que, si no tomara su origeri de la 
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misma Ley, incitarían a admitida principios (le justicia, 
reglas de eqiiidacl y consideraciones de liumaniclad y de 
prudencia indiscutibles. 

Los que sostienen que los autos (le procesamiento no 
son apelables, se apoyan en el art. 217 de la Ley de pro- 
cedimientos, scgiin el cual el recurso de reforma podra in- 
terponerse contra todos los autos del Juez de instrucción, 
-y el de apelacióii únicamente en  los casos cleterminaclos 
e n  Ta Ley, y se admitirá e n  ambosefectos tan  sdlo ciianclo 
la misma lo disponga expresameiite. Derlucen cle aquí que 
puesto que la Ley en ninguna parte concede expresanzenle 
el recurso de apelación contra los autos de procesa~iliento, 
tales autos no son apelables, error en el cual no se puede 
perseverar sin que resulte opuesto un obstbulo trascen- 
dental i la realización de la,justicia. 

Desde luego es de notar qne el adverbio de modo ((es- 
presamente)) está aquí aplicado por el legislador en ambos 
efectos, no á las apelaciones en un efecto sólo, las cuales, 
según el texto legal, deben admitirse en los casos det,er- 
minados en la Ley. 

Ahora bien: en el segundo pkrrafo del art. 384 de la 
citada de Enjuiciamiento se ordena qne «el procesado 
»podr&, desde el momento de serlo, aconsejarse de Letra- 
»do, mientras no estuviere incomunicado, y valerse de él, 
»bien para instar la pronta terminación del s~iiiiario, bien 
»para solicitar la prhctica de diligencias qiie le interesen y 
»para fo?-mzilar pretensiones pile nfecte~z á s u  sitzcaci&z . 
»En el primer caso podrá recurrir en queja a la Audiencia, 
»-y en los otros dos aj~elar p w a  a~zte  la misma,  si el Jzwr 
ninstrzcctor n o  accediese á sus czeseos. » 

Parhceme á mí, Excmo. Sr., que no pnede Iiaber nada 
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que afecte mhs Iiondamente á la situación del procesado, 
iiiientras el proceso se mantiene en el periodo de instruc- 
ción, que lo relativo á su procesainiento, dado que de éste 
puede derivarse, en algiinos casos, la prisión provisional 
y siempre el embargo de: bienes en cantidad suficiente 
para responder cle las contingencias del proceso; de suerte 
rjne, si bien se medita, no es lícito afirmar que el proce- 
sado pnede apelar de todo lo concerniente h su situación, 
menos de lo que principalmente le afecta, limitación que 
estaría llamada á desaparecer de la Ley si bsta la consa- 
grase, y que, contradicha por el legislador, constituye nna 
de esas arbitrariedades que induce 6 pensar si tal vez 
merecería que se la esclareciese en su alcance á medio de 
alg*.ín oportuno recurso de responsabilidad. 

Que se conceda al  Fiscal ó al acusador privado el dere- 
cho de apelación contra el auto denegatorio del procesa- 
miento solicitaclo contra determinada persona, y qne i 
esta se le niegue el mismo derecho por lo que concierne 
al auto en que se la procesa, equivale á establecer una 
desigualdad de condiciones que pugna abiertamente, por 
10 irritante 6 inhumana, con el espíritu que informa nnes- 
tro sistema acusatorio moderno. 

Me lisonjeo, pues, de que V. E. encontrara justificada 
la decisicin con que esta Fiscalía ha dado siempre instruc- 
ciones 5 sus sribordinados en el sentido de que sostengan 
sin vacilar en los asuntos que se les presenten, que son 
apelables los autos tle procesaiiliento que dictan en los 
suniarios los Jueces de instrucción. 



Lectura en el 
juicio de las de- 
claraciones que 
al procesado 
hnbiere presta. 
do en el suma- 
rio. 

En alguna Plemoria cle las que tengo ti la vista se hace 
presente que,  observarlo por el Fiscal en el juicio de 
niia cansa grave que los procesados se retractaban abierta- 
mente cle la confesión que con esponta~ieiclacl habían pres- 
tado en el sumario, solicitó aquel funcionario que se pro- 
cediera á la lectura de las cleclaraciones en dicho período 
sumaria1 prestadas, y la ducliencia de primera intenciún 
lo negó, si bien á las observaciones que el li'iscal opiiso 
volvi6 sobre su acuerdo y accedió á la lectiira, aiirirlue sin 
abclicar, según manifestó el Presidente, del criterio con- 
trario al del Fiscal. 

Importa por el momento dejar á un lado la mayor ó 
menor oportunidad de la reserva, que tiene,por esclusiyo 
objeto el qne un fi~ncioiiario salve sus particiilares opinio- 
nes enfrente cle la terminante doctrina clel Tribunal 811- 
preluo, á quien incumbe fijar la interpretación de la Ley. 
y me concretaré A resumir los precedentes del caso, para 
que V. E. pueda apreciar la razón con que esta Fiscalin 
circulaba ya en 30 cle Abril de 1855 instriicciones 5 sus 
subordinados, para que supieran que habían de contar con 
el apoyo del Jefe del ilIinisterio público siempre que ~olici- 
tasen,porcreerlo necesario, que se leyeran en eljuicio ora: 
las declaraciones rendidas por los procesaclos en el sumario. 

Por más qiie no exista en la Ley procesal artículo al- 
guno que concreta y determinadamente autorice la lectii- 
ra, (le la combinación de sus preceptos se desprende que se 
puede hacer cuanclo la procedencia y el interésde la jiisli- 
cia lo aconsejen. De otra suerte, se despojaria al reprcsen- 
tante de la vindicta pública de un arma tan porlerosa como 
legítima para la defensa de los intereses que le est' iin con- 
fiados, 
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T,os artícnlos 385 y siguientes de la Ley de Enjuicia-' 
miento especifican la manera cómo han de ser examina- 
dos los procesados; y el 405 dice que si en las declaraciones 
posteriores se pusiera el proces,zdo en contradicción con 
sus declaraciones primeras ó retractase sus confesiones an- 
teriores, deberá ser interrogado sobre el móvil cle sus con- 
tradicciones jr sobre las causas de su ~etractación; y claro 
es que si esto sucede en el sumario, que no es mAs que la 
preparación del juicio, y en tal concepto un per:odo de in- 
terinidad, no hay razón sólída para inlpedir que suceda en 
el juicio mismo. Si en el sumario se pueden investigar las 
causas de la retractación, no calle negar que se pueda ha- 
cer lo mismo en el jixicio donde todo es definitivo y donde 
se ha de hacer cuanto cohdiizca á formar la convicción del 
Tribunal. Sería en verdad anóinalo que cuando los proce- 
sados niegan, al ser interrogados en las sesiones piiblicas, 
lo que confesaron ante el Juez de instrucción, e1 Fiscal 
careciera de medios de patentizar la contradicción en que 
incurren, para que la Audiencia, teniendo en cuenta la 
contradicción, forme juicio con arreglo á su conciencia. 

La analogía de las clisposiciones legales aplicables se 
\-e con mBs relie~e en el art. 714 del propio Código de 
procedimientos. ((Cuando la declaración del testigo en el 
juicio oral, dice, no sea conforme en lo sustancial con la 
prestacla en el suuario, podrá pedirse la lectura de ésta 
por cualquiera de las partes.))=«Despiiés de leída, el Pre- 
sidente invitara al testigo 5 que explique la diferencia ó 
contradicción que entre sus declaraciones se observe.)) 
Pues si la contradicción c o  es entre las diversas declara- 
ciones de un testigo, sino entre las de un procesado, no se 
alcanza el inconveniente que pueda haber para que se 



adopte la misma determinación. Lo que la Ley quiere es 
que se armonice lo que aparece en desacuerdo y que se 
explique lo que se presenta contradictorio; y para este efec- 
to, tan declaración es la del testigo como la del procesado. 
Pero si se pretende poner por limite al precepto la mate- 
rialidad de sus palabras; si se quiere afirmar que ni  el pro- 
cesado es testigo, n i  SU declaración declaración, porque la 
práctica más que la Ley la denomina indagatoria, enton- 
ces hay que someterse á otro artículo que no consiente 
evasivas: el 730, que dice: «Podrán tambí6n leerse á ins- 
tancia de cualquiera de las partes las cliligencias practica- 
das en el sumario que, por causas independientes rle la 
voluntad de aquéllas, no puedan ser reproducidas en el 
juicio oral. » 

Se negará que 1as:declaraciones de los procesados en el 
sumario sean declaraciones; se negará que los procesados 
se hallen en igualdad de circunstancias que los testigos; 
lo que no es dable negar es que aquellas declaraciones, 
consignadas por escrito bqjo la autoridad del Juez y la fe 
del Escribano, tengan el carácter de diligencias que no 
son susceptibles de reproducción mas que contrastándolas 
por medio de la lectura cuando el interesado las niega; y 
siendo esto así, salta á la vista la procedencia de la lectura, 
sin más limitación que la comiin todos los medios de 
prueba: su pertinencia ó impertinencia atendidas las cir- 
cilnstancias del caso; cuya doctrina, además de acomodarse 
á la inteligencia racional de los artículos que ligeramente 
se acaban de examinar, eski de lleno sancionada por este 
Supremo Tribunal en sentencias de 18 de Noviembre de 
1889 y 5 de Febrero de 1891. 

* + m 



, La información suplementaria 6 que se contrae la re- . período d e l  juicio en que se 

gla 6." del art. 746 de la repetida Ley procesal es, mirando =,S;~,P": 
informncidnsu- 

6 su objeto, una diligencia de prueba, y ,  por tanto, sólo ~lementnrin. 

se puede pedir y acordar en el período probatorio. Con- 
cluído éste, ya no tiene cabida, y si despiiés se otorga se 
altera el orden establecido por el legislador y se da á en- 
tencler que, ó se desconoce la Ley, 6 no se ha prestado la 
atención suficiente para no incurrir en omisiones de tras- 
cendencia. 

En una causa por delito de imprenta el Fiscal formuló 
conclusiones provisionales y articuló la prueba que 'creyó 
conveniente. Evacuado el traslado por la defensa, se señaló 
día para el juicio, y ,  llegado que fué, se practicaron las 
pruebas propuestas; el Fiscal modificó las conclusiones y 
se di6 lectura de su escrito; mas la defensa presentó otro 
pidiendo la práctica de una sumaria información, fundada 
en que algunos testigos habían manifestado al ser exami- 
nados que el procesado no era el autor responsable del im- 
preso sobre que versaba la denuncia, y la Audiencia acce- 
dió á esa pretensión, no obstante la reclamación y protesta 
del Fiscal. 

Dejo á. un lado si las manifestaciones de esos testigos 
contenían revelaciones ó retractaciones inesperadas que 
produjeran alteraciones sustanciales, haciendo precisos 
nuevos elementos de prueba, porque carezco de datos para 
formar juicio exacto acerca del particular; n i  es esta tam- 
poco la ocasión de resolver las dudas que originen casos 
particulares, sino tan sólo de exponer la interpretación 
que se ha dado á determinados preceptos de la Ley y con- 
cepto que de ella haya formado esta Fiscalía, & fin de con- 
tribuir á que V. E. conozca las ventajas ó incorivenientes 

5 



de,las que los Tribunales de lo criminal aplican, y la ñe- 
cesidad ó no necesidad de su reforma. Pero sí habré de 
consignar que, en mi sentir, la oportunidad de la inforina- 
ckin había pasado, supiiesta la terniinació~i del período de 
prueba. El art. 73" siguientes bien claramente precep- 
tlían el orden que se ha de seguir. Priinero las pruebas; 
después la reforma de concli-isiones; inmediatamente los 
informes de las partes; 6 continuación las manifestaciones 
que á los procesados les plazca hacer, y,  por último, la sen- 
tencia. No'es lícito, pues, involucrar las materias propias 
de cada uno de esos períodos para ejecutar en uno lo que 
pzca:otro está mandado; y siendo la sumaria información 
unlmedio de prueba, no debe pedirse ni  concederse clespiiés 
de-acabado ese período y moclificadas por escrito las conclu- 
siones del Fiscal: doctrina confismáda por la Sala segunda 
de  :este Tribulial Supfenio .en sentencia de 10 de Mayo, ' , 

Ga-ta - de -1 1' ,de ' Octubre - de 1890,. donde se expresa la 
mismá Idea casi con idénticas palabras: 

..:Por lo demás, I i  reclamación y protesta del' Fiscal se 
comprenda~que sólo tienden'á hacer ver en todo tiempo 
que no asiente á lo quo considera un error, pues .¿iAnclose 
el recurso de casación por quebrantamiento de forma úni- 
camente- contra. la .negativa de .d?ligencias de prueba, el 
recurso sería notoriarnente'inadmisible interpuesto en sen- 
tido inverso, es decir; contra una.resolución en que se ac- 
cede al-medio de prueba. solicitado; . . . .. 

. . 
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Como no hay texto de la Ley tan claro que no admita c,"$&p;;; 
la tesis del m- discusión bajo alguno de los puntos de vista en que puede ticuio 153. 

ser considerado, se ha discutido sobre si la Audiencia que 
hace uso de la facultad del art. 733 de la Ley habrá de 
plantear la tesis antes ó después de que las partes apoyen 
verbalmente las conclusiones reformadas ó las provisiona- 
les elevadas 5, definitivas. La práctica no es uniforme; y 
como por mucha que sea la discreción del Presidente, el 
liso legitimo de esa facultad implica la manifestación pií- 
blica de que el Tribunal estima que la parte ti quien la 
tesis afecta no ha procedido con acierto en el ejercicio de la 
acción que deduce, se hieren sin querer susceptibilidades y 
se producen molestias que tal vez inclinan el ánimo á de- 
vo l~e r  el supuesto agravio escogiiando motivos de censu- 
ra en la conducta ajena. 

Solo en ese concepto puede tener importancia la cues- 
ti6n. Que las partes razonen las conclusiones definitivas 
antes ó después cle que el Tribunal invite por medio de una 
tesis 6 discutir su disconformidad con el punto culminante 
de la califickión, influye mn y poco en el resultado. El  . - 
fin qiie el legislador se propone se conkigue lo mismo de 
una manera que de otra, y ,  por tanto, parece que ha de 
sei. indiferente el momento que para ese efecto se elija, 
Hay quien cree qiie aguardar á que el Fiscal informe oral- 
mente sosteniendo sus conclusiones para plantear la tesis 
de su disconformidad es colocarle en una sit,uación desai- 
rada y una especie cle excitación á que reconozca y confiese 
su error: pero eso tiene de malo que se puede decir lo mismo 
cliando el Tribunal usa la facultad antes del informe é in- 

'r 

mediatamente después de darse lectura del escrito refor- 
mando coiiclus!ones. En uno ó en otro momento, de b 



. . que se trata es de que el Tribunal estima que en la califi- 
cacion hay manifiesto error; pues tales son los terminos 
del art. 733, 6 invita á que se le ilustre acerca de si el 
hecho puede constituir otro delito, ó si concurre una cir- 
cunstancia de exención de responsabiliclacl. Piies bien: en 
el ejercicio de esa facultad, que tiene su pauta y su molde 
obligado, no cabe ofensa. Dueño el Fiscal de la acusación, 
cuyo límite no puede el Tribunal rebasar en sentido agra- 
vatorio, porque así lo exige el sistema á que obedece el 
moderno enjuiciamiento, es natural y lógico que la Ley 
tome precauciones contra el posible error que el Fiscal, 
como todos los demás, est.An expuestos; y como en el des- 
empeño de las respectivas fiinciones todos deben inspirar- 
se en el deseo de acierto, los Fiscales, lejos de ver en la 
nueva cuestión que el Tribuna1,:somete á su discusión, ni  
en el momento que para ello escoge, un mot i~o  de disgusto 
por imaginario desprestigio y pzíblica desautorización, están 
en el caso de aceptar la ocasión con que se les brinda para 
dar tina prueba de sinceridad y de celo imparcial, coad- 
yuvando con buena voluntad al objeto cle ese trámite, que 
no es otro que el de iliistrar a los juzgadores para que Ile- 
guen á la posesión de la verdad legal. 

Se quiere suponer que de la combinación de los artícri- 
los '733 y 734 se deduce que la tesis ha de proponerse 
antes del informe oral para sostener conclusiones defini- 
tivas; pero es lo cierto que la Ley no dice si ha de ser antes 
ó después. No me atrevo, por consiguiente, á censurar la 
interpretación de los Tribunales que usan cle la mencio- 
nada facultad á continuación de1 informe en que el Fiscal 
razona sus conclusiones, porque si el Tribunal duda, su 
misma buena fe le ha de incitar á oir, antes de entregar á 
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la discusión de las partes un punto de vista distinto de 
los ya discutidos, los fundamentos que éstas aduzcan en 
apoyo de sus definitivas pretensiones; pues podrían aqué- 
llos ser de tal naturaleza, que disiparan las dudas que en . 
el ánimo del Tribunal existieran, haciendo inútil el plan- 
teamiento de otro problema jurídico. 

a Ion no merece De todos modos, insisto en que la cue-t' ' 
preocupar á nadie; y si he creído deber consagrarle algu- 
nas palabras en esta Exposición, no es por la importancia 
intrínseca que tenga, sino porque de la lectura de las 
Memorias de los Fiscales infiero que :el ejercicio de una 
facultad legítima puede, por el influjo de un sentimiento 
exagerado, auiique noble, turbar la buena armonía que 
debe presidir á las relaciones oficiales y privadas de fun- 
cionarios Ilainados prestarse mutuo concurso. El art. 733 
ordena 5 los Tribunales que usen con moderación de la 
facultad excepcional que en el mismo se les concede, cuya 
facultad, que no es más que un remedio contra posibles 6 
invol~intarias equivocaciones, de que no se halla exento ni  
aun el que juzga que los demás están equivocados, requiere 
por parte del Fiscal una correspondencia respetuosa y 
sincera h la invitación que se le hace, bien para modificar 
si1 criterio, si comprende que el que envuelve la tesis es 
ii~ejor, bien para sostener con decisión la legalidad del que 
tenia definitivamente formulado, plantéese la referida tesis 
antes ó despucis de su informe oral. 



JURADO 

Oonsideraeio- 
nes generales. Me propongo, Excmo. Sr., ser tan sincero como lo fue- 

ron mis antecesores en las consideraciones que consagre á 
la institución del Jurado, porque entiendo que la Fiscalía 
del Tribunal Supremo debe á los Poderes públicos la ver- 
dad más absoluta, en esto como en todo, á fin de que se 
conozcan en toda su extensión la manera cómo aquél fun- 
ciona, garantías que ofrece, ventajas que reporta ó incon- 
venientes y peligros que presenta; y creo clue nacla puede 
~ontribuir tanto 6 que se forme jiiicio exacto en asunto de 
tañ vital importancia, como ilna exposición sintdtica de 
los datos que suministran los Fiscales y que forman el re- 
sultado de su diaria observación. Dicho queda con esto que 
mi examen ha de tener en esta parte también un carácter 
esencialmente práctico, y que Iiabré de huir cuidadosi~én- 
te de reflexiones de orden mis elevado, porque no las j uzgo 
en armonía con la índole de este tral~ajo y porque no res- 
ponden al objeto principal g de más positiva utilidacl que 
persigo. 

Con sentimiento confieso que del atento estiiclio de las 
Memorias de los Fiscales se saca una impresión nada 
halagüeiía acerca cle los resultados que el Jiirado esta. dando 
en nuestra Patria. Y no es que falten, aunque muy esca- 
sas, algunas notas consoladoras, sino que las pesimistas 
son tan generales y vienen tan recargadas de negros colo- 
res, que bien merecían se abriese una amplia información 
dirigida á comprobar si es llegada la ocasión de acometer 
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una radical reforma. Por desgracia, las circunstancias por 
que atra~iesa la Nación, acontecimientos y sucesos que 
preocupan con sobrado motivo la atención general, relegan 
á, segundo término el remedio de males que consienten 
más espera. He de procurar, sin embargo, er, cuanto de mí 
dependa, que esa información se'realice con más extensión 
que la que permiten las l\Iemorias anuales en que los 
Fiscales han de compartir el examen con otros asuntos, y 
en que no mencionan lo referente al Jurado más que por 
incidencia, pues liasta aquí no les era obligatorio tratar 
ese punto. La omisión, por lo que á las ~emor i a s  hace 
referencia, quedará subsanada con lo ordenado en mi 
circular de 30 de Julio último; pero no considero eso sufi- 
ciente, sino que pretendo allegar cuantos antecedentas 
sirvan á demostrar todo lo que á mi entender importa sea 
conocido, para que la opinión que se forme tenga de su 
parte las apetecibles garantías de seguridad y acierto. 

Con muy contadas excepciones, los Fiscales afirman 
este año, como afirmaron los anteriores, que el .Jnrado 
está clando malos resultados, y que, en muchos casos, la 
ignorancia, la pasión, el temor, las influencias y los ma- 
nejos previos cle los interesados producen veredictos que 
no tiener: la justa y debida corresl~ondencia con las prue- 
bas, lo cual hace que la justicia esté entregada al azar, 
y el honor, la vida y la fortuna de los ciudadanos enco- , 
mendados no pocas veces á, personas que no tienen con- 
ciencia de su misión ó que conscientemente la desempeñan 
de una manera apasionada y parcial. 

Quéjanse todos los Fiscales de que de día en día se nota 
más aversión en los ciudaclanos S ejercer la función de Ju- . 

rado; que todos hacen esfuerzos para no serlo; que á ese fin . 
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practican trabajos y utilizan recomei~daciones, y que da 
ese modo quedan para formar Jurado los más desvalidos, 
los de menos instrocción, y los más asequibles á influen- 
cias 15 imposiciones. Y esa aversión no disminuye sino que 
aumenta conocidamente, puesto que cada vez son más 
humildes y necesitados los que acuden al Ilamainiento del 
Tribunal. «Antes - dice el Fiscal de Salamanca - aún se 
veía formando Jurado alguna que otra persona de regular 
ciiltiira y posición; hoy, si por rara casualidad se presenta 
alguno de esas condiciones, que por descuido 6 falta de 
pret-isión no logró á tiempo eliminarse de las listas, los 
Abogados cuidan de eliminarle por medio de la recusación 
sin causa.» Los demás Fiscales, con distintas palabras, ex- 
ponen lo mismo, pudiendo deducirse de ello que es cierto, 
como regla general, que la 81agistratura popular, en la 
que debieran estar representadas todas las clases para que 
respondiera á los fines de su instituto, es considerada como 
una carga enqjosa que á todo trance eluden los que pue- 
den, que son muchos, y está ejercida actualmente por las 
clases más humildes, tales como infelices labriegos y aun 
jornaleros, que I l e ~ a n  á ias capitales de provincia como 
único bagaje su desamparo y su miseria, hasta el punto 
que inspira compasión, según afirman varios Fiscales, el 
ver con qué af&n y necesidad algunos Jurados solicitan del 
Presidente sus dietas, que con frecuencia no se les pagan 
por falta de fondos. 

El espectáculo es triste y bochornoso, pero aún se po- 
dría suscribir 5 que ese fuera el único mal que hubiera que 
lamentar. Lo peor es que á la miseria y desvalimiento 

. acompaña la rudeza y la ignorancia. Ocurre á nlenudo que 
los Jurados, después de dictar veredicto, se admiran y sor- 



prenden de las consecuencias del mismo. Ocurre tarnbihn 
que pasan grandes apuros para leer el veredicto, y alguna 
vez se ven precisados 3, confesar que saben leer lo impreso, 
mas no lo inan uscrito, y sucede, finalmente, en los casos 
que no tienen cleterminaclo interés, que se dejan guiar por 
el que les parece m4s experto, y contestan á las preguntas 
sin haberlas comprendiclo ó sin darse buena cuenta cle lo 
que deben contestar. A este propósito, refiere el Fiscal de 
Córdoba que en el anterior cuatrimestre se celebró en 
aquella Audiencia un juicio por Jurados en una causa gra- 
vísima: la muerte de una mujer, atribuída á su marido y k 
un tío de éste. Las pregnntas se redactaron con la mayor 
precisión y claridad. E1 Jurado se retiró á deliberar, y vol- 
~ i ó  k la Sala donde el juicio se celebraba, dando lectura al 
vereclicto, en el que afirmaba que el marido era autor del 
parricidio sin circunstancias atenuantes ni agral-antes, 
pues negaba en cuanto á él la concurrencia de la alevosía, 
y el tío autor de asesinato con la circunstancia agral-ante 
gen6rica de reincidencia. Había, sin emllargo, contradic- 
ción entre dos preguntas relativas al tío; se devolvió el ve- 
redicto al Jurado para que la salvara, éste se retiró de 
nuevo, y al poco tiempo volvió con el veredicto reformado, 
produciéndose asombro general al darse lectura del mismo, 
porque lo había modificado todo, y de la modificación re- 
sultaba que el marido seguía siendo autor de la muerte 
de su mujer, y por consiguiente de parricidio, pero con la 
circunstancia agravante de alevosía, que el .Jurado antes 
había rechazado y que conducía ahora á la imposición de 
la pena cle muerte, y que el tío pasaba de la categoría de 
antor de asesinato con una agravante, calificación según 
la cual procedía imponerle pena de muerte, 6 la de simple 

6 
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enenbriclor. «AfoTtunadamente-continiía el Piscal-tam- 
bien en este segunclo vereclicto se notó contradicción, y se 
devolvió al Juraclo por tercera vez, logránclose entonces 
contestaciones más congruentes y racionales.)) 

El caso anterior lo he citaclo 5 la rentiira, pues las Me- 
morias contienen otros con clne podría reforzar, si fuera 
preciso, la tesis que sustento y que (le las iilisnlas se cleri- 
va. En la exposición clel aso último se clecía que la fun- 
ción del Jurado no exige conocimientos especiales en de- 
terminado ramo; pero no es tampoco tan balaclí que puecla 
entregarse, sin grandes peligros cle funestas 6 irreparables 
consecuencias, á los mBs rildos 6 incloctos. E1 art. 31 cle la 
Ley recomienda que para las listas clue se han de formar 
en la capital clel partido se prefiera á los más aptos 6 icló- 
neos; y la oportunidad y sabiduría de tal precepto quedan 
justificaclas con casos como el que se ha relataclo, en que 
parece que se juega con la suerte de los procesados en lo 
que más gra~emente les pueda afectar. 

El origen de gran parte de los inconvenientes de que 
con repetición se lamenta esta Fiscalía en diversos docu- 
mentos de ella emanados, está en la apatía y clescleñosa 
indiferencia con que se miran los primeros trámites clel 
complicado proceclimiento que hay que segnir I-iasta la 
constitución del Jurado, y la resistencia y aversion que se 
opone á formar parte del mismo. En el primar concepto, 
todos los Fiscales convienen en que las primeras listas se 
hacen de un  modo muy defectiioso. El art. 14 cle la Ley 
llama á formarlas al .Juez y Fiscal municipal, el Alcalde ó 
un Teniente Alcalde, los tres mayores contribuyentes por 
territorial y el mayor contribuyente por inclustrial clel 
término. Estos, sin responsabilidad alguna, sin temor cle 



que nadie les pida cuentas, ponen y quitan á los que les 
parecen; y como el qiie dispone de relaciones en la locali- 
dacl las emplea para que SLI nombre no figure en las listas, 
á. muy poca costa se le puede complacer y complace, que- 
dando en ellas los que carecen del pequeño favor que se 
necesita para obtener la exclusión. Con este sistema de 
nada aprovecha la selección que aconseja el art. 31, pues 
habiendo de tener por base las listas que se hacen en la ca- 
pital de partido las rlue se han hecho en los municipios, ya 
no es clable silbsanar las omisiones n i  corregir los defectos 
de origen. Los Fiscales indican en sus Memorias los reme- 
clios que en su juicio debieran adoptarse: unos quieren que 
se reforme la Ley, exigiendo responsabilidad á las Juntas 
nlunicipales por las omisiones injustificadas en que incu- 
rran al  confeccionar las listas, y otros proponen que la re- 
forma se lleve & cabo orclenando que dichas Juntas acompa- 
iien ::1 las listas una certificación expresiva cle no existir e n  
el termino otlos individuos en condiciones de ser Juraclos, 
h fin de que el temor (le incurrir en responsal~ilidad crimi- 
nal por Falseclacl les obligara á mayor fidelidad y exacti- 
tiicl en el clesempeiio de sus cargos. M6s radical y cligna 
de meditación es la reforma que insinuaba uno de mis 
dignos 6 il~istrnclísimos antecesores, el Sr. Conde y Luque, 
de suprimir las primeras listas y concentrar en la capital 
del partirlo las facultacles que la Ley asigna & las Juntas 
mnnicipales. 

Los funcionarios cle la administración de justicia pue- 
den hacer niiiy poco, 6 nada, para niejorar en esa parte 
In situación actual. El Sr. Aciartinez clel Campo, cuyo.nom- 
bre-se pronuncia coK el iilereciclo respeto dentro y fiera 
(lcl' Tr+l)unal Siipreuo , sometió & un estadio especial 
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todo lo relativo al Jurado, y fijó su atención descle li~ego 
en la formación de las listas, atribuyendo á estas ope- 
raciones la importancia clecisiva que realmente tienen. 
En su deseo de coadyuvar h que desaparecieran los abusos 
y obstáculos que impedían el que esos primeros trámites 
se ejecutaran con la seriedad y exactitud que requieren, 
elevó una moción h la Sala de gobierno del Tribunal Su- 
premo, de que formaba parte como Fiscal, fijando el recto 
sentido de los preceptos de la Ley, y solicitando que, por 
conducto de los Presidentes cle las Aildiencias, se encar- 
gara á las autoridades que forman las Juntas el mayor 
cuidado para que en las listas municipales figuraran todos 
los que tienen derecho á ello, y en las del Juzgaclo los más 
aptos; con lo cual se evitaría que fuesen á formar el Tri- 
bunal del Jurado los más ineptos ó los menos cultos. La 
Sala de gobierno aceptó íntegramente y elevó á acuerdo 
la moción del digno Fiscal g la circuló á los Presidentes, 
a1 mismo tiempo que la Fiscalía la transcribía en 23 de 
Jonio de 1593, y también en forma de circular, á sus 
subordinados. 

A pesar de esto, que era cuanto cabía hacer sin rebasar 
el limite de las atribuciones de la Fiscalia y de la Sala de 
gobierno, los males que el Sr. Martínez del Campo en su 
ilustrada previsión quería evitar, y que se detallaron en la 
Afemoria del año anterior, han ido en aumento, y motivan 
que las quejas cle los Fiscales vengan más acentuadas y al- 
cancen proporciones alarmantes. Mas no todo se ha cle 
atribuir á la manera de desempeirar su cometido las Jun- 
tas municipales y las de las capitales de partido. Hay un . 
lieclio grandemente significativo, y del que, cuando se tra- 
ta de formar opinión exenta de prevenciones y prejuicios, 



- 45 - 
no se puecle prescindir sin cerrar los ojos á la luz. Los ciu- 
dadanos repugnan en absoluto, y con una repugnancia 
evidente y manifiesta, clesemperlar las funciones de Jurado. 
Las molestias que ocasiona, los gastos 5 que obliga y cuyo 
reintegro es problemtltico ó cuando menos tardío, la falta 
de h.Abito en el ejercicio cle un cargo que no tiene el pres- 
tigio que debiera, y los odios que acarrea si se ejerce hon- 
rada y lealmente, son causas suficientemente poderosas 
para retraer á los que cuentan con medios de hacer efecti- 
vo su retraimiento. Así se comprende que á una voz los 
Fiscales aseguren que esa repngnancia es cada vez mayor, 
y que los que no han podido eliminarse de las listas solici- 
ten en los períodos correspondientes se les recuse, primero 
con cansa y luego sin ella, y en último extremo acudan B 
certificaciones facultativas de supuestas enfermedades. El 
de Madrid, hablando de esa repugnancia y resistencia, 
afirma que uno de los recursos más frecuentes de que se 
valen los Jarados es solicitar recusaciones que, sean ó no 
ciertas, siempre se acreditan. 

En sentido análogo se espresan la casi totalidad de los 
Fiscales, aunque no era necesario que tales datos vinieran 
consignarlos en las Ilemorias, porque lo que hay de cierto 
en esas afirmaciones lo  vemos y lo tocamos á cada momen- 
to. El ciudadallo espaiiol, cualquiera que sea sir opinión 
política, cuando de su persona se trata, suele no considerar 
coino un honor, ni  aun como carga soportable, la investi- 
dura de Jurado; y con esto ya no es de extraiiar que siendo 
tantos los indebidamente omitidos en las listas, no haga 
nunca reclamaciones ni se consiclere nadie agraviado. El 
Fiscal de Liigo dice, y de seguro podrían decirlo todos los 
demás, que no hay memoria oficial ni confidencial de que 
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persona algana haya reclamado jamRs su incllisión en las 
listas, porque se considera una función ingrata, enojosa y 
expuesta h contraer enemistades. 

En la Memoria del Fiscal cle Granada se lee una espe- 
cie que encierra cierta graveclad, y que por lo mismo creo 
un deber exponerla la superior consideración de V. E. 
Aludiendo a l  poco afiín clue hay por desempeiíar el cargo 
de Jurado, dice que rara vez se reune níimero suficiente 
para hacer el sorteo que previene el art. 55 de la Ley de 
20 de Abril de 1888, y aiiade que al acudir 6 sorteo suple- 
torio con frecuencia se cla el caso de que «haya necesidad 
»de aceptar los que vulgarmente se conocen con el nombre 
»de Juraclos de oficio, que son aquellos que, sin estar 
»llamaclos, acuclen los estrados del Tribunal dispuestos á 
»prestar sizs servicios en todos los casos en que ya no que- 
»dan más Juraclos sorteables, y no comparecen los que pri- 
))mero salieron en suerte, no obstante liaber sido citados)); 
y á continuación explica, aunque la explicación se ad i~ ina  
desde luego, que esos Juraclos de oficio acuclen por el ali- 
ciente de las dietas. 

Ya re  V. E. á. qué mísera condición estL reducida en 
algunas partes la noble y honrosa misión del Jurado. 
Repugnada abiertamente por los que han de ejercerla, 
ejercida por los mis indoctos 6 ignorantes, y en ocasiones 
converticla en moclo de vivir, mas que una garantía, más 
que un- elemento de tranquilidad, más que el nleclio de 
llevar iin criterio popular y humano B las cleterminaciones 
de la justicia, es, no ya un peligro para los intereses h ésta 
confiados, sino una realidad triste que apena y descorazona. 
Ocultar a V. E. el ~~erdaclero aspecto de las cosas acerca del 
particular, por. el temor cle lastimar afectos ó entibiar 
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entusiasmos, lo estímaría un acto &e debilidad en-que no 
qniero incurrir cuando se trata del cumplimiento de un 
cleber sagrado; tanto mis, cuanto que la cuestión no es de 
afectos ni de sentimientos, ni siquiera se relaciona en lo 
más mínimo con la bondacl cle la institución que el Fiscal 
que suscribe acluiite de buen graclo, sino que lo que se 
ventila son las condiciones de su fiincionamiento, que, mi- 
rando á los informes que tengo á mi disposición y cotqjiin- 
dolos con los cle años anteriores, entiendo que son deplora- 
bles y que reclaman iiilgente remedio. 

Es inclispensable, ante torlo, dignificar el cargo de Ju- 
rado haci6nclole amable y atractivo, lo cual se conseguiría 
otorgándole algunas ~eiitajas en el orden político, modifi- 
canclo en sentido restrictivo las concliciones de aptitud que 
fija la Ley para que no tuvieran entrada los que por su 
rudeza y falta de inclepencleilcia no estbu en situación de 
responder á la confianza que los Jurarlos clel~en inspirar, y 
procurando que las dietas y gastos se satisfagan con reli- 
giosa oportunidad, á fin de que lo oneroso del cargo no 
sea, como es hoy, uno de los nlotivos de retraimiento. En- 
tonces, y sólo entonces, podrú la institución aparecer con 
su ~rirtualicls.cl propia y dar el beneficioso resultado á que 
el legislacloi. aspiraba. De no hacerlo así, las quejas irán 
en aumento, y habrá que resignarse a presenciar cónlo un 
elemento de cultura y bienestar se transforina en causa 
de general clesasosiego y en blanco cle la aniiiiadcersión de 
cuantos ventilan intereses ante los Tribiinales de lo cri- 
minal. 

Estos augl~rios no son producto de la fantasía ni de- 
ducciones sin más base que la de un clílcnlo sujeto á error. 
E1 Fiscal del Tribunal Supremo, por el poco tiempo que 
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lleva al frente del Ministerio público de la Nación, y por 
la desconfianza que sus particulares juicios le insl~iran, no 
se hubiera atrevido ti dar la voz de alarma si el estudio de 
lasanteriores exposiciones elevarlas por este Centro al Mi- 
nisterio del digno cargo cle V. E. no le alentara en el cami- 
no de la sinceridad, y el de las Iiilemorins de sus siibordi- 
nados no le persnadiera de que puede prestar un servició 
ti la misma causa del Jurado diciendo toda la verdad sin 
miramientos ni ateniiaciones, que servirían sólo para pro- 
longar, agravánclolo, el actual estado de las cosas: y como 
quiero que & mis palabras no se dé ni más ni menos valor 
clue el que tengan, me parece el mejor sistema indicar de 
dónde he tomado los datos que voy consignando. 

Los Fiscales de Valladolid y Balamanca, que no son 
por cierto los que más extreman la nota desfavorable, ha- 
cen merito de que, desde que se publican en el Boletin ofi- 
cial las listas de los Jurados del cuatrimesire, comienzan 
los trabajos de los procesados y sus familias para poner cle 
su parte á los que en dichas Iistas figuran, y emprenden 
una peregrinación por los pueblos respectivos, para com- 
prometer los votos y atraer las I-oluntades de los que han 
de juzgarles; y al efecto, emplean las influencias, la acción 
de los caciques, las amenazas, los halagos y cuanto puede 
contribuir B sus fines; resultando de ello cine, como los Ju- 
rados, por la clase B que pertenecen y por las circunstan- 
cias de que ya se ha hablado, no ofrecen grandes dificulta- 
des ála sujestión, cuando llega el momento de constituirse 
en Tribunal, son un motivo de inqnietud para los ofendi- 
dos por el delito; y como los funcionarios fiscales no pue- 
den descender á tales medios, ni  emplean de ordinario la 
recusación porque, extraños al país, ignoran en esa parte 



lo qiie los demás saben, los partieiilares perjudicaclos por 
el hecho criminal han dacio en el sistema de toinar parte 
en las causas, cosa que antes no se F-eiit, fin de iisar los 
misinos proceclimientos, ó cuando menos eliminar del Tri- 
bunal, por medio de la recusación sin causa, {t 10s más sos- 
pecliosos cle parcialiclad; g con esta ocasión, el segundo de 
los expresaclos fii~icionarios j Lizga muy cliscretamente que si 
es malo que cle esas confabiilaciones resulte la absolución 
del culpable, seria horrible que esas armas se emplearan 
con éxito para condenar al inocente. 

Si de los inconvenientes y peligros que el Jurado ofre- 
cc, por lo que respecta á las condiciones de las personas, 1 

formacibn de listas y tramites previos á la constitución del 
Tribunal, pasamos t i  la correspondencia y armonía de sus 
declaraciones con I:L justicia, el resiiltado del examen tiene 
clue ser aún mhs desconsolador. Antes, la tenclencia de los 
F-ereclictos era la de benignidad extrema en los clelitos 
contra las personas y severidad exageracla en los clelitos 
contra la propieclacl. Allora ya no dicen eso los Fiscales. 
Afirnian, por el contrario, que coando los Jurados tienen 
interks, y lo tienen muy frecuentemente, lo mismo dan 
~~ereclictos de inc~ilpabilidad en linos cyiie en otros clelitos, 
haciendo, cuando así les conviene, caso omiso cle las prue- 
bas practicadas, por claras y conclagentes que sean. Rlu- 
chos atribuyen el aumento de la criminalidad en sus pro- 
vincias & la facilidad con que el Juraclo deja impunes los 
dclitos de cliie conoce, y varios justifican sus asert,os con 
casos prácticos dignos de grave meclit~ación. 

El de Almería, por ejemplo, traza un cuadro sombrío, 
para concluir por sentar que en aquella provincia campea 
la impunidacl al amparo de los veredictos del Juraclo, lo 
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cual escandaliza y alarma á las gentes honradas. El de 
Burgos manifiesta que de cada año aquel responde menos 
5 sil verdadera misión, y hasta sus mismos adeptos reco- 
nocen que esti dando frutos perniciosos. El de León opina 
que más de la mitad de los veredictos que allí se dan son 
injustos, y que i eso se debe clue se hayan duplicado, 
cuando menos, en aquella provincia los delitos de parrici- 
dio, asesinato, homicidio y otros de los atribuídos al cono- 
cimiento del Jurado. El de Lérida insiste en lo que se ma- 
nifestaba en la anterior Memoria de aquella Fiscalía, que 
no era nada halagiieiio, 6 indica que allí la vida está me- 
nos garantida que la propiedad. El de Lugo, que la crimi- 
nalidad aumenta, efecto de la frecuencia de veredictos de 
inculpabilidad, que la opinión reputa injustos. El de Pon- 
tevedra califica de escandaloso l o  que en aquella región 
pasa con el Jurado. La influencia de los caciques se hace 
sentir de tal modo, que los veredictos son conocidos antes 
de celebrarse el juicio; que los Jurados no hacen aprecio 
algimo de las pruebas, ni aun de la confesión de los proce- 
sados, y que en uno de los cuatrimestres del aiio último se 
celebraron catorce juicios por Jurados y recayeron doce ve- 
redictos de inculpabilidad, entre ellos algunos por delitos 
de homiciclio y asesinato con reos confesos. Esto le impulsa 
á manifestar que la situación es tal como no la había obser- 
vado en las otras cuatro provincias donde prestó servicios 
fiscales. E1 de Salamanca hace un examen por los Juzga- 
dos de donde proceclen las causas, y halla que en unos los 
veredictos tienden á la severirlacl en los delitos contra la 
propieclad y á la inclulgencia en los contra las personas, 
y en otros se atiende principalmente & la calidad cle los 
procesados; de modo que el que disfruta cierta posición y 
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dispone de influencia sale siempre favorecido, sea cual- 
quiera el delito que se le impute. El de Toledo dice que no 
asegura, como lo hacen otros, que el Jurado despliegue be- 
nevolencia en Linos delitos y rigor extremado en otros; 
pero sí que ciianclo está infliiíclo absiielve, sea cualquiera 
la prueba y el delito, como snceclió en una causa por robo, 
con reo confeso y tres veces reincidente, en la cual dictó 
veredicto de incullxihilidacl. El de zaragoza, por ÚItimo, 
abunda e11 la opinión de los que creen que está fuera de 
la realidad la idea cltie se había formado de que los JLI- 
rados se mostraban propicios á ser benignos con los delin- 
cuentes de ímpetu y ocasión é inflexibles con los que aten- 
tan contra la propiedad, pues al presente la benignidad se 
extiende á todo; y para que al extractar10 no pierda su 
especial fisonomía, opto por copiar íntegramente uno de 
los ptirrafos de la Memoria de dicho ft~ncionario: 

«En el actual cuatrimestre, dice, han sido tales y de 
»tal bulto los veredictos absurclos dictados por el Tribunal 
»del Jurado en esta audiencia, qne constituyen verdaderas 
»iniquidades, séame permitida la frase, Excmo. Sr., y el 
»Jurado del partido judicial de Egea de los Caballeros el 
))que mas las ha cometido. Absueltos se encuentran y go- 
»zando de libertad asesinos y homicidas, convictos y con- 

^ »fesos, á favor de los que tlivo la Sección de clerecho que 
»pronunciar sentencias absolutorias. Pero el que m&s ha 
»llamado la atención Iia sido el veredicto de inculpabilidad 
»dictado en causa por expe~iclición de billetes falsos del 
»Banco de Espaíía, en que algunos de los procesados con- 
sfesaron en el juicio, como lo habían hecho en el sumario, 
»qlie habían coniprado en 30 pesetas billetes falsos de la 
>>serie de 50, para expenclcrlos después, como lo hicieron, 
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ven diferentes pueblos del partido jiiclicial. Tgaal veredicto 
»de incnlpabilidad recayó en otra causa seguida por falce- 
»dad contra un Secretario de Ayuntamiento, que no sólo 
»se confesó autor de la misma, sino que dió los mayores 
»detalles de la forma y manera en que la había ejecutaclo. 
»Con semejantes veredictos, debidos en unos casos al te- 
»mor & los procesados y sus familias, 6 6 influencias y re- 
»comendaciones en otros, y en algunos quizás á remune- 
»raciones, la sociedad esta indefensa y el Ministerio fiscal 
»no puede luchar porqiie resultan est.ériles todos sus es- 
»fuerzas. El Jnraclo aunque lo oye no lo atiende y obra 
»como cree m&s conveniente 6 los fines que se propone; y 
»se hace necesaria la refoilma cle la Ley, que ellos mismos 
»rechazan por los compromisos en que se ven al ser obli- 
»gados A conocer de lo  qiie no entienden ni pueden apre- 
»ciar. » 

Bajo otro aspecto de indiirlable importancia, el Jurado 
merece censuras ii algunos de mis suborclinaclos. En los 
delitos cometidos por medio de la imprenta, no es benigni- 
dad, es la mas completa impl-iniclad lo qae reina. En ese 
terreno los Jurados no consicleran punible nada, g si de 
vez en cuanclo se ve alguna condena, no consiste en que 
los Joeces de hecho esten animaclos cle espíritu jiiaticiero, 
sino en la inanera con que se redacta la pregunta qne 
aquéllos han de contestar. Presiclentes de Sección de dere- 
cho hay clue para huir del escollo de tina cleclaración de 
incolpabilidacl cierta, preguntan al Jiirado únicamente 
sobre el elemento material del clelito, esto es, sobre si N. N. 
es ciilpable cle haber escrito y publicado en tal periódico 
un artículo 6 siielto que empieza con estas y acaba con 
aquellas palabras. El Jurado se encuentra en el dilema de 
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negar la evidencia ó contestar afirmativamente. No sieni- 
pre se atreve á lo primero, y si hace lo segundo, la Sección 
cle derecho cliiscla en libertad cle estimar el elemento moral 
y el jurídico; pero si se pregunta algo más que el elemento 
material, el ~eredicto de seguro es de inculpabilidad, unas 
veces porque les falta capacidacl y aptitud intelectual para 
comprender la significación y alcance del escrito perse- 
guido, otras porque entienden que las ofensas que por la 
imprenta se infieren son un delito artificial que no merece 
los rigores de un estigma g de una pena, y otras por 
complacencias ó por la carencia de nociones verdaderas 
acerca del respeto al principio cle aatoridacl. 

Lo cierto es, que mientras las ofensas B los particulares 
por medio de la imprenta, de que conocen los Tribunales 
de derecho, obtienen el correspondiente castigo, las que 
de igual clase se dirigen á las personas constituídas en 
aiitoridad 6 los funcionarios públícos, con tal que clu 
algún modo se refieran al ejercicio de sus funciones, el 
Jurado las deja impunes: diferencia irritante, porque los 
funcionarios tienen tanto derecho 5 su honra, 6 su crédito 
y h su repiitación, cuanclo menos, como los particulares; y 
una sociedad no puede decirse cliie estk bien regida, ni el 
orden judicial bien asegurado, cuando el mismo hecho es 
ó no es clelito segiín el Tribunal que cle él conozca. 

Por vía de ejemplo que confirme lo que se deja indicado 
serh suficiente citar lo que en su Blemoria refiere el Fiscal 
de TTalencia. Cuatro causas por delitos de imprenta se 
\rieron en aquella Audiencia durante el corriente ano, y 
en todas el Jciraclo dictó veredicto cle inculpabilidad. El 
primer juicio se celebró en 14 de Febrero, versando los 
hechos sobre injurias graves al Ministro (le Estado, y los 
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otros tres tuvieron lugar en los días 15, 16 y 17 de Mayo; 
la primera por injurias al Sr. itlinistro de Gracia y Jilsti- 
cia y la autoridad j iidicial; la segunda por provocar & la 
rebelión, y la tercera por injurias y calumniap, á las auto- 
ridades todas de Sevilla y al Gobierno de S. M. á propósito 
del descubrimiento de una fibrica de moneda falsa. Los 
respectivos autores todos reconocieron estar por ellos escri- 
tos los artículos denunciados, siendo la lectura cle éstos y 
la declaración de aqnéllos la única prueba articiilacla, y á 
pesar de que la apreciación era de buen sentido, pues los 
conceptos expuestos evidenciaban el delito y su gravedad 
no admitía duda, la inculpabiliclad declarada por el Jurado 
obligó á la Sección de derecho tí pronunciar sentencia 
absolutoria. 

Prescindiendo de las Memorias aludidas, por los datos 
que me proporcionan los recursos de casación y los estados 
clue periódicamente recibo, puedo hacer mía la opinión cle 
los Fiscales de las ducliencias (le que el principio de auto- 
ridad y la personalidad moral cle los que lo representan ca- 
rece de defensa en lo tocante á los agravíos que por medio 
cle la prensa se les dirijan, y se hallan á merced del pri- 
mero que quiera atacarlos. Sólo podría contradecirse la ne- 
cesidad de que la Ley se reformase en este punto, por 
aquellos qiie opinasen que por medio cle la imprenta no 
pueden comet.erse delitos de ninguna clase. Por lo demás, 
hay que optar por uno cle los dos extremos del dilema: ó 
la impunidad ó la reforma. 

Resumiendo, pues, las ol~servaciones anteriormente ex- 
puestas, resulta que el Jurado, en los primeros trámites 
para su designación y constitución, se halla abandonado 
y huérfano de vigilancia y celosa proteccióii. Las primeras 
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listas las forman los que manejan la política en las pobla- 
ciones rurales. En su formaci6n no hay más interés qiie el 
de reclactarlas de cualquier modo para evitar la reclama- 
ción clal superior, complaciendo de paso al amigo 6 cono- 
cido que recomienda la exclusión, pues la inclusión ya se 
ha visto que nadie la reclama nnnca. No se investigan n i  
depuran las condiciones de las personas cuyos nombres 
figuran en las listas, y de ahí la frecuencia con que com- 
parecen en las Audiencias á constituir Jurado individuos 
que no saben leer n i  escribir, dando lugar á nulidades y 
recursos, 6 que leen y escriben tan mal, que cuando llega 
el moniento de dar lectura del veredicto tienen que impe- 
trar el auxilio ajeno 6 soportar el ridículo de un deletreo 
fatigoso y desesperante para el que lee y para los que es- 
cuchan. Con la selección en las primeras listas, base y 
fundamento de las subsigiiientes operaciones, quedarían 
excluídos los que carecen de condiciones y aptitud; y al 
llamar á los m8s dignos á la grave y lionrosa función de 
juzgar ií sus conciucladanos, se otorgaría al cargo de Jii- 
rado ni1 prestigio que hoy no tiene, y se haría amable y 
apetecible lo que ahora se considera como vejatorio y 
gravoso. 

Ciertamente qiie la institución no es responsable de los 
defectos que se noten en sil desenvolvimiento, ni  la bon- 
dad de aquélla puede depender de las cualidades cle las 
personas que la representan. 

Corríjanse los defectos; cúmplase el precepto de la Ley 
incluyendo en las primeras listas í i  los que reunan verda- 
deras condiciones; escójanse en las segundas los mis aptos; 
proc6dase en eso con exquisito cuiclado para desarraigar 
Lorruptelas y cerrar la entrada á proceclimientos viciosos y 



torciclos; medítese la conveniencia de suprimir la reciisa- 
ción sin causa, germen de abitsos 6 ininoraliclades, por 
cuanto pone en manos de los clefensores un resorte para 
constituir el Jnrado con las personas que mejor respondan 
6 siis fines, ya que el Fiscal no conoce nadie jr no pnede 
ni  debe iitilizar semejante recurso; adóptense las medidas 
de prerisi6n necesarias para que las dietas se satisfagan 
con puntiial exactitucl, y entonces se habrii consegiiido qne 
el Juraclo sea lo que la Ley quiere y lo que la socieclad y el 
interés de la justicia reclaman. 

Concepto de 
la culpabilidad 
en el Jurado. 
D i f i c u l t a d e s  
I~rbcticas. 

En  la página SS de la exposición elevada á ese XSinis- 
terio el aiio próximo pasado, se hacen algunas indicacio- 
nes acerca del concepto cle culpalsilidacl por que se pregan- 
t a  6 los Jurados al poner á, sil deliberación el heclio prin- 
cipal. Lo que entonces se clijo tenclia a hacer ser  que la 
forma en que se Iia de redactar, por precepto expreso cle la 
Le?, 1a.primera pregrinta, se presta B interpretaciones va- 
rias que son motivo de dudas é incertidilmbres para Jiira- 
dos y Magistrados. Así se expone en algunas de las Memo- 
rias que recopilo, y me veo obligaclo á insistir en la doctri- 
na en cliclia exposición consignada, no para explanar 
teorías que V. E. de sobra conoce, sino para apuntar clifi- 
ciiltades prácticas de que acaso no tendrA noticia. 

Nacla de particular tiene que los Jtirados vacilen cuan- 
clo al  ingreso clel veredicto se les plantea el problema de la 
cnlpabilidacl clel procesarlo con relación á hechos por cuya 
existencia sin duda tambión se les pregunta. Se les dice, 
por ejemplo: «N. N., jes culpable de haber infericlo á Pu- 



lano, en tal día, á tal hora y en tal sitio,-una herida de estas ó 
las otras condiciones que le produjo la muerte?» Besulba que 
se les exige que decidan sobre dos cosas: la realidad de la 
herida y el concepto de la culpa; ycorno puclo N. N. causar !a 
herida, y entender, ello no obstante, los Jurados que no es 
culpable, se concibe qtie fluctúen antes de eontestar 7 aun 
que aoiitesten desacordes eii algún punto con %los dictados 
de su conciencia, por no afirmar en lo que consideren 
principal c o ~ i  contraria k lo que sienten; pues la alnalga- 
ma de dos elementos, uno material g otro moral, qne pue- 
clen coiitestarse de distinto modo, se presta ri. eonhiouies. 

Todos sabemos que la referida frase se emplea para si; 
iiificar la responsabilidad gen6:iea del acusado procenien- 
te del hecho que se le imputa, g que, por lo tanto, al .Tu- 

rado no solo se le entrega el elemento mate~ial g moral, 
sino adeiii!is la eulpa; pero pavecía lógico que esos elemen- 
tos se deslindaran mejor en la Ley, con lo cual clesapre- 
cería la confusión, los Jurados percibiiían mejor las ideas 
y no sufrilcian violencia al tener que negar lo que conside- 
ran cierto para no ir 'd. parar en consmueneias que desde 
luego rechazan. La falta de desliiide ha dado lugar i que 
las opiniones se dividan; y mientras unos entienden que 
lo que se pregunta por medio de la mencionada frase es el 
hecho que á continuación se explana, ohos, 7 SOR los mks, 

creen que se busca oon ella, mas que el Iimho material, e l  
juicio sobre la respiisabiliclad que haga formado el .Ju.i.a- 
(lo; y que, en su consecuencia, los Jueces de hecho pueden 
oponer la negativa á la primera pregunta, aunque eonsi- 
cleren probado el que se irnpnta, si estiman que el que lo 
realizó no ha contraído responsabilidad. 

El texto legal autoriza esas colitrt~rlictosias interpretn- 
8 



. ciones; y las disputas sobre lo que aquElla qniere decir y 
lo que los Jurados pueden hacer durarán tanto como la 
Ley misma. No pretendo, pues, hallar el sentido íntimo y 
recóndito del precepto de la Ley, y ,  ni voto por los que 
atribuyen una especie de virtud mágica á la frase «es cul- 
pable», que se extiende á hacer desaparecer el heclio para 
no mirar más que al estado de imputabilidad del que lo 
ejecutó, ni por los que creen que, más que la concesión de 
una,facultad, parece una fórmula encaminada á dar uni- 
formidad á los veredictos y á sujetar las preguntas, para 
su mayor concisió~i, á una regla de general observancia 
que impida desarrollos impropios de la naturaleza del do- 
cumento. Lo cierto es que los mismos Jurados, en cuyo 
favor la fórmula se estableció, interpretan, por lo general, 
la primera pregunta en consonancia con la existencia o 
inexistencia del hecho, independientemente del cual y de1 
concepto de culpabilidad que á la pregunta1 preside, con- 
testan que sí ó que no, según que entiendan que el h&ho 
es ó no cierto, dejando para las contestaciones á las suce- 
sivas el afirmar ó negar los elementos de la exculpación. 

Y esta conducta tiene en sn abono la razón y el buen 
sentido. Admito que, sea cual fuere el significado de la 
palabra czc&a en el terreno legal, moral y gramatical, 
cuando de Jurado se habla significa responsabilirlad; y ad- 
mito que esa cuestión, que es la principal que se ventila 
en los juicios criminales, la defiere la Ley al Jurado. Los 
artículos 72 y 76 de la de 20 de Abril de 1888 dispo- 
nen que á los Jurados, sin perjuicio de la culpabilidad ó 

inculpabilidad del agente sobre lo que declaren aqu6llo 
con libertad de conciencia, se les ha de preguntar respecto 
al 'grado de esa misma culpabilidad y del delito y sobre 



circunstancias eximentes, atenuantes y agravantes. Pues 
bien; si las palabras «es culpable» de la pregunta principal 
equivalen á responsable, en unas ocasiones pueden cons- 
tituir una redundancia y en otras una contradicción. Re- 
dundancia, si se contesta que no á la primera pregunta, 
porque al negarse la culpa se niega la responsabilidad y 
hnelgan ya todas las demás, que, para que haya congruen- 
cia, han de ser negativas en lo que á la propiaresponsabi- 
lidad se refiera. Contradicción, si se contesta que sí á la 
primera pregunta y en sentido tanibi6n afirmativo á todos 
10s requisitos de exención de responsabilidad, porque con- 
tradictorio es afirmar primero la responsabilidad y á conti- 
nuación la irresponsabilidad. 

Otra cuestión se puede presentar, y se ha presentado, 
muy apropiada para suscitar polémicas, y que ha provoca- 
do una resoliición clel Tribunal Supremo, de gran impor- 
tancia, y 6 la clue sin duda se alude en la citada exposición 
del aHo último. La cnestión es la siguiente: El Jurado 
tiene competencia para declarar sobre la culpabilidad del 
acusado, é igualmente sobre los hechos y sus elementos 
morales. Esto s~ipuesto, cuando el Jurado afirma la inciil- 
pabilidad, pero al propio tiempo, al euacnar otras pregun- 
tas, establece, como ciertos, hechos incompatibles con 
aquélla, cabe preguntar si debe consiclerarse todo subordi- 
nado al concepto ys declarado de la inculpabiliclad, o, por 
el contrario, hay que estimar real contradicción que da 
Iugar á la casación cle la sentencia por quebrantamiento 
cle forma. Esto íiltimo resolvió el Tribunal Supremo en 
sentencia cle 27 de Diciembre de 189'3, Gaceta de 22 de 
Septiembre cle 1894. He aquí el caso: En la Audiencia de 
Palencia se siguió - causa criminal contra dos sujetos por - 
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~l&enci6~1~ ilegal: de un ~ifiol do ocho anos de edad. iL su 
tim~yw, el Junraidia contestó á las preguntas que se le dhri- 
giemn y el ~ e ~ d i i e % o  rluedó redactado, en cnznto á uno1 de 
los pmc~s~clo's,. d e  este morl@.=Pregu.nta 4." R. P. T., Les 
cv1y~blti de hgber detenido al niño F. P. M., cle ocho afios 
cle edhil, en 1% ma llamrtds de hcos,  sita en las afue~as cle 
la, eai-pirb~lll? No: = Pregunta 6.": R. P. T., jató & dicho 
wI56r F. B r ~ m  mrro que en dicha era había y leencerró en 
ans  madm da la misma, atinrlole á iin pesebre y snjetán- 
dfole el ciilerpa y mafiecas con un ramalillo? -Sí. = Pre- 
aamta, 7.": Dichotniñ~, .,estuvo detenido, atado y encerrado e% 

dos horas p~~ximamente2-Sí.=Pregunta 8.": Al sa~ber el 
padre de! n i ~ o  que su hijo estaba detenido y encerrado en 
1a1 cmWl~a,,. asa presentcit emh la era! ár buscarlo?-Sí.-Pre- 
vm%% 10.": El padre, ia@sdió la siltoridacl del Inspector b 

de @de@ píbllico pa!rL eonseguriir' que le entregaran á su 
hijo2-Síl.=Pfegungta 1 1 .": El nino, ¿fue soltado y entre- 
grado á sa padre., mediante la intervención del Inspec- 
tor?-%. 

EE Mimisterio fisesli, que al leerse el veredicto había sos- 
teilidb que exisfíía eohtrad'iceión y pecliclo que se devolviera 
al ,I'Surado. paqa que errnoliizara h s  contestaciones, protes- 
talmido' (la la d@gdiva que opuso la Sala á sn pretensión, 
interpuso recarso' por qiielirantamiento d'e forma, que el 
Ti.iibnnal' bn-p~eiQo estiFnó, fundado en que el J~irado había 
iincilflido re'11'1mente en incongruencia y contradicción, 
«lod'a. pez qlileL niientras se dice en la contestación á la 4." 
»pregnn3a, que R. P. T. no es culpable de haber detenido 
»el niii'w P. P.. . , se a%rma, por. el contrario, al comitestar 
»Ya 6.; que el R. P.. . 8 f Ó  á dTelio niiio & un carro, ence- 
~>~A&d16~d&piie's erf un$ etiadra, a%án'ilole & un pesebrE, 



~)su,jethndole ciierpo y mnriecas con unos ramalillo$; y mi 
»la 7." que estuvo cletenido y atado unas dos b ra s ;  a$iribi.s-. 

en la 8 99 preguntas, clne el paclre del nill-o @ofii 

»sigui& del Inspector de orden público la libertacl ds su 
»hijo; siendo, por. lo tanto, contradictoria's t a l a  conte'sta- 
)>cienes y procetlente en su virtud la petición fiscal)). 

Demuestra la ante~ior sentencia que el Tribunal So- 
premo halla la cqntradic~ión en que la. afirmación cle la: 
pregunta 4." es incompatible con las clae le sigue@, M- 
cien80 caso omiw de la  incompa~ilsilidd decl%racI'a en la 
prime~a, y, por lo tanto, las pala13ras «es culpable>) no 
tieden otro a'lcance en este caso que el d e  un% simple? de- 
claración a'cerca de la existencia cle los hechos. 

Es en verdacl' anómalo que en la primera pregunta se 
afirme q1i.e el procesaclo no e's culpabl~e cle determinados 
hechos, y, esto no obstznte', se hagm en seguida $fi.r@a- 
ciomes qire clan vida á esos mismos hechos con todo su ca- 
rác te~  cle imputabilidad' 7 sini añadiv2es nada que eohoneste 
la: negativa á dicha primera pregunta. No puede d.u<larse 
cle cliie al Jurado incumbe íntegramente la declarzcidn de 
culpa'l5?lidarl', 6 incilestionable es, del propio modo, qne 
cuZynlii~idac6 y respons~6iIicIad son en estas materias sidó- 
ninios, lo cual bastaría á probarlo el art. 55 de la Ley que 
wta6l'ece la fórmula clel juramento que los Jura'clos han- de 
prestar, en la. que, y á si1 final, se dice que a'qu6Ilos han (le 
resolr-er con imparcialidad si los procesados son 6 no res- 
polzsables de los kecl~os que se les impiitan. No Ilay tam- 
poco clucla de clue los Jueces de heclio pueden con3esfi8r 
afirmativa ó negativamente 5 la primera pregu'nle, sin 
iu(ls lley $@e sa o~nciencia; pero, si' porque crkew qlle el 
proce38db fio hlia, c'o%1raído re$poris@lji'lildad', aux esT&ao de- 
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mostraclo el hecho que se le imputa, contestan en sentido 
negativo á dicha primera pregunta, exige la lógica qiie no 
afirmen conjuntamente el mismo hecho deslizado del con- 
cepto de la cnlpa y de todo otro elemento de exculpación. 

No se diga que con ese criterio se limitan las faciilta- 
des del Jurado, pues no puede traducirse por limitación lo 
que tiende nada más que& borrar la incongriiencia y á pro- 
curar que sean razonables los términos del veredicto. Seria 
intolerable, concretkndome al caso íesuelto por el Tribu- 
nal Supremo en la sentencia arriba citada, que pasara sin 
correctivo la evidente contradicción de afirmar que un  
procesado no es ciilpable de haber detenido á. un niño, y 
consignar seguidamente, con exuberancia de pormenores, 
el hecho odioso de la detención y cle crueles tratamientos 
generadores cle culpa y responsabilidacl, con arreglo á las 
disposiciones terminantes de la Ley penal, que prescribe 
que las acciones y omisiones penadas por la misma se 
reputan siempre voluntarias, ó lo que es igual, intenciona- 
les, maliciosas y criminalmente imputables, á no ser que 
conste lo contrario. Si, pues, en la primera pregunta se 
niega la culpa y en las restantes se afirma implícitamente 
sin oponerle elemento alguno material ó moral que la 
desvirtúe, la contradiccióil salta á la vista y lleva consigo 
la necesidad de que el veredicto se devuelva al .Jurado 
para que se ponga de acuerdo consigo mismo y lo niegue 
todo, si lo que quiere es eximir cle pena al acusado, ó aíir- 
me la primera pregunta si en conciencia estima que los 
hechos se ejecutaron sin circnnstancias que clestruyan la 
culpabilidad. 

Nótese, sin embargo, la índole de los remedios que se han 
de utilizar. La reclamación; caso cle negativa la protesta; 
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y en su día el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma. Suponiendo, no obstante, que no se reclama y que 
el veredicto queda rerlactado en la forma defectuosa que se 
ha referido al hablar cle la sentencia de casación anterior- 
mente mencionada, claro es que no cabra recurso alguno 
y que quedará prevaleciendo en el veredicto la nota de la 
inculpabilidad. Y esto, no sólo porque el Jurado es árbitrio 
de la culpa, sino porque, aun admitiendo que la afirmación 
6 negativa á la primera pregunta dicen principalmente 
relación á la existencia del hecho imputarlo, el Jurado tie- 
ne potestad para negarlo sin contraer por ello responsabi- 
lidad, aun cuando la negativa esté en abierta oposiciún 
con las pruebas y con la realidad misma. Hará bien ó mal 
al obrar así; será esto motivo de censura y de desfavora- 
bles comentarios; pero puede hacerlo, y, si lo hace, la ne- 
gativa á la primera pregunta, aun siendo contradictoria 
con las demás, impide dar á Bstas virtualiclad jurídica, por- 
que la contradicción se ha de resolver forzosamente en 
favor del procesado. 

De lo que antecede se desprende que cuando no hay 
contradicción, y los términos del veredicto, si no absoluta- 
mente armónicos, no se repugnan porque sean incompati- 
bles, ni siquiera habrá Ingar al recurso de casación por 
quebrantamiento de forma; y también acerca de este es- 
tremo me permitir6 autorizar mis palabras con la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo. En la Audiencia de Huelva 
se vió ante el Tribunal del Jurado una causa por homicidio 
contra JosB y Manuel Lepe Padilla. Las preguntas relati- 
vas al José fueron estas:=Pregunta 1 .  José Lepe Pa- 
dilla, jes culpable de haber inferido en la tarde del 30 de 
Abril del año próximo pasado, en la villa de la Palma, al- 
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gunas de las heridas que proclujeron la muerte á Manuel 
Haz Caballero?-No.=Pregnnta 4.": En el momento de ir 
a la expresada calle de Bodega el José Lepe, al (lar vuelta 
5 la misma y notar la situación en que su hermano se ha- 
llaba, jcorrió precipitaclanlente en sn nilxilio con una na- 
 aja, causando con ella, á su llegada, di~ersas heridas al 
Rlan~zel Díaz Caballero, de las que falleció á los pocos mo- 
mentos? - Sí.=Pregunta 7.": La cuestión entre Manuel 
Lepe Padilla y Manixel Diaz, jtuvo origen en que &lanile1 
Lepe, al encontrar á Díaz, le insultó y amenazó tirsndole 
algunas piedras?-Sí.-El Ministerio fiscal creyó que había 
contradicción entre esas preguntas, o pidió se devol~iera el 
veredicto al Jurado para que la salvara. Se accedió ;i su 
solicitnd, pero el Jurado confir~nó lo que tenía dicho. E l  
Fiscal volvió 5 peclir la devoliición, y ya entonces la Sec- 
ción de cleswho la negó, formulcindose por aquél protesta, 
é interponiendo, cuando se le notificó el fallo, recurso de 
casaoión poza quebrantamiento de forma, al que el Tribunal 
Supremo declaró no haber lugar en .sentencia cle S de 
Enero último, inserta en la Gaceta de 1G de Mayo. La 
doetsina en ella consignada casi parecería una rectificación 
de la anterior, si no fuera porque en esta se examinan tan 
sólo hechos circunstanciales que no son absolutamente 
inconciliables con el hecho principal. «Considerando, dice, 
))que no existe contradicción entre las preguntas del segun- 
»clo veredicto, como no existía en los del anterior: primero, 
uporque contestadas negativamente por los Jurados las dos 
»primeras en que p o ~  precepto de la Ley se sometió su 
»resolución la cuestión fundamental de culpabilidad 6 in- 
»culpabilidad de los procesados p o ~  los hechos que se les 
»atribuyen, carecen de eficacia legal las demás contesta- 



»cienes relativas á circunstancias modificativas de la res- 
»ponsabilidad que, á ser contestadas afirmativamente las 
»primeras, habían de tenerse en cuenta, y segundo, porque 
»no son inconciliables legalmente la certeza de los hechos 
»imputados á los procesados con la ir*responsabilidad penal 
»de los mismos, por ser consecuencia necesaria de la decla- 
»ración de inculpabilidad hecha por los Jurados en uso de 
»sus atribuciones absolutas é indiscutibles.» 

Había, pues, un hecho principal negado y otros cir- 
cunstanciales afirmados; y á través de éstos bien se ve que 
el Jurado no negó aquél porque fuera inexacto, sino porque 
estimaba que el procesado al realizarlo había obrado en 
defensa de su hermano y en condiciones que le eximían de 
responsabilidad criminal. Que esas condiciones fueran m5s 
6 menos legales y atendibles uo importa. El Jurado las 
acepta con aquel objeto y basta; pero siempre aparece que 
todas las preguntas se dirigen al mismo fin, y que, en su 
virtud, no hay contradicción. Lo mejor hubiera sido que 
los jueces de hecho contestaran negativamente á todo, 
porque si por la negativa á la primera desaparece el hecho 
principal y la responsabilidad á 61 inherente, es inútil 
mencionar hechos circunstanciales que ya no han de pro- 
ducir efectos jurídicos, por faltarles la base, ó sea la exis- 
tencia de un agente responsable. 

Donde más manifiesta se ha querido enaontrar la contra- 
diccicin es en los casos, por cierto muy frecuentes, en que 
el Jurado contesta que sí ri la primera pregunta, en que 
se somete á su decisión la culpa y el hecho principal que 
se atribuye al procesado, y reconoce á continuación que en 
favor de éste concurren todos los requisitos de exención de 
responsabilidad, por cuanto, dando á las palabras formula- 

s 
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rias «es culpable)) un valor y una significación que no 
siempre tienen, se pretende que es contraclictorio que, 
declarada por el Jurado la responsabilidad, se venga á 
deducir, como consecuencia de otras preguntas, que el 
acusado es irresponsable; observación que sólo en aparien- 
cia tiene fuerza y que obedece á la inflexibilidad con que 
se plantean ciertos principios, sin tener en consideración 
que en materia criminal no hay nada absoluto y que todo 
admite m8s 6 menos modificación con arreglo las cir- 
cunstancias, que pueden variar hasta lo infinito, de cada 
caso y á la diversa naturaleza de los hechos de que el 
Jurado conoce. 

La Ley, en sus artícuIos 72 y 76, manda que en la 
primera pregunta se incluya, adem5s cle la cnestión cle la 
culpa, el hecho principal, y en las demás 10s circunstancia- 
les, entre ellos, los de exención de responsabilidad; y claro 
es que la pregunta sobre éstos sólo será eficaz cuando á la 
primera se conteste afirmativamente; porque si la contes- 
tación fu6 negativa, no hay para que saber las circunstan- 
cias que concurrieran, como antes se ha indicado. Luego 
no sólo no es contradictorio que se conteste la primera en 
sentido afirmativo y se afirmen también los hechos pro- 
ductores de los requisitos todos de exención de responsabi- 
lidad, sino que, con arreglo á la misma Ley, eso es lo 
natural y lo procedente. El buen sentido de los Jurados así 
lo ha reconocido además, porque la generalidad adoptan 
ese sistema, y el Tribunal Supremo, por su parte, lo inter- 
preta de igual modo, pues son muchas las sentencias en 
que, habiendo el Jurado en la primera pregunta del vere- 
dicto afirmado la culpabilidad en relación con el hecho de 
la causa, la Sección de derecho estimó que faltaba alguno 



de los requisitos para eximir de responsabilidad, y el Tri- 
bunal Supremo resuelve en casación que concurren todos, 
y declara exento de responsabilidad criminal al procesado, 
absolvi6ndole libremente (1): lo cual claramente da á en- 
tender que no hay contradicción ni  anomalía alguna en 
que se conteste afirmativamente a la primera pregunta en 
que consta el concepto de la culpa, y el veredicto sea, no 
obstante, de inculpabilidad, porque el Jurado afirma en 
los restantes todos los elementos de la exculpación. 

Por lo demás, esta Fiscalía no cesa de, recomendar á 
sus subordinados que ejerzan escrupulosa vigilancia para 
que bajo pretexto alguno se cercenen las facultades del Ju- 
rado, sino que, por el contrario, se deje expedita su juris- 
dicción á fin de que pueda hacer las declaraciones que su 

(1) Casos en que en l a  primera pregunta del veredicto del Jurado se aí%- 
ma la  culpabilidad del procesado en orden a l  hecho principal que se le impu- 
ta, la  sentencia del inferior estima que falta uno de los reqnisitos para eximir 
de responsabilidad (bien l a  necesidad racional 6 la  falta de provocacidn sufi- 
ciente) y rondena, y el Tribunal Supremo, no obstante el concepto de culpa- 
bilidad de la  primera prequnta, loa estima todos, casa la sentencia recurrida 
y absuelve. 

Sentencias 3 de Marzo de 1890, Gacetccs 16 Septiembre. 
a 23 Junio de 1891, n 18 id. 
a 24 Octubre de 1891, n 27 Diciembre. 
n 11 Febrero de 1692, a 26 Julio. 
a 5 Octubre de id., s 11 Enero 1893. 
n 17 Noviembre de id., n 25 id. 
n 1 Febrero de 1894, » 30 Agosto. 
n 10 Abril de id., 1 G  Octubre. 
a 17 Mayo de id., D %id .  
n 5 Diciembre de id., » 14 Marzo. 
.o 13 id. de id., 17 id. 
a 9 Enero de 1896, n 20 Mayo. 
n 27 Marzo de id., a 11 Agosto. 

Ademis el Tribunal Supremo admite siempre la discnsi6u sobre si concu- 
rrieron to6os los requisitos para eximir de responsabilidad, no obstante la 
declnracidn de ctilpabilidad de la primera pregunta; y desestima el recurso 
tan 8610 porque los hechos circiinstanciales del veredicto no contienen dichos 
requisitos, en cuyo sentido registra la  jurisprudencia un ndmero considerable 
de sentencias. 



conciencia le dicte, con todas sus naturales consecuencias; 
para lo cual las preguntas han de ser claras, breves y tan- 
tas en iliímero cuantas sean las cuestiones planteadas en 
las conclusiones de la acusación y la defeilsa, sin el temor 
que acaso asalte, de que el .Tiirado, por afectos, preven- 
ciones ó simpatías, pueda dictar veredicto poco conforme 
con la justicia, porque, excepto el caso y recurso del ar- 
tículo 112 de la Ley, nadie tiene derecho á impedir que 
los jueces de hecho usen libkr~imamente de la plenitud de 
sus facultades. 

Alguiias indicaciones sobre materia civil. 

crisis porqne Justificado está. Excmo. Sr., el interés con que desde atraviesa lains- 
lihci6n de la 
tuteiaycriteiio la publicación del Código civil han procurado mis dignos 
del Ministerio 
fiaca1 p&ra sal- predecesores exponer á la superior consideración de V. E. el 
varla. 

fruto de sus observaciones por todo lo que á la secular ins- 
titución de la tutela se refiere, y muy singularmente con 
relación al modo de ser y de funcionar del Consejo de fa- 
milia. 

La alarma que revelan anteriores Memorias no ha de- 
caído ciertamente, y no es fácil que aminore si es verda- 
dero el principio de que á iguales causas los mismos efec- 
tos; las causas del malestar por que se atraviesa quedan 
dibujadas en dichos trabajos, y no se ha puesto remedio, 
porque hasta el año de 1899 no habr6 llegado el momento 
de la revisión del Código. 

Entre tanto, el Fiscal del Tribunal Supremo cumple un 
deber abordando las cuestiones que á los desvalidos intere- 
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san, ya que ha tenido ocasión de conocer en la práctica 
sus peligros. 

La inteligencia y aplicación del art. 310 del Cócligo 
civil ha originado nuevos conflictos, que han querido con- 
jurarse por extraños derroteros. 

Un .lliez de primera instancia, conocienclo en alzada, 
dejó sin efecto los acuerdos tomados por el consejo de fa- 
milia de una menor y á la vez denegó la inscripción del 
nombramiento de tutor en el Registro de tutela: el Presi- 
dente de dicho consejo creyó que el asunto se prestaba á la 
vía gubernativa, y suponiendo que el mencionado Registro 
se halla bajo la inspección de la Dirección general de los 
Registros civiles y del Notariado, y que ella era la que de- 
bía conocer en apelación del auto del .Juez en el asunto, 
intentó apurar dicha vía recabando una Real orden que, 
al ponerla tbrmino, abriese camino, en igualdad de casos, 
para unificar la j urisprudencía. 

Ingenioso y laudable el propósito, siquiera no fuese co- 
rrecto, dió por resultado que el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, á propuesta de la referida Dirección y por Realorden 
de 19 de Marzo último, se declarase incompetente para 
conocer cle tales reclamaciones, estimando al efecto que, 
examinadas las disposiciones del Código civil sobre la efi- - 
cacia y firmeza de los acuerdos que adopta el consejo de 
familia, se observa que, fuera de los casos en que taxativa- 
inente se declara, bien que son revisables por los Tribuna- 
nales, á cuyo efecto se concede á los interesados la facultad 
de recurrir ante los mismos, dentro de cierto plazo, bieii 
que no cabe recurso alguno, ó que necesita la aprobación 
del Presidente de la Audiencia, en todos los demás sólo 
procede contra los referidos acuerdos el recurso de alzada 



ante el Juez de primera instancia respectivo, que concede 
el art. 310 del Código civil; que contra los autos dictados 
por los Jueces con arreglo á este último artículo, confir- 
mando, modificando ó revocanclo los acuerdos del cons$jo 
de familia no concede dicho cuerpo legal recurso alguno, 
por cuya razón no ha fijado tampoco, ni pueden fijarse por 
el Gobierno las reglas que deben observarse en las apela- 
ciones ó alzadas que los interesados pretendan promover 
contra los referirlos autos, ni por consiguiente las autori- 
dades que han de resolverlas; que el Código civil no ha 
previsto la posibilidad de la negativa del Juez á inscribir 
en el Registro de tutela el nombramiento de tutor, y esta 
omisión puede significar que el legislador estimó aplica- 
bles los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento civil que 
tratan de la jurisdicción voluntaria, entre los cuales se 
hallan los relativos al Registro de tutelas que, con escasas 
variantes, han sido reproducidos en el mismo Código; que 
dada esta interpretación acerca de la manera de suplir la 
omisión del legislador, y siipuesto que el Registro de tute- 
las ha estado siempre, desde su creación en la Ley de En- 
juiciamiento civil de 1855, bajo la inmediata y exclusiva 
dependencia de la autoridad judicial, sin intervención 
alguna del Ministerio de Gracia y Justicia, es evidente 
que este Centro superior administrativo no tiene compe- 
tencia para conocer de las reclamaciones á que dé lugar el 
modo de llevarlos; y sin que pueda invocarse tampoco el 
art. 80 delReglamento general del procedimiento adminis- 
trativo del mismo Ministerio, en el cual no se hace mención 
alguna directa ni  indirecta del Registro de tutelas. 

Como se ve, esta cerrada la vía gubernativa para la re- 
paración de los errores ó abusos en que puedan incurrir los 
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Jueces de primera instancia al conocer en alzada contra 
las decisiones de los consejos de familia. 

De ahí no cabe, sin embargo, inferir que los Jueces 
sean árbitros, no sólo del procedimiento, sino de la aplica- 
ción de las Leyes en orden á la tutela; semejante arbitra- 
riedad es incompatible con el buen sentido y más aún con 
el espíritu del Código, basado precisamente en la mayor 
protección de los que son incapaces de gobernarse por sí 
mismos: protección ilusoria si se supusieran abolidas las 
garantías que la Ley procesal establece, de todo punto 
armónicas con el mismo Código. 

Las Leyes sólo se derogan por otras posteriores, y el 
Código civil no sustrajo la tutela á las prescripciones que 
de antiguo la regulan como acto de jurisdicción volunta- 
ria, ni cabe inferir de ningún modo de sus preceptos que 
tal haya sido la mente del legislador ; por consiguiente, 
con arreglo al art. 1.873 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, toda cuestión que surja en lo que á la tutela concier- 
ne y haya de resolverse en juicio contradictorio, debe sus- 
tanciarse en la forma determinada para los incidentes. 

El art. 310 del Código no hace otra cosa - como se 
dijo en la última Memoria-que convertir en judicial, por 
medio de la alzada ante el Juez, el asunto antes privado 
ó de la esfera del consejo de familia; si no fija el procedi- 
miento para esa alzada, es porque ya la Ley de Enjuicia- 
miento lo tiene ordenado para los asuntos de la tutela en 
su art. 1.873, que es el de los incidentes de que se ocupa 
el tít. 111, libro 2." de la Ley. 

Ratificando con profundo convencimiento la opinión en 
este sentido, también expuesta en circular de 25 de Ene- 
ro de 1594 (Memoria, pág. 17Y), he de añadir, por vía de 
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aclaración y como consecuencia de lo dicho, que una vez 
entablado el juicio contradictorio sobre protección de tute- 
la á que alude el repetido art. 1.873 clela Ley, por el uso 
de la alzada que concede el art. 310 del Código, contra 
las decisiones del consejo de familia, estará promovido el 
incidente conforme a los articulas 749 al 761 de la men- 
cionada Ley; y el escrito de alzada, por consiguiente, 
habrá de formularse y tramitarse con los requisitos allí 
prescritos. 

Resuelta así la cuestión acerca del procedimiento pro- 
pio en la alzada que otorga el art. 310 del Código, hay la 
debida armonía entre Bste y la Ley: y los necesitados de 
tutela tecdrán las mismas garantías que su desvalida con- 
dición requiere, y que se les ha venido dispensando sin 
alteración hasta la fecha presente. 

Porlo demás, no existiendo en el art. 310, tantas veces 
citado, del Código civil, prohibición expresa de recurrir 
contra las sentencias del Juez en los incidentes de alzada, 
tiene todo su vigor el art. 738 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, que declara apela6les en ambos efectoslas sentencias 
dictadas por los Jueces en los incidentes; y este recurso 
legal llevará el conocimiento de los asuntos á las Andien- 
cias territoriales. 

Y como la tutela es acto de jurisdicción voluntaria, las 
disposiciones combinadas de los artículos 403, pirrafo l.", 
1.690, núm. 4.", y 1.822 de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
permitirin utilizar, en no pocos casos, el reciirso de casa- 
ción, para que el más elevado Tribunal del Reino coadyuve 
con la respetabilidad de su jurisprudencia á los fines de la 
unidad y perfecta inteligencia de las leyes sobre la insti- 
tución de la tutela. 



La doctrina expuesta va abriéndose paso en la práctica, 
si no en todo su detalle, en lo esencial, pues ha llegado á 
mi conocimiento que no habiendo admitido un Juzgado 
de primera instancia de esta Corte la apelación que se in- 
terpuso contra un auto revocando el acuerdo de un con- 
sejo de familia, se acudió en queja ante la Audiencia del 
territorio, y ésta di6 lugar al recurso, estimando que la 
resolución del Juez es apelable, con sujeción á lo preveni- 
do en los artículos 380 ó 388 de la Ley de En,juiciamiento 
civil. 

Aparte de ello, y para evitar dudas siempre perjudi- 
ciales en asunto de tanta importancia como lo es el ré- 
gimen de la tutela, y en otros en que el Código civil se 
ocupa, conveniente sería que cuanto antes se hiciera la re- 
forma de la citada Ley, para poder llevar á cumplimiento 
muchas disposiciones del referido Código, que hoy se eje- 
cutan prudencialmente ó buscando analogías que no siem- 
pre resultan. completamente adecuadas á los casos que se 
ofrecen. 

e-. * 

. , 
La ejecución en España de las sentencias pronunciadas Cumplirnien- 

to de senteueias 
en Naciones extranjeras ha de pedirse ante el Tribunal 

tranjeros. Supremo. Se exceptúa el caso en que, según los Tratados, 
corresponde su conocimiento á otros Tribunales. Además 
de la audiencia á la parte contra quien se dirija la ejecu- 
toria, es precisa la del Fiscal para declarar si se ha de dar 
6 no cumplimiento á dicha ejecutoria; y contra este auto 
no hay ulterior recurso. . 

No obliga nuestra Ley procesal á publicar en la Gaeta 
10 



de Madrid las resoluciones de esa clase, como lo exige en 
las de competencias y recursos de casación; y en verdad 
que si interés público tienen, estas materias por-la juris- 
prudencia que sobre ellas establece dicho alto Tribnnal, 
no dejan de tenerlo en este mismo concepto, y aún mLis 
por lo que afecta á las relaciones internacionales, las re- 
ferentes á la eficacia de lo juzgado en otros países y á la 
que en Bstos merezcan las sentencias de los Tribunales 
españoles. 

A mi juicio, esa publicidad oficial podría ser muy. útil, 
porque el conocimiento de la funesta realidad que con- 
ducen las barreras puestas en las diversas legislaciones 
para el desarrollo de las transacciones lícitas y provecho- 
sas, anticiparía, á no dudarlo, el plazo que demanda el 
verdadero progreso para contener dentro de sus justos 
límites la soberanía y mutua independencia de los Esta- 
dos, triunfando así de ridículos escrúpulos los eternos prin- 
cipios de justicia. 

Por no ser este lugar á propósito, omito consideraciones 
meramente especulativas sobre tan árduos problemas; pero 
como forman parte importantísima de la aclministración de 
justicia los conflictos á que aludo, y constituyen también 
la labor del Fiscal, no me creo desligado del deber de dar 
cuenta aquí de algo que acaso pueda servir de tema al es- 
tudio y á ulteriores iniciativas. 

Desde 1889 á la fecha, período que he consultado, el 
Tribunal Supremo ha tenido que denegar el cumplimiento 
en España de resolnciones de los Tribunales de Francia, 
la República de Uruguay, de BBlgica, de Inglaterra y de 
Portugal, por la fundamental razón de exigirse en esas 
Naciones, para ejecutarmlos fallos de otro país, una especie 
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de revisión en el fondo, ó por no acreditarse que se cum- 
plan incondicionalmente. 

No es, á la verdad, muy consolador esté cuadro ante 
las necesidades cacla día más apremiantes del frecuente 
trato internacional, si bien hay que convenir en que por 
parte cle Esparia no ha podido hacerse más de lo que se ha 
hecho en orden á lo legislado, puesto que el art. 954 de 
nuestra Ley de Enjuiciamiento civil permite cumplir, 
dentro de racionales reqiiisitos, la ejecutoria procedente de 
otra Nación, cuando no l o  prohiban los Tratados ni por 
jurisprudencia se niegue en ella fuerza á las dictadas por 
los Tribunales de España. 

Haré constar, finalmente, que las resoluciones del Tri- 
bunal Supremo antes indicadas se dictaron siempre de 
acuerdo con la opinión del Fiscal. ' 



He procurado, Excmo. Sr., presentar á la consideración 
de V. E. un  estado lo más exacto y completo posible del 
funcionamiento de la administración de justicia en España. 
Del conjunto de las observaciones que he tenido el honor 
de exponer en el curso de mi modesto trabajo, resulta que 
la función judicial se desenvuelve normalmente, y que si 
bien hay pequeiíos defectos e imperfecciones de detalle in- 
separables de toda obra humana, aparece en cambio que 
los ciudadanos tienen expeditos todos los caminos para 
ejercitar y hacer valer sus derechos. No se opone á esto lo 
que en su lugar digo del Jurado, tomándolo de las noti- 

- cias que los Fiscales me suministran, porque lo mismo que 
para aquellos funcionarios es objeto de censura, había sido 
ya, y aun es, materia de preocupación en otras Naciones, 
que, antes y ahora, buscan afanosamente la manera de 
conjurar ciertos peligros para acallar la protesta que se 
levanta cuando las decisiones de los Jurados se ponen en- 
frente de la opinión general, de que han de ser el eco fiel. 
Por eso yo, venciendo escrúpulos y temores que no deben 



arredrar al que tiene sagradas obligaciones que cumplir, 
no he vaciIado en señalar el mal, inquiriendo de dónde 
arranca, á fin de que á tiempo se corrija, y el prestigio de 
la institución no se quebrante por censurable apatía y 
falta de cuidadoso celo; y si V. E. acepta alguna de las 
indicaciones que llevo consignadas, se habrán colmado 
mis deseos y habr6 obtenido la mayor de las recompensas 
á que pudiera aspirar. 

Madrid 16 de Septiembre de 1895. 





APÉNDICE PRIMERO 

INSTRUCCIONES GENERALES 

DAOAS Á LOS FISCALES 01 L A S  AUDIENCIAS DE LA PEN[NSULA É I S L A S  ADYACENTES 



Posesionado del alto cargo de Fiscal del Tribunal Supremo de 
Justicia que, por la confianza del Gobierno, debo á la  bondad de 
S. 31. la Reina Regente (Q. D. G.), y que me coloca, sin merecer- 
lo, B la cabeza de una de las más respetables instituciones del Es- 
tado, cumplo el grato deber de dirigir atento y cordial saludo b 
los dignos funcionarios que llevan la voz cle la ley cerca de los 
Tribunales ordinarios en todas aquellas contiendas en que estA 
comprometido el inter6s social. 

Si graves son, y no las desconozco, las obligaciones que pcsan 
sobre quien estk llamado it velar sin descanso por la unidad de ac- 
ción que debe caracterizar los actos toclos del Instituto fiscal, A los 
relevantes méritos de éste, que son muchos, y no á los míos pro- 
pios, que son ciertamente m y  escasos, fio la  integridad cle aquel 
principio, cuya trnscenclencirt es grande, no sólo en cuanto se re- 
laciona con el piiblico interés, sino también por lo que afecta & 10s 
altos prestigios y á las honrosas tradiciones del Cuerpo, que hubo 
de merecer que mis dignos predecesores le consagrasen siempre 

*.  especialísima atención. 
Dedicado casi toda mi vida it las tareas del foro, conservo cn mi 

memoiia con el merecido respeto los luminosos escritos que para 
mantener inquebrantable aquella unidacl se han publicado desde 
este Centro. Basta hoy á mi propósito recorclarlos, dbndolos al efec- 
to por reprodiicidos, y encarecer, como encarezco, que no se eco- 
nomice la consulta clondequiera que la duda surja, para evitar 
que la acción fiscal se ejerza con diverso criterio en casos cle iclen- 
tidacl 6 de muy,marcada analogía. 



No incumbe á este Centro indagar las causas de la indiferencia 
con que la opinión ha visto reproducirse en Bpocas nada remotas 
el lamentabie espectáculo de las reclamaciones violentas, comuii- 
mente suscitadas por el interBs particular 6 local eii pugna con el 
interBs piíbfico. 

La repetición de actos punibles, por ciiyo nieclio se ha intentado 
más'cle una vez el clesegravio á imaginnrias ofensas y el remedio 
li. supuestos danos, trocaría en clesconsolaclors :a idea de ln cultu- 
ra de niiestrns costiinibres, que felieniente vn conqiiistnndo todos 
los espíritus. 

De la novedad 6 importancia de un  trihiito, clel procedimiento 
que se emplea para hacerlo efectivo, y aun de las modificaciones 
qiie se introducen en determinados servicios del Estado, suelen to- 
mar pretexto los instigadores de las reviieltas populares para com- 
pronleter el orden piiblico, hollando la ley y menoscahanclo el 
principio cle autoridad. 

Y como á las exageraciones de im impuesto cabe oponer el de- 
recho de petición ante el Gohiei.no, ó ante los Cuerpos Colegislado- 
res; á la esacción arbitraria, la acción penal; al agravio clc inte- 
reses coinimes, la reclaiilacibn moderada ante los poderes piíbli- 
cos; y en todo y para todo, la  interposici6n do aquellos recursos 
que las leyes establecen como garantía eficaz cle todos los clerechos; 
el motín en las calles, el desorden dictando reglas cle co~idiicta, el 
atropello á los agentes de la aiitoriclacl, la clemancla colectiva re- 
vistiendo formas de imposición tumulti~aria y amenazadora, son 
.clelitos ciiya represión e,jemplar y severisima interesa al prestigio 
cIel Estaclo. 

No necesito estiinular en este punto el celo bien notorio rlel Mi- 
nisterio púhlico; .mas como en la perscc11ci6ii de todos los delitos 
cabe, sin infringir la ley, adoptar procediinientos clc mayor 6 mc- 
nor severiclacl, importa qiie este Centro fi.je el criterio que en lo su- 
cesivo ha de inspiral. á los señores Fiscales, el cual liabiR cle ser, 
sin ateniiación alguna, el del rigor más inflexible para cuanto con- 
cierna iL los clelitos perpetrados colectivamente y que por modo cli- 
recto 6 indirecto tiendan A la alteraci6n clel orden piíblico, A aten- 
tar contra la autoridad y sus agentks y á oponer A Bstos resisten- 
cias nunca justificadas, y menos cuando se pretende hacerlas pre- 
valecer por meclio de la  fuerza. 





injustas y aun sobreseimientos de causas indebidamente sustenta. 
das, liahr& cle ser m&s provechoso para la defensa legitima del 
principio de autoridad y para la  justicia misma, si desde los pri- 
meros momentos se le dirige & impedir que la intimidación ó la  

- venganza tomen la forma del proceso; pues en la medida en qiio 
se eleve el nivel de la prudencia para perseguir & los funcionarios 
públicos, decrecer& la propensión & patrocinarlos con infundados 

de competencia y qiieclarh mas alejada la necesidad del 
planteamiento de la  autorización previa para procesarlos. medios 
ambos que, 1 la  par que pueden poner en peligro el derecho del 
ciudadano, son ocasionaclos B perturI>ai. las buenas relaciones de 
los poderes y B producir lesiones en el p&stigio judicial, que A 
todos y para todo conviene en sumo grndo enaltecer. 

Pero la misma razón que me aconseja estimular el celo de los 
senores Fiscalcs & fin de que amparen ¿i los miembros del Poder 
Ejecutivo, cnando éstos se vean amagados de procesamientos iin- 
procedentes con ocasión de las fiinciones que les estin encomenda- 
dadas, me impulsa B encasecerles tocla la actividad y tocla la ener- 
gía posihles para promover el castigo inmediato de los actos que 
dichos funcionarios ejecuten 6 de las omisiones en que intiman 
cuando los unos ó las otras revistan, según la ley, los caracteres 
clc delito: que el interés individual se entregar& confiado d Minis- 
rio píiblico, una vez advertido cle que éste, sin contcmplaoiones 
ilícitas, promueve la persecución é insta la  sanción penal contra 
los que, debiendo ser fieles ejeciitores dc las leyes, conculquen sus 
preceptos. Y el Poder Judicial se fortalecer& con el auxilio eficaci- 
siino de la acción fiscal, nunca mzís necesaria que cn los procesos 
contra los funcionarios píihlicos, m8sime si éstos han delinquido 
por indebicla obediencia & manclatos de siiperiores que tengan en 
sus propios egoismos poderoso cstiinulo, y cn la autoridad qiic 
conserven meclios para enervar ó sofocar la  acción de los Tribuna- 
les dc justicia. 

Impresiona clolorosamente y acusa graves defectos en la aclmi- 
nistración cle justicia la enorme clesproporci6n que se observa en- 
tre los procesos siistanciaclos y las scntencias condenatorias. Malo 
es que esta desproporción consista en que qiicclen sin esclarecer 
los clelitos ó sin el merecido castigo las personas responsables, ya 



por imperfecciones t n  el procedimiento, ya por falta del auxilio y 
cooperación debidos R. la función judicial por parte de la  sociedad, 
la  cual no advierte de ordinario que se vuelven sobre ella las cen- 
suras y calificativos que dirige á los poderes públicos. Pero mbs 
sensible que aquel motivo de la aludida clespropomión seria el que - 
esta procediese de la abusiva tendencia S la  incoación de procesos 
por clelitos imaginarios 6 de la deplorable facilidad con que pudie- 
r a  perseguirse á personas cpe no hubiesen tenido participacibn en 
los realmente perpetraclos. A remediar en lo posible uno y otro 
mal, consagrarán los sefiores Fiscales todo su esfuerzo; y tanto mR.s 
lo harán en los casos de la  segunda hipótesis, por lo mismo que 
pueden obedecer á exageraciones cle celo ó á cquivocaciones & me- 
nudo aparejadas B la intención mBs delicada y recta. 

Dicho esto, paréceme innecesario hablar aqui de aquellos casos 
en que la libertad de las personas pueda hallarse restringida un 
solo momento mBs de lo estrictamente justo, bien porque se hubie- 
se acordado una prisi5n improcedente, bien por dificultarse 6 de- 
morarse la admisií~u de la fianza, para la  libertad, 6 por no decre- 

--se 6s' I ' .I pronto COLUO la inocencia clel preso resulte del proce- 
7e sobre lo funesto de las consecnencias de una prisión, 

n A m e  .:nando se la agrava con la incomnnicación del preso y 
ambas medidas se sufren bajo un regimen capcelario deficiente, y 
en muchos casos falto de cuantas condiciones debiera reunir para 
no hacer más aflictiva la situación del peissegiudo, están los respe- 
tos debidos al sentimiento de la  justicia. 

La propia entidad de estas consideraciones hace rechazar toda 
sospeclia cle que pudieran ser olvicladns 6 desatendidas. 

Pero siendo posible la excepción, y posible igualmente que los 
interesados se resignen & soportar la injusticia cle que resulten vic- 
timas, haciendo abandono de los recursos que las leyes les conce- 
den, 6 dejando de instarlos por temor, por ignorancia, por imposi- 

- bilidad del momento 6 por otras causas, seame permitido expresar 
aquí el convencimiento intimo cle que la libertad personal no pa- 
decerá nunca por modo censurable para los encargados de ampa- 
rarla si el Ministerio público vela colistantemente al  lado de los 
Jueces y Tribunales, y enfrente de ellos, si fuere menester, para 
que en ningiin caso dejen de ser verdad las garantías con que la 
Constitución y las leyes aseguran sabiamente el religioso respeto á 
todos los derechos. 



Colocado este Ministerio al lado del Poder Judicial, y contribu- 
yendo con él á la  aplicación de las leyes penales casi siempre, y 
en algunos casos tambibn B la  de las leyes civiles, llegan 5 apare- 
cer identificadas ambas instituciones, hasta el punto de quc los 
ciudadaiios ven en los Tribunales 3- en rl Cuerpo fiscal todo el po- 
der encargado de la aclministración de justicia. Los scñores Fisca- 
les obraran bien si sostienen y fomentan por su parte esta unión 
con un poder que honra al  que coadyuva B sus funciones augustas. 

Mas coino quiera que las autoridades judiciales, por lo mismo 
que son definidoras del derecho en concreto, se hallan estrictamen- 
te suborclinadas B la  regla positiva, el Ministerio fiscal debe cui- 
dar con especial interbs cle la verdadera y legitima observancia 
de Bsta, promoviendo la responsabiliclacl, previa consiilta de este 
Centro, por las infracciones que cometan los encargados de su de- 
claración, y procurando saber de ellas sin esperar la iniciativa del 
interés individual, de ordinario contenicla por el temor B los dis- 
penclios y molestias que ocasiona el ejercicio de un recurso, el cual 
por su extraoi-dinaria gravedad siiscita aclembs, entre otras cles- 
confianzas, la  del éxito qiie pueda recabarse de iin juzgador de la 
propia clase $ que pertenece el acusado: que la infraccibn mani- 
fiesta de la ley, la injusticia notoria y la ignorancia 6 negligencia 
inexcusables, siquiera cle momento no afecten otras exterioridades 
que las de la lesión de un derecho meramente privaclo, lastimaii tan 
hondamente el interés social, que apenas si aquel derecho, una vez 
patente el agravio, logra ocupar en el juicio púb!ico un lugar de 
relativa preferencia. / 

No han de prevalecer la suspicacia y la  malicia que conducen 
al olvido de la imparcialidad con que deben ser examinados y de 
la rectitud con que deben apreciarse los casos de posible responsa- 
bilidad, pero tampoco la idea, á todas luces falsa, de que el honor 
de los Tribunales requiere la oscuridad y el silencio sobre aquellas 
resoluciones que hayan podido ser dictadas con menosprecio de la 
justicia: que el respeto debido los funcionarios del orden judi- 
cial habrB de fortalecerse tanto mQs, cliclio sca en justo reconoci- 
miento A siis virtudes, cualido nlas se facilite la ohra de la  depu- 
ración de siis actos. Y claro es que al Ministerio p~iblico corres- 
ponde, por modo directo é inniecliato, dcsarniar en este punto los 
recelos de la opinión; empefio, aunque dificil, realizable, habida 
consideración ii, que los Tribunales españoles tienen en su abono 
tradiciones honrosas de moralidad, las cuales pueden contrastarse 
á toda hora en el hecho evidente de que los dignos funcionarios 
que los constituyen, aun los que 'lograron alcanzar las mayores 



jerarquías después de haber consagrado sus mejores afios al servi- 
cio de la justicia, allB se retiran en avanzada edad B sus modestos 
hogarcs, contando apenas con los medios neeesarios para subvenir 
B las primeras y m,Zs apremiantes atenciones de la vicln. 

Mas por eso niisiilo, ,Z la excepción, que deslionra, hay que opo- 
nerla todas las severiclacles de la Ley, á cuyo fin, si no me siento 
estimulaclo B excitar el celo de los seiiores Fiscales, que me es bien 
conociclo, habr8 cle serme perniitido expresar el concepto de que, 
en bien dcl propio prestigio cle los Tribunales, ya que no fuera por 
otras consideraciones de un orden toclavia superior, estimo mbs 
punihle la  tolerancia coi1 la prevaricación que la prevaricación 
misma. 

Los Fiscales, mis dignos subordinaclos, B quienes 11aniar0 coi1 
mayor giisto en adelante mis quericlos coinpaireros, subordiiia 
clos todos conmigo d los prceeptos cle la Ley, se servir611 tencr por 
expresada aqiii la confianza que me inspiran en mérito á sus rele- 
vantcs dotes cle rectitud 6 inteligencia: que, á no ser por ellas y 
por el honraclo y clecidiclo concurso qiie de todos espero para mi 
dificilisinia gcstióii, no se atciiuara en mi Bnirno el natural temor 
que le embarga ante las responsabilidades de un cargo que tan 
inincrecidaincnte me enaltece. 

Dios guarde 6 V. S. miichos años.-Lucictno Puga.-JInclrid, 
Julio 29, 1895. 



CIRCULAR 

El estudio que al posesionarme del cargo con que S. M. me ha 
honrado he tenido que hacer de las Memorias que, en cumplirnien- 
to de lo que dispone el art. 15 de la Ley adicional L la orgdiiica del 
Poder Judicial, dirigen anualmente los Fiscales de Auclieucias pro- 
vinciales L los cle la territorial respectiva y bstas A su vcz i t  la - 
Fiscalía del Tribunal Supremo, me ha persuaclido dc lh convenien- 
bia, y aun necesidad, de dictar algiinns reglas 'que den uniformi- 
dad L esos trabajos que por su naturaleza, y con arreglo L la inente 
de1 legislador, tienen gran importancia y constituyen acaso la 
labor mLs trascendental cle cuantas se encoinienclan A nuestro Mi- 
nisterio. 

El Poder supremo no tiene medio tan seguro, clirecto y eficaz de 
conocer la  manera de funcionar los Trib~lnalcs de justicia, ni las 
dificult~des Ó inconvenientes de determinados preceptos legales, 
como el que le proporciona la atenta observación del Fiscal, es-  
puesta de momento en los casos urgentes, 6 consignada en los 
clemLs, con las observaciones y razonaniientos que su celo le sugie- 
re, en esos resúmenes L que cada funcionario aporta el fruto cle sil 
experiencia en el Tribunal cle que forma parte y que mLs tarde 
recoge el jefe del Jfinisterio piiblico para presentarlo al  tiempo cle 
la  apertura de Trihiinales, y cn forma n~iis solemnc y pública, d 
la  consideración del Gohieriio. 

Sin vana jactancia se puede afirmar que la institución fiscal, de 
tan gloriosa liistoria en nuestra patria, ha contribuido en grado 
eminente, al cumplir, son la religiosa fidelidad con que las cumple 
todas, esa obligación que la Ley le impone B difundir el recto senti- 



do de disposiciones legales que, por lo estrecho y limitado del recur- 
so de casación, no pueden sometei.se á la sabia resolución del Tribu- 
nal Suprenio; y yo creería faltar á un deber sagrado si no rindiera 
el tributo de mi admiraci6n S mis ilustres predecesores, por la ma- 
nera brillnntisima con que en materia de tan excepcional interBs 
desempeñaron su cometido. 

No son sólo las Memorias de los Fiscales una especie de cristal 
por donde cl Poder público y la Nación pueden ver la manera como 
funcionan los Tribunales de justicia; no son sólo un valioso auxi- . 

liar de la cultura jiiridica del pais, sino quc son el medio más ade- 
cuado y positivo de que el Fiscal del Tribunal Supremo pncda 
apreciar las cualidades de inteligencia y laboriosidad que adornan 
á sus subordinados, y ostimar en su justa medida el merito por 
cada uno contraído en el cumplimiento de su dificil y honrosa 
misión. 

Dicho se estk con esto que, tanto por razones de un orden más 
general, cuanto por las propias y peculiares de nuestro instituto, 
en armonia con las obligaciones del puesto que ocupo, wncedo á 
los trabajos :i que aludo toda la importancia que en realidad tienen: 
mas si bien me complazco en reconocer que todos los seiiores Fisca- 
les vienen realizándolos con puntualidad, ilustración y rectitud de 
propósito, los sistemas á que en su desarrollo obedecen son distin- 
tos, las materias que tratan también diversas, y del conjunto re- 
sultan dcficicncias que, por más que hayan de imputarse en pri- 
mer t6rmino A la misma indeterminación del precepto legal, vacio 
que procuraron llenar, y llenaron, con relación á su Bpoca, las cir- 
culares de este Centro de 30 de Abril de 1883 y 1 . O  de Setiembre 
de 1884, estorban y perjudican á los fines á que aqu6llos han de 
dirigirse para que los resultados correspondan al pensamiento del 
legislador. 

Hay más: no habré de encarecer cuanto con el Jurado se rela- 
- ciona. Según los numerosos antecedentes que tengo á la vista, la 

Fiscalia del Tribunal Supremo, desde el instante mismo de la pro- 
mulgación de la Ley de 20 de Abril de 1888, viene consagrando una 
atención constante y preferente al  funcionamiento de aquella ins- 
titución. Entregarla A nuestra solicitiid, disponiendo de medios pa- 
r a  deseuil>arazar do obst&culos su camino, no podríamos excusar 
una gran parte dc responsabilidad si por falta de vigilancia y cui- 
dado llegase á perder el prestigio con que la Ley quiere que viva. 
De aquí la: circulares 6 instrucaiones dictadas en casos particula- 
res por las dignas personas que nie precedieron en cl cargo, dirigi- 
clas A inculcar en el Ininio clc los funcionarios del orden fiscal la 



iinpcriosa ncceddad de que pongan de su parte el mayor esmero, 
no sólo en los juicios en qiie intcrvienen los Jiicces de liecho, sino 
en todos los detalles, actos y tdinites que establece la citarla Ley, 
desde la forniación de las primeras listas liastn que el Juracla ter- 
mina sil cometiclo. Pues bien; aparece desde Iiiego extraiio que una 
materia que ha sido objeto de incesante preocupaciún para esta 
Fiscalia, no tenga en las iilemoriaS cle los seflores Fiscales un des- 
arrollo proporcioil~do á su iiuportancia. En unas se trata muy so- 
meranlcnte; en otras sc hacen por insidcncia ligeras indicacioncs, 
y en muclias manifiestan sus autores que nada tieiicn que añadir 
á lo qiie acerca clel Jurado expusieron al Rfinisterio de Gracia y 
Justicia en la Mcmoria que A ese Centro elevan cliuante cl nics clc 
Enero de cada año, conforme les cstk prevenido. 

Una vez señalado el inconveniente, argiiirin reprensible indife- 
rencia continuar por m8s tiempo así. Seguro como estoy de que los 
señores Fiscales lian de prestarme sn leal concurso, no vacilo en 
imponerles algún mayor trabajo, á cambio de las notorias ventajas 
que de él se han de reportar. 

Enlazado con lo que debe ser objeto de las iileniorins está lo re- 
ferente á la estac~istica. El medio m&s comprensivo y breve de exa- 
minar los servicios lo constituyen los estados. Una buena g clctn- 
llada estadística seria el complemento de las que presta el Ministc- 
rio piiblico, y brinclaria, con la enórgica concisión de los núineros, 
enseñanzas tan interesantes como f8ciles de recoger. Registrando 
la colección de circulares de esta Fiscalia se obscrva su aspiración 
& poseer datos estadísticos complctos que dieran idea exacta de 
todo lo que directa 6 inciirectamcnte atafie al ejercicio de la fun- 
ciún fiscal. El número y calidad dc los estados que A los seilorcs 
Fiscales se exigian variaba, no ya so1:imente por el influjo de de- 
terminadas circiinstancias, sino adcmás por los IIIR~OTCS ó menorcs 
eleinentos con que se contaba para la confección cle los resúinenes 
estaclisticos. 

En 10 de Octubre dc 1803 el Excmo. Sr. D. Eduardo Itartinez 
del Cainpo, que dejó en este Centro liuella tan profiinda de sus ini- 
ciativas y talentos, estab!eció un servicio especial de estadistica, 
el cual, adicioiinclo por otras clisposicioncs snyas posteriores, cs cl 
que se halla v i~en te .  Yo reconozco que ese servicio respuncle á iin 
plan sabiainentc meclitndo; pero, disniinuiclo el personal conside- 
rablemente, reducido cl materia! á una cifra que no llega cubrir 
las atcnciones mlis urgentes, sobrecargarlas las Fiscalias de gra- 
ves y perentorios trahajos, los Fiscnles, aunque siimisos al manda- 
to de sn jefe, csponen con respetuosa insistenciti. qnc se Ics euiiua 



del aliiclido servicio quc muclios se ven precísadoa B hacer pcrso- 
nalmente y A escribir dc propia mano por falta cle persona que lo 
haga, resintiEndosc el trabajo de la premnra g el apremio con que, 
solicitados por otras ocupaciones indeclinables, tienen que reali- 
zarlo. 

Confieso que me duelc alterar lo prescrito en la citacla circular 
de 10 de Octubre del 93, tan convencido cstog cle su utilidad; pero 
no dejo cle conocer que los funclamentos en quc se apoyn el rucgo 
de los Fiscales son atendiblcs, y, aunque coi1 pcna y sin rennnciar 
I la esperanza de que circi~nstancias inejores me permitan cn plazo 
no lejano restablecer en todo sil vigor la mencionada circular, ó 
cuando incnos organizar el servicio cstaclistico de la manera mAs 
aproxiinada :L lo quc dcbe constituir la aspiración en este punto, 
consiento en siispcnrlcr por ahora SU observa&ia, y, sin perjuicio 
de las nuevas instrucciones que crea oportuno dictar, hahra de 
entenderse sustituida aquella por la de 10 de Enero cle 1491. 
(LOS seiiores Fiscales, pues, observarkn, en cuanto A la reclaccióti 

de las Bleiuorias g confección de estados, las reglas signientes: 
l.' Ernpezarh la l\demoriw que los Fiscales de las Audiencias 

provincialcs han de remitir al de la territorial respectiva cn el pe- 
riodo que marca el art. 15 de la Ley adicional A la  orgknica del 
Podrr judicial, ~xp~esailclo el número de asuntos criminales cles- 
pachados por la Fiscalia y el de los pendieiites en 1.' clc Mayo, 
clasifie8nclo!os con arreglo á. la naturaleza dc los delitos. 

2." Indicar& qiié delitos son los qtie más frecuentemente se co- 
meten en la deinarcación de Ia provincia, aumento ó disminución 
que en ella haya tenido la criininelidad con respecto al ailo ante- 
rior, n~otivos R que en su concepto obedezca el incremento, si lo 
hubiere, y medidas que crea deban atloptarse para combatirlos. 

3.' ExpresarA los asuntos clespachados personalmente por el 
Fiscal y los que lo hayan sido por onda uno de sus auxiliares, dcl 
terminando las causas en quc cada cual hubiere asistido la vista 
6 A los debates del juicio oral. 

4." HarA constar de quE manera han ejcrcido la inspección cn 
cada sumario, distinguiendo aquellos en que este servicio se hu- 
biera deseinpeilado persounlmente por el mismo Fiscal ó por cada 
lino de sus auxiliares, y expresando los casos en que esa inspec- 
ción se Iia delegado y los funcionarios I quienes la delegación se 
haya confcrido. 

5.' Bien haya sido la inspccción personal, bien delegada ó por 
testimonios, manifestar& el resultado que haya ofrecido y los de- 
fectos que considere mAs frecuentes en la iqstrqcció~, 



6.& Por las noticias y datos que cada Fiscal procurar& adquirir 
previamente por medio cle sus representantes, ,de los Fiscales mii- 
nicipales 6 por otros conductos fldedignos, hará las indicaciones 
que consideix oportunas acerca de la manera de funcionar en lo 
criminal los Juzgados municipales, garantias que ofrezcan 6 de- 
fectos de que puedan adolecer, expresando la causa de que di- 
manen. 

7.& Expondrán igualmente Ias dificultades y dudas quc les 
pueda haber ofrecido la aplicación de la Ley de Enjuiciamiento 
criminal 6 cualquiera otra de cuya int~rpret~ación se trate, la so- 
lucibn adoptada en los respectivos casos y reformas que conven- 
dría introducir, manifestanclo tambi6n la cooperación que lcs hii- 
biesen prestado los Jueces instnictores en la formaci6n de los 
sumarios, y haciendo cuantas observaciones les sugicra su celo O 
ilustracibn en bien de la administración de justicia. 

E;." Jurado.-Primeras listas.-Modo de formarse, d1:fectos de 
que suelan adolecer y remedios que pudieran adoptarse.-Asenti- 
miento ó repugnancia de los ciudadanos á figurar como Jurados, 
excusas que aleguen, recusaciones motivo en que se funden.- 
Recusaciones sin causa y motivo probable S que obedezcan.-Ca- 
sos en que se haya acudido 6 sorteo supletorio por no concurrir el 
número prevenido cle Juraclos y suplentes.-Mérito que hagan de 
las pruebas los Jurados y criterio de benignidad ó severidad, se- 
gún la naturaleza clel delito, circiinstancias del presunto delin- 
cuente 6 según consideraciones de otra inclole de que se hará ex- 
presión.-Casos de rcforina y revisión del veredicto, y juicio critico 
de la institución en orden al interés de la  justicia y de la sociedad. 
9.U Dcntro del mes de Mayo, los Fiscales de Audiencia provin- 

cial reniitiran una copia de la expresada Memoria á la Fiscalía de 
este Tribunal Supremo. 
10. Los Fiscales de las Aucliencias territoriales ajustarán sus 

Memorias 9 las reglas que anteceden, y además tratarán los si- 
guientes puntos:-(a). Relación nimerada de las consultas que so- 
bre diidas ó clificultades que acerca de la aplicación de las leyes, 
señalaclamente en las cle Enjuiciamiento y Jurado, Iiubieran hecho 
los Fisciiles de las Audiencias provinciales, y resolución que S cada 
una hubieren dado.-(6). Las que ello; iiiismos entienclan deber 
hacer á esta Fisoalia, relacionánclola~ y numerándolas por el orden 
de los articulas ó disposiciones objeto de consulta.-(c). Coi1 dete- 
nido estudio de los antecedentes que hubieren recogido, en cum- 
plimiento dc las circulares de 2-1 de Octubre de 1893, inserta en la 
p.". 153 de la Afemoria del mismo afio, y de 5 clc Junio íiltinlo, 



publicada en la Gaceta de Madrid cle 9 del propio mes; precisarbn 
¡os resultados que ofrezca la acción fiscal en los asuntos civiles en 
qiic intervinicren, cuidanclo de hacer observaciones concretas y 
de consignar clatos sobre cada una cle Ias seis ínstrucciones que 
comprende la referida circular de 5 dc Junio del corriente efio, clc 
cuya ejccución, por su trascendeiicia para el prestigio clel Ministe- 
rio fiscal en uno de los ramos de la Aclmiiiistración de Justicia que 
la ley confia d su viriliclacl y 'tutelar iniciativa, Iiabrdn de ser ce- 
losos guai.dianes los Fiscales, inspir5ndose en las poderosas razo- 
nes que Q cstc Centio Iian impiilsaclo para trazar las enunciadas 
reglas.> 

11. En cuanto al funcionario que ha de redactar la Memoria, 
se observar& lo que prescribe la regla de la  antes citada circu- 
lar de 1 . O  de Septiembre de 1884, inserta en la cle esta FiscaIía clel 
mismo nilo, pdgina 63. 

12. Se releva, por ahora, Q los seilores FiscaIes del servicio ' 
estadístico exigiclo por la circular de 10 de Octubre de 1893 y por 
las dem&s que sobre el pqrticiilar se hayan dictado con postcriori- 
dad y se restablece la clc 10 de Enero de 1891, inserta en la Me- 
moria de ese ano. -- 

Recomiendo A los señores Fiscales el exacto cumplimiento de 
las anteriores reglas, y les encargo que depositen un ejemplar cle 
la presente instruccióii en el archivo clc la Fiscalia, para conoci- 
miento de sus sucesores, acus!inclouie recibo d correo vuelto. 

Dios giiardc ti V. S. iuuclios aiios. Madrid, 30 de Julio de 1895.- 
Lucictno Ptcgn.-Sr. Fiscal cle la Aiidiencia de ... 



CIRCULAR 

. En contestación A las muclias consultas heclias por los Fiscales 
de las Audiencias B esta Fiscalia pidiendo instrucciones para resol- 
ver las dudas que les sugiere el cumplimiento del Red  decrcto de 
indulto de 16 de los corrientes, y al objeto cle que las pretensiones 
6 informes del Ministerio púl~lico respondan A un criterio iinico en 
la materia, creo de mi deber señalar algunas reglas, A fin de que 
acomoden A ellas sus dictimenes los funcionarios fiscales. 

La Real gracia de que se trata no comprende las multas ni las 
faltas, ni las penas impuestas por ellas, ni tampoco la responsabi- 
lidad subsidiaria por multas ni por inclemnizaciones. 

El desistimiento A que se refiere el art. 6 . O  clel Real clecreto an- 
tes citado es extensivo 1 todas las causas en que sc trate de cleli- 
tos á que la. Ley impone la pena de arresto mayor, cualquiera que 
sea el estado en que aquellas se enciientren, sin perjuicio ¿le que 
se tengan en cuenta Ins restricciones del articulo en cuanto sean 
aplicables. 

Atendido el contexto dcl art. l.(', excluído del indulto el 
clelito de disparo de arma de fuego contra persona determinada, y 
así deberán sostenerlo los Fiscales en los casos dc esta índole que 
5 su informe se presenten. 

Cuando en una causa no haya procesados, es de necseaidad ee- 
perar S que los haya para decidir si es 6 no aplicable la Real 
gracia. 

Debe consiclerarse comprendida en ella la imprudencia cuando 
nsi corresponcla por razón del delito fi que la misma se refiera 6 por 



razbn de la pena, es decir, según que aquél esté comprendido en el . 
art. 1 . O  6 ésta en el 6.' del repetido Real decreto. 

El indulto no comprcnde la multa, como antes se ha indicado, 
pero si con ella hubicre otra pena conjunta, ser5 indultada ésta si 
procede. 

Tampoco alcanza B los procesados por dos 6 inBs delitos, y ,  por 
consiguiente, con respecto á los que se encuentren en esas circuns- 
tancias no deberá desistir el Alinisterio fiscal. 

Cuando no sean apreciables la  pena ó las restricciones que enu- 
mera el art. 7.O, no so desistirii hasta que una y otras se puedan 
apreciar. 

El desistimiento tcndrB lugar desde luego cuando la pena seiía- 
lada al delito sea seguramente la de arresto mayor; si no puede 
estimarse éeta, bien por las circunstancias modificativas de la res- 
ponsabilidad, ó bien porque afin no conste si existe alguna de las 
restricciones del art. 7 . O  en cuanto sean aplicables, se esperará á 
que en cualquier estado del proceso y por los antecedentcs que se 
traigan al mismo tales circunstancias sean conocidas y pueda ser 
apreciada con seguridad la pena de arresto mayor. 

Cuando hay dos ó más procesados, el desistimiento sera s61o para 
el que se halle en las condiciones señaladas en el Real decreto, no 
para los otros. 

El desistin~iento pone término A la causa por delito pfiblico, aun- 
que haya qiierellante particulai, reservando A Bste sil derecho con 
respecto á las responsabilidades civiles. 

ltecomiendo A los Sres. Fiscales que interpongan la acci6n de su 
Ministerio para que se proceda con la mayor actividad A fin de 
evitar los perjuicios que cualquiera ctilaci6n piidiern originar. 

Dios guarde A V. S. miiclios aiios. Madrid 30 de Mayo de 1894.- 
El Fiscal interino, Jzbnn cle Aldnna.-Sr. Fiscal cle la Audiencia 
de ..... 



CIRCULAR 

Por consicleraciones fáciles cle comprcnclei., y que espero lian de 
ser apreciadas en su geniiíiio y recto sentido, Iic procurado clu- 
rante el período en que, interinamente, ejerzo la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo, no dirigir otr:u iiistriicciones Q los seiiorcs Fiscales 
que aqnellas qire reclaman las circunstancias dc determinados 
cesos particulares ó las vicisitudes de los asuntos que, por clisposi- 
ciones especiales 6 por via de consiilta, se someten A la resolución 
de este Centro. Esta linea cle conducta, que entiendo responde B 
las exigencias de mi sitiiación, tiene que interiuuipirse siempre 
que la conven!encia para el incjor servicio lo aconseje 6 la necesi- 
dad lo iniponga; y hoy creo llegado cl moiilento de hacer iiso cle la 
fiicultacl que confiere el número 2." clel art. 8.18 cle la Ley orgbnica 
del Pocler judicial, para que la acción del Minist-rio piiblico, cjer- 
citada una vez m6s con clecisión y energia, coiitribnya poderosa- 
mente 9 fines cle un orden elevado y trascenclental, corrigiendo 
lamentables ahiisos que no pueden cometcrse sin grave daiio del 
interEs de la Nación y ponienclo un dique eficaz, por niedio del 
justo cscariniento, la insana coclicirt. cle especuladores de niaIa fe. 

Sabido es qiie la industria ~ in ícola  constituye cn nuestro país 
una fuente cle riqueza, aun ciiando en la actualiclad, por causas 
que deben reputarse transitorias, sofra considerable quebi-anto. 

Los actos, piics, que inspirados en un innioclerado afCln de lucro, 
tienen por objeto adulterar los vinos y falsificarlos con mezclas cle 
sustancias cxtrafias, adelnrZs clc sel. n~oralmei~tc reprobables y le- 
galmente criminales, constituyen un verdadero atentado contra 
el iiiterks comiin y contra el crkclito de la  producción nacional. 



Claro es que nosotros no somos los directamente encargados de. 
prevenir ta,les excesos. Esa misión incumbe á las autoridades gu- 
bernativas; y ,  si menciono este aspccto de la  cuestión, es sólo para 
remarcar la vital importancia de la materia en que mc ocupo. 
Por 10 demhs, la  vigente legislación bicn & las claras demuestra la 
atención preferente que el Gobierno cle S. M. viene consagrando d 
toclo cuanto tiene rclación con diclios abusos, como lo prueban, 
entre otras disposiciones, las Reales Ordenes do 12 y 14 de Marzo 
de 1879, 1 G  de Agosto de 1885, Real Decreto clc 7 de Enero de 1887, 
Real Orden de 19 de Diciembre de 1890 y singularmente el Real 
Decreto de 11 de Marzo de 1892 y Reglamento para su ejecución, 
aprobado en 2 de Dieiembrc clel mismo ano. 

Mas, si directamente no, cle una manera indirecta podemos y 
debemos coadyuvar A ese propósito, redoblando la vigilancia para 
que, no sólo se sometan R los Tribunales de represión todas las 
transgresiones que en ese concepto se cometan, sino que se desem- 
b a r ~ c e  dc obstdculos el procedimiento y siga de cerca á la pcrpe- 
tración del hecho el merecido castigo c:n IR severidad g el iigor 
qiio la ley consienta. 

V. S. conoce los artículos dcl Código penal que pucclcn ser apli- 
cables. El 356 pena á los que con cualquiera mezcla nociva A la 
salud alteren las bebidas ó comestibles destinaclos al consumo pú- 
hlioo; y los términos de cste precepto son bicn claros. No se 
requiere para que haya delito que la alteración ó adulteración 
prodiizca dano, pues entonces el daño produciclo seria un  nnevo 
factor que aumentaria la responsabiliclad clel culpable; no se nccc- 
sita tampoco que el caldo 6 el comestible adiilterado se cxpcnda, 
si110 que basta que la aclultcración se haga en las bebidas cuando 
cst6n destinadas al  consumo piiblico, para que el delito quede pcr- 
feccionaclo y sea &sdc luego imputable d su autor. Si la mezcla no 
es nociva á la sal~~cl, pero si de las que enumera el art. 3 . O  del Real 

- Decreto de 11 de Blarzo cle 1892, poclrá haber fraude comprendido, 
segiin los casos, en el art. 547 ó en el titulo 2.O del libro 3 . O  del ci- 
tado COdigo. 

Aliora bien: tenienclo en cuenta las citas legales que acabo cle 
apuntar, reconiiendo tL V. S. que se ponga de acuerdo con la auto- 
ridad gubernativa de esa población B fin de que le d6 conocinliento 
inmediato de cuantos hcclios de la, naturaleza mencionada se cles- 
cubran y ,  lo nlismo por las noticias que de esa autoridad ó de sus 
agentes reciba, que por las que adquiera por ciialquier otro con- 
ducto, sin esperar b 18 reniisión del tanto de culpa cle que habla 
el art. 29 dcl R-glalnento dc 3 de Diciembrc dc 1892, proceda d 



formular la correapandiente querella, cuidanilo de que la inspee* 
ci6n de los sumarios se verifique personalmente, bien por V. S. 6 
sus auxiliares, 6 bien por los respectivos flscales municipales 6 re- 
presentantes del Ministerio fiscal, cuando los hechos ocurran fuera 
de esa ciudad y las circunstancias del mismo no exijan la presen- 
cia de un funcionario propietario de los adscriptos & esa Fiscalia. 
Al propio tiempo deber& V. S. dirigir an&logas instrucciones k los 
flscales municipales de la  provincia, los ouales habr&u do darle 
noticia de los hechos de esa índole que en sus distritos oourran, 
y V. S. á su vez lo hark 6 esta li'iscalia en el plazo mCls breve po- 
sible; 

Espero que V. S., penetrado de la excepcional importancia que 
reviste la  materia objeto de la presente circular, secundar&, con el 
celo de que el 1Linisterio piiblico da constante ejemplo y por cuan- 
tos medios el legislador pone 6 su alcance, el pensamiento que la 
informa. 

Dios guarde ti V. S. muchos d o s .  
hladrid 12 de Diciembre de 1894.-E1 Fiscal interino, JUAN DE 

ALDANA Y CARYAJAL.-&S, .FiscccZ de Zcc A u d i e n c i a  de , . , , ,  



CIRCULAR 

Al ocnparse esta Fiscalia en su Memoria íiltima de algunas de. 
lns dificultades que en cierto modo impiden ó enervan la acción 
del Ministerio Ascal en los asuntos civiles en que esta llamado B 
intervenir, hubo de referirse tan s610 9. las que no pudiendo ser re- 
movidas sino por la soberana decisión de los Altos Poderes, reque- 
rian las respetuosas excitaciones que allí consignb. 

Hay otras, empero, que la diaria experiencia 'evela, y que, si 
bicn lamentables, tienen seguro remedío en la apIícaci6n de los 
elementos previsoramente dispuestos por el legislador. 

Con l a  prndencia del que conoce h fondo las cosas y tiene la 
conciencia del deber acomodada á las circunstancias de su realiza- - ción, el que fué nuestro dignisimo Jefe, Sr. Martínez del Campo, 
trazó en la Circular de 24 de Qc$uBi.~,.de~1_893~una norma de con- 
ducta sencilla y factible. De haberse observado como era debido, 
el Fiscal del Tribunal Supremo, ejerciendo las funciones que le son 
privativas, hubiera podido obtener en casación la reparación de lo 
que conceptuara errores judiciales. Las observaciones en casos con- 
cretos no han bastado ¿i imprimir el movinliento general y unifor- 
me que requiere la transcendencia de nuestra misión en ese ramo 
del orden jurisdiccional; las cosas continúan poco inenos que si la 
Circular no existiese, y no pudiendo defender una sentencia cuan-- 
do el fuiicionario del Minivteiío fiscal, en las instancias del pleito, 



Bostuvo pretensiones contrarias, ni combatirla, no siendo dicho Mi- 
nisterio el recurrente, iii adherirse al recurso por otro litigante 6 
parte interpiiesto, ya que este g8nero de defensa, lícito en lo penal, 
no lo es en lo civil, la negligencia, el olvido, en una palabra el in- 
cumplimiento de ineludibles deberes de sus subordinados, colocan 
a1 Jefe clel Ministerio público en una situación insostenible, por el 
desprestigio consigiiícnte á la nnulaci6n de sus faciiltacles. 

Si es urgente corregir este estado de cosas que afecta B los 
asuntos en que en realidad intervicne nuestro Instituto, no lo es 
menos asegurar su intervención allí donde In Ley la reclama, como 
medio de reintegrarle en el conjunto de sus deberes y atribuciones 
para el nlto fin tiitelar & que obedeccn. 

Tanto en la referida Circulnr como en la de 8 de Mayo de 1889 
y en el articulo 838 de la Ley org8nica del Poder juclicial, en rela- 
ción con los novisimos Códigos y Leyes de Enjuiciamiento civil y 
otras especiales, se encuentran las fuentes para apreciar hasta 
dónde puede extenclerse nuestra intervención y á poco que se estu- 
dien se comprende que no es muy rediicicla su esfera y que siem- 
pre entrafla un interes pdblico notorio. 

Respondiendo al deber en que las circi~nstnncias me ponen, v 
&seoso de mantener las honrosas tradiciones de nuestro Rlinisterio 
en punto B la severidad y pureza de su disciplina para la unidad de \ 
criterio y de acci6n tan necesarios como útiles en orden á la recta 
administracidn de justicia, he acordado dirigir á los seflores Fisca- 
les de Ins Audiencias territoriales las instrucciones siguientes: 
1." CumplirBn, por su parte, y harzin cumplir á sus respectivos 

subordinados, con toda puntualidad y exactitud lo preveniclo en la 
Circular de 24 de Octubre de 1893. 

2." Recogeran, por los meciios propios á sil alcance, cuantos 
mtecedentes sean precisos para conocer la existencia de pleitos 6 
expediente6 civiles, 1 fin de que nuestro Ministerio interponga su 
oficio en los que versen sobre el estado civil de las personas, inter- 
vengan en todos los deiilRs en que corresponda y sea asimismo oido 
cuando la solicitud promovida en acto dc jurisclicción voluntaria 
afecte B los intereses públicos 6 se refiera persona ó cosa ciiya 
protección 6 defensa competan B l a  autoridad, en armonia con lo 
previsto en el artículo 838 cle la  Ley organica clel Poder judicial, 
en los novisimos Códigos, en la Ley de Enjuiciamiento y otras cs- 
peciales. 

3.9 Si los medios propios no fucrcn bastante eficaces para el 
objeto indicado, requerirdn los Fiscales en dehida fornia el ausilio 
de los respectivos Presidentes de lae,A~~diencias, los cuales IiabrLn 



de prestárselo, B tenor de lo ordenado en el número 16 del citado 
artículo 838 de la Ley orghica,  y será de resultados provecliosos 
si dichas Autoriclades utilizan su celo para el mejor servicio de la  
aclministración cle justicia, con relación á los Auxiliares cle los Tri- 
bunales y 5 los Jueces de primera instancia y inunicipales de su 
territorio, como estQ previsto en el articulo 5." de la misma Ley; 
y si por los Fiscales se promueven sin contemplación alguna las 
cwreccioncs disciplinarias, en su caso procedentes, segiin las fa- 
cultades que aquella Ley les otorga en sus articulos 735 y 736. 

4.n Micntras otra cosa no se cleclarc por quien corresponda, 
servirá de criterio al Ministerio fiscal para aprcciar «que pleitos 
sobrc estado civil» son los á qiic se coiitrac el número 5.' clel ar- 
ticulo 838 clc la Ley orgAnica rlel Poder judicial y rn que debe in- 
terponer su oficio el contenido de los articulos 483, núniero 3.", cle 
la Ley de Enjuiciainiento, y 60 dc la clel Rcgistro civil; entendikn- 
dose por intc~ponci~, foriiializar por ineclio clc un pecliniento alguno 
cIe los recursos legalcs; y ,  por tanto, derliicirkn cstos los Fiscales, 
siempre que tuvicseii noticia, por cualquier iiicclio aiitentico, de 
que eii la  Audiencia 6 cn algiin Juzgado de su territorio se trami- 
tan pleitos 6 expeclieiitcc sin sn iiitervención, del~ienclo tenerla. 

1 5.IL Como son nulos los actos ejecutados contra lo dispuesto en 
la Ley, salvo los casos en quc la iiiisma Ley ordenc su validez, se- 
gún el articulo 4.' clcl Código civil ; y como la nuliclacl de actua- 
ciones ó de alguna providencia motiva inciclente que, por ser>+ de 
obstáculo d la continuación del juicio, exige un pronunciamiento 
previo, conforine al articulo 745 cle la Ley clc Enjuiciamiento, tal 
incidente habrs clc promoverse por los Fiscales si B la primera pe- 
tición para que se les cle entrada en el asunto no se clecreta, coi1 
infracción de la Ley que preceptúe su intervención. 

G." Siempre qiic se prcpare recurso de casación en el fondo 6 se 
intei'ponga cl de quebrantamiento de forma por cualquier litigan- - te O interesado en asunto eii que haya intervciiido el Miiiisterio fis- 
cal, dar& parte el Fiscal B esta Fiscalía inmecliataniente que fuere 
eiuplazaclo, informanclo á la vez con prccisión y claridad cle la ma- 
teria, del pleito, peticiones que se liubiercn deducido cn anibas 
instancias por el Ministerio fiscal y sus fundamcntos; y si ,la sen- 
tencia fuese contraria Q clichas pretensioiiec, expresará el informe 
la razón que existiese para no preparar el 'ecnrso de casación. 

Si el recurso se preparase por el Fiscal, reulitir8 Bste sin pkrdi- 
da cle tieiiipo la certificación de la  sentencia, con suscinta y razo- 
nada exposición de los inotivos en que se c repse  que deba fundar. 
se la iiiterposición. 



Sirvase V. S. participarme cpmlar enterado dc la presente 
Circular y comiinicarme cuanto disponga para su fiel cumpliniien- 
to. Dios giiarde B V. S. nluchos ailos. Madrid 5 de Junio de 1895. 
E1 Fiscal interino, Ju.4~ DE ALDANA. 

Seiio). ljTiscnl de l a  Az~tiiencia terr i to~inl  de . .  . . . 



APENDICE SEGUNDO 

INSTRUCCIONES ESPECIALES 

DADAS Á LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS DE L A  PEN/NSULA í I S L A S  ADYACENTES 



Inst rucciones especiales dadas l o s  Fiscales de l as  Audiencias de l a  Peninsula i i s l as  adyaiientes 

Consultada esta Fiscalia acerca de la conducta que debe obser- Cuenca. - 
var el Ministerio fiscal en el caso de que en un. juicio por Jurados  t. se d e  l n  
hubiere solicitado la absolución de los procesados despues de prac- de' Jurado. 

ticadas las pruebas y sostenida la acusación por el querellante par- 
ticularóacusador privado, se contestó, de acuerdo con laopinión del 
Fiscal consultante, que éste no debía abandonar el juicio, y que á 
eso equivaldria el no poder hacer en el mismo petición alguna, sino - - 
que, en cumplimiento de lo que previene el art. 92 de l a  Ley de 20 
de Abril de 1888, puede, y en su caso debe, variar en el acto su ca- 
lificación respecto al delito, participación en 81 de los declarados 
culpables, y circunstancias moclificativas de la penalidad, partien- 
do de las declaraciones contenidas en el veredicto: que conforme 
al art. G9 de la referida ley, el Fiscal, en el caso expresado no de- 
siste de la acción, sino que solicita la absolución cuando asi lo es- 
tima procedente en vista del resultado de las pruebas; y si bien 
ello impide, dado el sistema acusatorio, que informa el citado 
Cuerpo legal, que continúe el juicio cuando no haya nadie que 
mantenga la acusación, no queda separado del procedimiento 
cuando alguna de las partes ú otra persona con capacidad legal 
sostiene la afirmación de culpabilidad, pues entonces prosigue en 
el ejersicio de sus funciones, de las cuales no le dispensa la ley 
siendo una de-ellas la expresada en el mencionado art. 92. 

Madrid 12 de Noviembre de ,1894. 



ciudad Real. - En causa por asesinato y atentado, la defensa articuló prueba, 
Art. 729, nú- a1 evacuar cl traslado de caiificacióii, para acreclitar que el proce- 

meros 2.' y 3.O 
dela ~ e g d e ~ n -  sado estaba loco cuando coinetió el delito, y el Fiscal conmita si 
j u i c i i n i i e n t o  
criminal. por tratarsc de hechos nuevos de que no habia el menor antece- 

dente Iiasta el niomento de ser alegados por Ia clefensa, podria cn 
aquel estado del procedimiento el lfinistcrio público proponer 
prueba pericia1 y ampliaci6n de la testifical con arreglo al núme- 
ro 2 . O  del art. 729 de la Ley de Enjuiciamento criminal, 6 cuando 
menos, proponerla en el acto clel juicio, fundaclo en el caso 3.' del 
mismo articulo. 

Se le contestó que Ia ley antes citada no prevé de una manera 
concretael caso que consulta; y aunque en el rigorismo legal podria 
sostenerse que el Fiscal no puede clesignar peritos y testigos, ni 
hacer petición para que la Sala los nombre 6 designe, á, fin dc in- 
tervenir en la pr8ctlca de la  prueba propuesta por la clefensa, en- 
tendia este Centro que, dada la gravedad de los hechos que moti- 
vaban la causa, y tenienclo en cuenta que la Ley, prescindiendo 
del principio acusatorio, faculta á, la Sala psra clisponcr la prhcti- 
ca de pruebas no propuestas por las partes, podía el Fiscal solici- 
tar la ampliación dc la articulada en los terminas que inclicaba. 

Madrid 15 Noviembre 189.1. 

Ciudad Real. E1 Fiscal consiilt6 lo siguiente: Habiánclose seguido causa cn 
aquella Audiencia por lesioncs menos graves, el Ninisterio púl~lico 
clesistió de la acción penal, con arreglo á lo que disponia el articu- 
lo 6.'' del Real Decreto de 16 de Mayo, toda vez que no concurria 
ninguna de las excepciones que menciona el art. 7.'' del misino. 
DespuBs de dictar la Sala el anta corresponcliente á esa pretensión, 
acuciió el ofendido manifestando que, á, consecuencia de las lesio- 
nes origen del proceso, había perclido un ojo: y, como cle ser esto 
cierto, variaba la naturaleza del delito y hacía iinprocedente el de- 

l sistimicnto, se ofrccia cluda al Fiscal acerca de lo que debia hacer. 
Se le contestó que, desde el momento en que un proceso se da 

jpor terminaclo por haber desistido el Ministerio fiscal de l a  acción, 
[no cabc que vuelva B abrirse por resultar con posterioridad quc 
,los hechos que fueron objeto del mismo, tienen un alcance distin- 
'to del que presentaban al ticnipo de realizarse el clesistiniiento: que 
j 
era de creer que cuanclo el Fiscal desistió aparcceria de las dili- 
gancias que el lesionado se hallaba curado, el tiempo que duraron 
las heridas y los efectos por las mismas proclucidos, y por ello, si 



posteriornlente, contra lo que se afiriiiara en los clictimenes facul- 
tativos, resiilta qiie por consccuencia cle las lesiones el ofendiclo 
perclió un ojo, cosa que no se hizo constar cn aquellos informes, 
proceclente es que se instruya nuevo procedimiento para la avcri- 
guación de los hechos y cleterniinación cle la  responsabilidad que 
puecla alcanzar .ri los que indebidaiiiente declararon acerca de la 
naturaleza de las lesiones y de cuantos conscientemente intervi- 
nieran en la ocultación del vcrdadero caricter de aquéllas. 

Madrid 15 Noviembre 1894. 

Habiéndose supiiesto quc habia contradicción entrc las prcgun- Toledo. - 
tas de un vercdicto del Jurado, porque se contestó qiie no B la pri- ,Irt. 7 2 ,  77 Y 

i i i d e l a L o y d e 1  mera y que sé á las cle los requisitos de propia clcfensa, se clijo al Jilrndo . 
Fiscal qiic, cualquiera que fuese el alcance de la frase, «cs ciilpa- 
ble,, qiie en aquella se emplea, es lo cierto que se contesta nega- 
tivamente; y, como las deni8s preguntas, coiitestaclas en sentido 
afirmativo, no implican el concepto de la c?~Q>n, sino que, por el 
contrario, envuelven el de justificación de los actos del procesado, 
rcsiilta congruencia entre toclas dentro clel pensamiento que infor- 
ma al meiicionaclo veredicto. (Vdccse en  el Czrcvpo de esta Jferno~in 
lo qzce se e q ~ o n e  bajo el epigvafe de «Concepto de la culpabilidad 
en el Jiu'nclo.=Dificultacles prbcticas.)) 

20 de Octubre de 1894. 

En tina causa por lioiniciclio resiiltaha aparente contradicción Huelva. - 
entre la  prequnta 2." y las H." y 4.". clel vcreclicto, puesto que en  AV^. 77 y 1 1 1  

de la L e y  del aqo0lla se afirma que M. y V., por resentimientos anteriores que Jurado. - entre ellos existían, se aconietieron niiitiianiente, y en éstas se de- 
clara q ~ c  V. insulto y acometió primero A 1\1. Se manifestó al Fis- 
cal qiic son de tal importancia estos Iieclios que, si sc toman conio 
punt, cle partida, segun lo hizo la Auclieneia, los cle la pregunta 2.", 
c3rrespondc al procesado la responsabiliclacl integra del homicidio; 
y si, por el contrario, se parte cle los que contienen las 3." y 1.", 
esa rcsponsabiliclncl puecle desaparecer ó, ciianclo nienos, ateiiuarse 
considerablcinente. 

Dos meclios Iiabia cle salrar la contradicciiiii: 6 reclamar contra 
las preguntas pidiendo se rednctaseii en otra forma nienos expuesta 

conf~isión, ó hacer uso iE su tiempo de la facultad qiie concede el 



nrticiilo 108 de la Ley de 20 de Abril cle 1888, solicitanclo quc se 
devolvicra el veredicto al  Juraclo para que reformase sus contcs- 
taciones y armonizase las que di6 B las mencioiiaclas tres pregun- 
tas, previa 12% explicación clel alcancc que respcctivnmente podian 
tener; peso no habiénclose hecho así, y dada la forma en que apa- 
recían contestadas, había que acudir al pensamiento que las infor- 
maba, relacioni\nclolas y combinbnc1olas todas para cleducir una 
oonseciiencia de liecho que sirviera de base B la aplicación del de- 
recho. 

Igualmente llamó la atención esta Fiscalia acerca del conte- 
nido cle la pregunta d."., que clecia así: «¿En tal situación, incorpo- 
riindose el 11. del moviiniento que hizo al recibir la pedrada, el V. 
se echó eiicima de 61, produci~nclose con la navaja del 11. la herida 
que le causó la muerte, ya porqiie aquél se la clavara al acome- 
ter n1 >f.?> 

La pregunta adolecía de eviclcntes defectos dc redacción; mas, 
con ser éstos graves, no lo eran tanto como los de senticio, pues pa- 
recia gue se habia querido establecer un dilema, cuyos dos térmi- 
nos eran: uno que &f. clavó voliintariameiite la navaja L V., y otro 
que se la clavó el iiiisnio V al acometer al M., aunqiie en realidad, 
bien meclitaclo, es esto Último lo que se afirma, lo cual resulta en 
abierta oposición con tdclo lo qiie le aiitececle. 

Con tal motivo liizo esta Fiscalía observni. qiie al lfinisterio 
fiscal corresponde en primer término precaver y cvitar los incon- 
venientes que lleva consigo un veredicto clefectuoso, y que la Ley 
pone en sus iiianos medios adeciiaclos para conseguirlo, que no son 
otros quc los de ejercer incesante ciiidado y vigilancia para que 
las preguntas sean claras, sencillas, breves y acomodadas b las 
conclusiones de las partes, salvo el clerecho quc al Presidente con- 
cecle el art. 76 cle la Lcy del Juraclo, y que entre las conclusiones 
haya la necesaria congrueiicia, foimulsiiclo al efecto el funciona- 
rio fiscal las oportunas reclamaciones, y, si no fueran atendidas, 
consignando su protesta para clediicir B su tiempo recurso de casa- 
ción por quebrantamiento cle forma, B fin dc qne el Tribunal Su- 
premo corrija lo que la gestión fiscal en cl inferior no logre co- 
rregir. 

5 de Noviembre de 1894. 



A consiilta del Fiscal se contestó que repetidas veces tiene de- for'0~*. - 
claraclo esta Fiscalia que no puede hacerse extensivo el art. 21 de 
los Ai+anceles judiciales B los funcionarios que ejercen siis funcio- ciaies. 
nes por delegacióii de los Fiscales de las Audiencias en los asuntos 
de cardcter civil. Acerca de este punto cleberh tenerse muy en 
cuenta, para su puntual observancia, la  circular del Excelentisi- 
mo Sr. D. Eduardo Martinez del Campo, de 29 de Abril de 1893, 
inscrta en la Memoria de dicho aiio, pBg. 100. 

9 de Noviembre de 1894. 

Consult6 el Fiscal acerca de si los delitos de falsedad electoral - 
eran de la competencia del Tribiinal de dcreclio 6 de la del Jura- , ~ $ ; ~ ; ~ ~ ' , " g  
do, y se le contest6 que esa duda y a  la  resolvió esta Fiscalia en 5 de do ella 6 elTribuiia1 el Jura- 

de Abril de 1893, según consta en la Riemoria del mismo aiio, pb- de dereciio. 

gina 99, número XIII; y, por consiguiente, á esa resolución debe- 
ría atenerse, d cuyo efecto se le recomendal~a que si la Audiencia 
dictase resolución en sentido opuesto, procecliera corno cletermina 
el art. 41 de la  Ley de 20 de Abril de 1888, (t fin cle evitar que se 
sustraiga al conocimiento del Jiiraclo una categoria de delitos que, 
en concepto de esta Fiscalia, son cle la  exclusiva competencia de 
los Jueces dc hecho (1). 

11 de Dicienlbre clb 1894. 

(1) Recientemente, el Tribiiual Siipreiiio ha elevado A doctrina de jnris- 
prndencia la  que esta Fiscalia habia consigiiado en sus instriicciones S los 
Fiscales de las Audiencias. En sentencia de 8 de Jnlio iiltimo, qne aiin no lia 
pnblicado la  Gaceta al  entr:~r en prensa esta Expoaicibn, declara aquel Alto 
Tribiinal aqiie el art. G . O  ae la Ley del Jurado establece qiie la Andiericia 6 
»Sala de lo criminal determina la  competencia (le1 Tribiinal del indicado 
»orden, según el cóncepto qiie A las partes aclisadoras haya merecido el liecho 
»sobre qiie la  cansa verse; qiie en e1 caso de que se trata (falsificación de iin 
»docnmento electoral), el lieclio ha sido calificado por el qnerellaiite D. S. P. 
»como constitutivo del delito <le falsedad cometido en dociiniento oficial; y qiie 
ueae delito es uno de los que en el art. 4 . O  de la referida Ley se enumeran al  
>fijar la  competencia del Jnrado para conocer de ellos, por lo que es visto que 
»la Audiencia de las Palmas no ha inciirrido en infraccidn alguna legal al  
.dictar el anto recurrido (que la cansa correspon<lia al  conocimiento del Jii- 
»rada), pnesto que no se establece en la  Ley electorai excepción aigiina res. 
»pacto del partictilar, sino qiie, por el contr:~rio, en sil art. 101 atribiiye el co- 
»nocimiento de los delitos electoraies :i la jiirisdicci6n ordinaria, dentro de la  
aqne se halla comprendido el Tribiinal del Jurado», por ciiyos fiintlamentos 
se declar6 no liabe? lngar al  recnrso interpiiesto por el qiierellante particnlar 
con la pretensión de qiie conociera de dicha cansa el Tribunal de derecho. 



(Tarragona. El Fiscal puso en conocimiento clc esta Fiscalía qiic tina de las 
En la~causss  Secciones cle la Audicncia liabía admitido la conformidad del pro- 

de Jorado no 
tiene efecto 1s cesado con la pcna correccional quc el Ministerio público le peclía, 
conformidad de 
los yrocesados no obstante tratarse de una causa de Juraclo; y la refericla Secci6n 
con la pena co- 
rreceioi,el q u e  suspendió, en su virtud, las sesiones y declar6 concluso el juicio 

les pino. para sentencia. 
Se dijo al Fiscal, que en la pagina 104 de la Memoria del aiio 

prúxinio pasado se consignaba que la vigente Ley clel Jurado no 
otorga A los procesados la facultad quc conceclía la  cle 1872, de 
conformarse, una vez comenzado el juicio por Jurados, con la pena 
correccional qiic se les pide al objeto de que se les aplique sin ni& 
tr&n~ites. Para el Ministerio fiscal, reprcscntante nntc todo de la 
Ley, estb trazacla la línea cle condncta quc lc cs lícito seguir. En 
lo que de 81 clepencle no puede prestar sn asentimiento B quc se 
forinule pregunta al procesarlo sobre sil coiiforiizidacl, porque tanto 
vale como suplir y aclicionar al tcxto legal, cosa impropia de los 
Tribiinales de justicia, cuya uiisi6n sc reduce fi aplicar la Ley sc- 
gíín su recto y natural sentido. Se le dijo tan1lsi611, quc al Miuiste- 
rio piiblico no se ocnlta que es anómalo negar 5 los procesados 
que presten su conforiiiiclncl en los juicios por Jurados y concedér- 
selo en los que se siguen ante los Tribunales de clerecho; qiic 
dic11o llinisterio habia hecho ya  cuanto podía haccr, qiic era acn- 
clir i~ los Poderes supremos exponiendo el caso 6 inclicando la con- 
veniencia de tina reforma; y ,  entre tanto, nuestro deber cra cuni- 
plir el precepto del níim. 1 . O  del art. 838 de la Lcy orgzinica del 
Poder judicial, que cl Fiscal de Tarragona citaba oportunamente, 
y vigilar porque la Ley se aplique sin modifioacioncs ni adiciones 
que, aun cuando tengan apoyo en l a  razón, csceden las atribucio- 
nes de los que han cle ser sus meros ejecutores. En su virtiicl, se 
aprohaha la conducta del Fiscal al formnlar nntc la Sala las recla- 
niaciones dc que claba cuenta. 

29 de Diciembre de 1894. 

Palma. - ElevO consulta el Fiscal, acerca de si debía 6 no conocer el Tri- 
*rt. a! la hiuial del Jurado cle la causa iustruícla por el C6nsul de Espaiia en ley orgírnioa 

del poder judi. el Cairo, contra el súbclito español P. L., por delito de homicidio, 
cial. 

y se le contestó que clesde el momento cn quc cl art. 342 de la Ley 
org8nica del Poder j~idicial estal~lece que terminada la instrucción 



clel proceso por los C6nsules, y ratificadas h presencia del reo 6 
reos las diligcncias practicadas, se remitirhn las actuaciones al 
Tribunal espafiol que, atendida la naturaleza clel delito, tenga 
competencia para conocer cie 61, es includal$c que corresponde al  
Jurado el conocimie~ito de la  causa en cuestión, como Tribunal que 
en Espaiia conoce, por disposición de la Ley, de todas las causas 
del fuero ordinario por delitos de homicidio; y que, disponiendo el 
niismo articulo que ser& competente el Tribunal correspondiente 
mhs próximo al Consulado en que se haya seguido la causa, esta de- 
terminación inlplicitamente viene h conceder competencia al cuer- 
po de Jurados de aquella capital, con los que deber& formarse el 
Tribnnal; y ,  por último, que la circuutancia de haberse ratificado 
en presencia del reo las diligencias sumariales, permite que pueda 
proponerse la lectura de las que sean pertinentes en el acto del 
juicio, como prueba documental, evitando asi citaciones y compa- 
recencias que liaría iniposibles la disiancia clel lugar del delito. 

16 de Febrero de 1895. 

Con ocasión del examen de una sentencia pronunciada en causa - 
por robo y homicidio, se liizo observar al Fiscal que la redacción L&d,:~,~$~ 
del veredicto obedecia A un sistema que hacia muy dificil el come- 
tido de los Jueces cle hecho. La principal dificultad consistia en 
que, contra lo que prescribe el art. 72 de la Ley cle 20 de Abril 
de 1888, en una misma pregunta se acumulaban términos que po- 
dían ser contestaclos unos afirmativa y otros negativamente, como 
sucedía en la se-ncla, donde h la vez se Iinblaba de reyerta entre 
G. y J., de reclamacidn dc determinarla suma, de negativa pn- 
garla, cle apocleramiento por parte de G. de billetes y algúii otro 
objeto, y de determinación de su importe y pertenencia. El Jiuado 
negó la pregunta, no obstante lo cual en la primera afirmaba parte 
de lo que en la segiincla hJGa negado; clc donde resultaba que 
no sólo se incluían en una pregunta hechos distintas y que podían 
ser contcstaclos de distinta manera, sino que parte de esos hechos, 
con otros nuevos, se acumularon en otrn, dando margen tal Siste- 
ina á positivas confusiones y & que aparezca afirmado en un lado lo 
que en otro se negó. 

En su virtud se recoinendó al Fiscal que, dando una prueba 
m8s de su reconociclo celo, recordara h sus sul~ordinaclos el exacto 

15 



ciimpliiniento de Ins Circulares O Instrucciones de esta Fiscalía 
acerca de la materia, singularmente [le las que se insertan en las 
Aleniorias de los aiios 1893 y 1894. 

13 de Abril de 1895. 

Murcia. -- Dos sujetos tenían enemistncl con D. F. C., al que clirigieroii - 
Art. R.O n6- 

mero r."del C6- 
digo Pennl. 

amenazas y le impusieron la conclicioii de que no habia de ir  B ha- 
blar con su novia. Dos noches antes del suceso ya  dichos sujetos 
habían herido en la inisma calle cloncle Este ocurrió 6 iin herniano 
del D. F. C., y momentos antes del hecho que motiva la causa uno 
de aqiiéllos hirió tanibiEn al citaclo D. F. C.; y con estos preceden- 
tcs, habienclo aconietido B Bste los referidos dos sujetos, D. F. C. se 
defendió y niató B uno. 

Como quiera que el Jnrnclo, eii In cuarta prcgunta del veredicto, 
no afirmó mAs que el acto de la acometida, sin especificar cómo se 
ejecutara, se clucló si seria bastante para estimar el requitito de la 
necesidacl racional en 1% propia clcfensn, y sc liizo notar al Fiscal 
que si sólo sc atendiera 6 la citacla pregunta cuarta clel veredicto 
acaso no faltara motivo para sostener, si no la inexistencia cle la 
agresión ilegítima, la falta dc neccsiclacl racional clcl medio em- 
pleado; pero no era pruclentc examinar por separaclo cada iuia de 
las preguntas cle los vereclictos, ya quc por esc nieclio seria posible 
hacerles decir cosa distinta de la que cliceii, sino que procedia 
arnionizar unas con otrns para llegar al cspiritii que las informa- 
ba, A fin de que fucra la conciencia de los Jurados, y no iui mero 
artificio clc falsa clialEctica, lo qnc sirviera cle nornla cn cstas ma- 
terias A la resolución cle los Tribnnnlcs. 

Que, partiendo dc tal doctrin8, no se debía clesconocer que 
D. F. C., aun ignor:lndose en quE forma ni con qu6 instrumento 6 
arma fu6 acoineticlo, obró cn plena situación cle defensa, coi1 todos 
los requisitos que enumera cl caso 4.' del art. 8.' clcl Código penal. 
Era iiiclndable que los dos sujetos arriba nombrados acometieron 
B D. F. C., clcspuEs cle pretender iuponerle condiciones capricho- 
sas y arbitrarikis; y si se tenía en cuenta que eran dos los que aco- 
metian, animados dc odio tenaz y persistente; que sus amenazas 
eran incesantes y sus intenciones niuy claiiaclas, como lo clemos- 
trn13a el que cl conipnñcro clel interfecto Iiiriese, momentos antes 
cle ser aconlcticlo el procesado y en I R  inisnia calle, A un hermano 
Suyo, B qiiicn los dos infirieron lesioiies rlc alguna consicleración 
iioclies anteriores, cn ocasión de &ar observando aquBllos si cl 



procesaclo D. F. C. iba á liablar con sil novia, que era lo que pre- 
tendían iinpedir, sc venclrb cii conocimiento cle que el peligro qiic 
corría dicho proccsaclo era cierto y de carácter grave, y cle que d 
la acometida de quc f116 ohjeto estaba en la nccesiclacl de oponer 
una defensa eficaz, ya que era lógico que supusiera qiic si si1 her- 
mano, que no era objeto directo de la malquerencia de sus contra- 
rios, sufriera por sn causa claiio considerable en su persona, 61 10 
habria de sufiqir mucho mayor. 

16 de Abril de 1895. 

Eii causa por lesiones iileilos graves, terminada por sentciici:~ Malsea. - 
condcnatorín qiie f1i6 rcciirricla en casación por infracción dc Art. 13s del 

O6digo penal y 
Ley, se Ilainó la atención del Fiscal acerca de la manera cleficieii- 161 de ln ley (10 

Enjuiciamiento 
te coi1 que aparecía esprcsaclo en el primer Resultando lo relativo ,,~~h,l. 

5 las condioiones de la  lesión. Textiialmente se consignaba á su 
final que el procesaclo Q. infirió !t L. «una lesión en la parte siipc- 
rior de la  cabeza, y contusiones en la región mrclar clcrechn y ex 
cl brazo izquicrclo, tardando rii cnrar reiutitres días.» En ningii- 
na otra parte de dicha sentencia se daban m&s anteccclcntes acer- 
ca del particular, lo cual impeclín llegar siii exponerse á contra- 
dicción, & la cali6cadón de delito cle lesiones menos graves que el 
Tribiinal sentenciador acloptnha, de ~onfo~niiclacl con lo solicitaclo 
por cl Miiiisterio fiscal; pues el arL. 433 del Cócligo penal esige, 
para que tal delito exista, que las hericlns produzcan al  ofendido 
inutilidad para el trabajo por ocho días ó mas, 6 necesiclad de 
asistencia facultativa por ignal tiempo: y, como en el fallo nacla 
se decía acercs cle esas clos esenciales circiinstancins, resultaba 
que so omitía lo que constituye el elemento característico del de- 
lito, que no era licito suplir por medio de una interpretación per- 

- jucücial para el inculpado. 
Be indic6 al Fiscal con ese motivo que el funcioiiario Fiscal que 

asistió al juicio y ti quien se notificó la sentencia, debió pcclir, con 
arreglo art. 161 de la  Ley de Enjiiiciamicnto criminal, qiie se sub- 
sanase la  omisión, siendo de snponer que el Tribunal sentenciador 
acceclies~ & l o  que se le pcdia por ser razonable y legal; mas, sino 
lo hacia, quedaba expedito el camino clel recurso de casación por 
qiiebrantamiento de foi-ma, qite, interpiiesto en tiempo, y fundado 
en el núm. 1.' clel art. 012 de la referida Ley procesal, era de se- 
guro hxito, por ciiaiito la no consignación cle aqiiellos elementos 
cle heoho que forman la linea divisoria entre el delito y la falta, \ 

1 



imprime el vicio de evidente obscuridad ti los que se declaran pro- 
bados, y dal'ia lugar, si esa obscuriclad no se aclarase, á que pu- 
diera prosperar el recurso por infracción de Ley en que se soste- 

'nia que los heclios, tal como venian relatados, sólo revestían los 
caractéres de una falta castigada en el libro 3.' del Cúdigo. 

Por ello se nianifestaba al Fiscal, cuyo celo era bien conocido, 
que esta Fisealia abrigaba la confianza cle que, penetrado de L 
transcendencia que tienen esos desciiiclos de redacción, prociiraria 
que sus subordinaclos prestaran la necesaria atenciún, no s610 al  
fondo, sino á la forma cle las resolu~iones que A sus pretensiones 
recayeran, para evitar las consecuencias de defectos que, sin ser 
suyos en su origen, los hacían propios desde el momento en quc les 
prestaban asentimiento con sil silencio. 

26 de Abiil de 1895. 
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Instrucciones especiales dadas a los Fiscales de las Audiencias de Ultramar 

Consulta el Fiscal con motivo de dudas que se le ofrecían en el - 
cumplimiento de las ejecutorias. Ley Regla provisional 99 de 1s 

para la aplica- 
ei6n del C6digo 

El pensamiento que informa el Real decreto de 9 de Octubre penal aocui>a 

de 1853, cuyas disposiciones se transcriben con ligeras variantes PUertaRicO' 

en la regla 93 de la Ley provisional para la  aplicación del Código 
penal para Cuba y Puerto-Rico, es el de que á los reos condena- 
dos & pena correccional se les abone la mitad del tiempo que hu- 
bieren permanecido privados de libertad durante la instiqcción 
del proceso. La frase aque hubieren permanecido presos» que con- 
signan los mencionaclos preceptos legales, debe por ello entender- 
se en sentido gramatical y no en el estrictamente juridico, y en 
aquel significa uque liubieren estado encarcelad os^. 

Así lo aconsejan, adem&s, los principios de derecho que esta- 
blecen que en materia criminal toda duda se resuelva en favor 
del reo. 

Se manifesto, en su virtud, al Fiscal que corresponde abonar á, 

los reos 5 quienes se imponga pena correccional y no se hallen com- 
prendidos en los casos de excepción enunierados en el Real decreto 
jr regla indicados, la mitad del tiempo que por razón de la trami- 
tación de la  causa no hubiesen gozado de libertad, ya  por motivo 
de detención, ya  por el de prisión. 

Conforme á lo prevenido en el art. 29 del C6digo penal, cuan- di$\Lta;Pa$ 
do el reo no estuviese preso, la duración de las penas temporales Cuba y Puerto 

Rico. 
empezará á contarse desde el día en qiie la sentencia hubiere que- 



dado firme, y como semejante carácter lo adquiere Bsta en la fecha 
siguiente A aquclla en que finalizó el tBrinino para preparar 6 in- 
terponer contra ella recurso de casación, pues ya  no cabe otro 
ordinario ni extraordinario, salvo el de revisidn (art. 141 de la 
Ley de Enjuiciamiento criminal), evidente es que desde entonces 
debe comenzar A extinguir su condena el sentenciado que se halle 
constituido en prisión. 

1.' de Octubre de 1894. 

Manila El error cometido en las sentencias al  aprecia^^ la prueba de in- 
ppeba, de in- dicios no motiva el recurso de casación, conforme repetidarilente 

dicios.Defectos 
en la redaeeiún tiene declarado la jurisprudencia. 
de las sentcn- 
cias. Los defectos en que se incurre en la redacción de las sentencias 

no dan lugar al recurso de casación por infracción de Ley, y si al de 
quebrantamiento de forma, si se esta en alguno de los casos que 
se comprenden en la regla 61 de la Ley provisional para la  aplica- 
ción del Código en las Islas Filipinas. 

17 de Octubre de 1894. 

ñlanlla Consulta el Fiscal acerca de la aplicación del art. 11 del Código 
art. i ideic6- penal para las Islas Filipinas. 

digo penal para 
las lslns Filipi- 
nar. Esta Fiscalía entiende, de acuerdo con la doctrina establecida 

por el Tribunal Supremo en senkncias de 8 de Julio de 1889, 22 de 
Mayo de 1890 y 4 de Febrero de 1892, que la circunstancia S que se 
refiere el art. 11 del Código penal que rige en aquellas Islas, se ha 
de apreciar en todo caso como atenuante ó como agravante, no pu- 
diendose omitir en ninguno; y que se ha de tener en consideración 
para la aplicación de las penas, lo mismo que las comprendidas en 
los artículos 9 y 10 del citado Código; pudiendo estimarse, según 
la naturaleza y accidentes del hecho, grado de intención del agen- 
te y condición del ofensor y ofendido, como muy calificadas, pero 
sin que exceda en sus efectos de los que establecen los articulos 80 
y 81 del ya mencionado Código. 

S . 5 de Noviembre 1894. 



La circunstancia de no haber la defensa modiflcado por escrito P u ~ r t o  Pr[neipb - las conclusiones provisionales, y haber solicitado en la discusión Articuloa 911 y 

oral del juicio la absolución por falta de prueba, es defecto que no 
puede dar lugar al  recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, pues no se halla comprendido en ninguno de los casos que 
enumeran los articulas 911 y 912 de la Ley de Enjuiciamiento cri- 
minal. 

Desde el momento en que la Ley deja al Tribunal la  aprecia- 
ción de las pruebas practicadas en el juicio para realizarlo con 
arreglo & su conciencia, no se le puede imponer que declare pro- 
bados y consigne en la sentencia aquellos que entienda que no tu- 
vieron la demostración debida. 

5 de Enero de 1895. 

Consulta el Fiscal acerca de las condiciones que debe cmpl i r  ,,,,,, . . . -. . . . - - el scusador privado en un proceso motivado por hechos cometidos Art. 418 de la 
con anterioridad It, la publicación del Código penal en las islas Fi- ;smg!;;;;2 
lipinas. nes vigentea so- 

bre  Enjuicia- 
m i e n t o  crimi- 
nal. 

No resultando perjudicado el acusador particular, debe prestar 
la  fianza prevenida por el art. 418 de la Compilación de las dispo- + 

siciones vigentes sobre Enjuiciamiento criminal. Desde antiguo se 
exigía por los Tribunales españoles & los acusadores l a  fianza de- 
nominada de calumnia, destinada & hacer efectiva la responsabi- 
lidad de los mismos en el caso de no justificar el delito imputado, y 

. esta obligación, que ya para la  acitsación de los funcionarios del or- 
den judicial consignó el art. 73 del Reglamento provisional para 
la  administración de justicia, fu8 establecida de una manera gene- 
ral por el art 184 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, de 22 de 
Diciembre de 1872, se transcribió en el 418 de la citada Compiia- 
ción, y se reprodujo en el 280 de Ia Ley de procelimiento criminal 
de 1882. 

Teniendo, pues, presente que aun antes de la publicación de la 
Ley adicional para la aplicacion del Código penal en las islas Fili- 
pinas, regían en las mismas con arreglo & la Ley segunda, titu- 
lo 1, Libro 2.' de la  Recopilación de Indias, como supletorias, las 

16 



Leyes vigentes en la Península, se ¿&o al  Fiscal consultante que 
' debía solicitar que el acusador particular prestase la fianza corres- 

pondiente. 
25 Febrero de 1895. 

Y i n l l i  - Pena que debe imponerse al r e s p ~  iisable del delito de hurto de 
A ~ t . 5 1 8 n . ~ 5 . ~  semillas alimenticias, frutos 6 leiias, cuando el valor de la cosa ex- 

del Cddigo pe- 
nnl en las Ielas ceda de 25 pesetas y no pase de 65. 
Eilipinas. 

Los principios que informan las leyes penales y las reglas de 
buena interpretacibn exigen que no se castigue con pena menor el 
hurto de semillas ~limenticias, frutos 6 leiias que exceda de 25 pe- 
setas y no pase de 65, que el que no llegue á la primera de las 
mencionadas cantidades. En su virtud, se dijo al Fiscal que la 
Sala sentenoiadora se ajust6 & derecho castigando el heoho de la 
sustracción de objetos de la clase indicada, valorados en cantidad 
inferior B 25 pesetas, con la pena de multa. 

Marzo de 1895. 

Puerto Prinelpr Consulta referente & la aplicaci6n de dichos articulas, con motivo 
~ r t i o l l o ~  7,s de haber acordado la Audiencia que un Magistrado, con el Secre- 

$e7Enj:75z tario y las partes, se trasladara 1 la Cárcel á recibir declaración á 
crimi- unos testigos presos. nal. 

Si bien los Tribunales deben procurar que los testigos presten 
sus deolaraoiones ante ellos en el lugar en que se celebre la audien- 
cia, para que todos los Magistrados.formen su conciencia oyendo- 
los, esto no se opone & que aqu6llos, en uso de sus facultades pura- 
mente discrecionales, & las cuales no cabe poner restricciones de- 
terminadas, puedan acordar el examen de los testigos en la forma 
prevenida por el art. 720 en relaci6n con el 718 de la Ley de En- 
juiciamiento criminal. 

17 de Abril de 1895. 
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HSCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

R E B U ~ N  de los aszclafos despacli.ados p o ~  esta Fiscalfa desde 1 . O  do Jqclio de 1894 d 30 de Junio de 1895. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Por e1 Misteriofiscal. Recursos de casacidn interpuestos. lPor las otras partes. . . 
Causas en única instancia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Caestiones de competencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Reciirsos de cílsacidn admitidos de derecho en beneficio de 

los reos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Expedientes de indulto.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por el MinisteriofiscaI. Recursos de casacidn interpiiestos. lPor las 
C i d  - - . 

Cuestioiies do competencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Expedientes de e,jecrtcidn de sentencias extraqjeras.. . . . . 

TOTALES ......................... 

TOTALES 

166 
809 
1 
44 

31 
54 

I 

407 
22 
2 

1.615 

FüXCIONAiiIOB OVE LOS HAN DESPACEADO 

Abogados 
fiscales. 
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31 
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22 
2 - 

1.573 

El Fiscal. 
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fiBCal. 

10 
31 
1 
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P 
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 FISCAL^ DEL TRIBUNAL SUPREMO 
R~snn i~h-  da los  ris7~1afos ( j l l b r l ' ~ z ~ ~ t i c : o s  en, qcte hn *i??.tei.ae?zido estcc fiscnlén desde 1.' d e  Julio d e  1894 ci 30 d e  

J t t n i o  d e  1895. 
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NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

IiiformesalGobierno ........................................ 
Expedientes de Tribunal Pleno.. ............................. 
Expedientes de Sala de gobierno y Presidoucin, de este Tribunal 

Siipremo .................................................. 
Consultas B los efectos del art. 6.14 de Iti. Ley de Enjniciamiento 

criminal .................................................. 
Deiiuncias. .................................................. 
Causas por delitos graves en que se hau rlado instrucciones B los 

Fi,scales de las Aiidieiicins.. ............................... 
Exhortos y recordatorios ciirsados por esta Fiscalía.. .......... 

Recibidas ............................. 
Co~uNrcAcroNns. ' . '  { Contestadas.. ......................... 
Jiintas celebradas con 10s Sres. Teliiente y Abogados fiscales del 

Tril>iinal .................................................. 

TOTALES.. ................... 

TOTALES 

P 

2 

!M 

8 
88 

70 
56 

4.428 
1.137 

197 

6.075 

FUNCIONIIBIOB QUE LOS HAN DESPBDHADO 

FA FFcal. 
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1) 
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fiscal. 

2 

92 
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91 
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88 
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B 

S 

• 
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Causas pndientes en 30 de Junio de 1894, íncoadas desde estu fecha hasta 30 de Junio de 1896 y pendientes en 7: de JULO de 1895. 
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JUICIOS ORALES ANTE E L  TRIBUNAL DE DERECHO, CLASIFICADOS POR AUDIENCIAS 

'TESTIGOS CITADOS 
EESTESCIAS d ISSTAXCIA DE 

Burgos . . . . . . . . . .  
CBceres .......... 
Cbdiz ............ 
Castellón. ........ 
Ciudad Real.. . . . .  
Córdoba.. ........ 
Coruña.. ......... 
Cuenca.. ......... 
Gerona.. ......... 
Granada. ........ 

oledo. ........... 
alencia .......... 
alladolid. ........ 
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JUICIOS ANTE EL  TRIBUNAL DEL JURADO, CLASIFICADOS POR AUDIENCIAS 



FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de todos los asuntos, sin distinción oe procedimientos, despachados por las Fiscalías de las Audiencias desde 7.0 de Julio de 7894 á 30 de Junío 

de 7895, con expresión de los que quedan pendientes de despacho. 
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Instrucciones generales dadas al Ministerio fiscal.. 

Inatrncciones especiales dadas 4 los Fiscales de las Audiencias d'e 
la Peninsiila 8 islas adyacentes.. ............................ 107 
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Estadística. .................................................. 12'5 

FEDEERRATAS 
- 

En la pág. 28, linea 17.-Donde dice: *legislador en ambos efectos*, 
debe decir: alegislados á las apelaciones en ambos efectos». 

En la p4g. 81.-Donde dice: aInstrucciones generales 4 los Fiscales, 
etcétera*, debe decir sólo: =Instrucciones generales dadas al Minis:erio 
fiscal.. 

En la pág. 62, linea %&-Donde dice: sdeslizado~, debe decir: .des- 
ligado.. 

En la pág. 71, linea 15.-Donde dice: ade ningún modo*, debe decir: 
*de ninguno.. 

En la pLg. 72, linea 2.&-Donde dice: *protecci6n*, debe decir: *pro- 
visión~. 


